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II 

(Actos no legislativos) 

ACUERDOS INTERNACIONALES 

Notificación relativa a la aplicación provisional del Acuerdo de Asociación Estratégica entre la 
Unión Europea y sus Estados miembros, por una parte, y Japón, por otra (1) 

El 21 de diciembre de 2018, la Unión Europea y Japón se notificaron mutuamente que habían finalizado los procedi­
mientos necesarios para la aplicación provisional del Acuerdo de Asociación Estratégica entre la Unión Europea y sus 
Estados miembros, por una parte, y Japón, por otra. Por consiguiente, Japón y la Unión podrán aplicar provisionalmente 
las disposiciones convenidas del Acuerdo de conformidad con su artículo 47, apartado 2, a partir del 1 de febrero de 
2019. 

En virtud del artículo 4 de la Decisión (UE) 2018/1197 del Consejo, de 26 de junio de 2018, relativa a la firma, en 
nombre de la Unión Europea, y a la aplicación provisional del Acuerdo de Asociación Estratégica, las partes indicadas 
a continuación se aplicarán provisionalmente entre la Unión y Japón: 

a)  artículos 11, 12, 14, 16, 18, 20, 25, 28, 40 y 41; 

b)  artículos 13, 15 [a excepción del apartado 2, letra b)], 17, 21, 22, 23, 24, 26, 27, 29, 30, 31 y 37, artículo 38, 
apartado 1, y artículo 39, en la medida en que se refieran a materias en las que la Unión ya haya ejercido su 
competencia en el ámbito interno; 

c)  artículos 1, 2, 3 y 4 y artículo 5, apartado 1, en la medida en que se refieran a materias que sean competencia de la 
Unión para definir y aplicar una política exterior y de seguridad común; 

d)  artículo 42 [a excepción del apartado 2, letra c)], artículos 43 a 47, artículo 48, apartado 3, y artículos 49, 50 y 51, 
en la medida en que la finalidad de estas disposiciones se limite a garantizar la aplicación provisional del Acuerdo.  
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(1) DO L 216 de 24.8.2018, p. 4. 



REGLAMENTOS 

REGLAMENTO DE EJECUCIÓN (UE) 2019/107 DE LA COMISIÓN 

de 23 de enero de 2019 

por el que se modifica el Reglamento (CE) n.o 1484/95 en lo que respecta a la fijación de los 
precios representativos en los sectores de la carne de aves de corral y de los huevos, así como para 

la ovoalbúmina 

LA COMISIÓN EUROPEA, 

Visto el Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea, 

Visto el Reglamento (UE) n.o 1308/2013 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 17 de diciembre de 2013, por el que 
se crea la organización común de mercados de los productos agrarios y por el que se derogan los Reglamentos (CEE) 
n.o 922/72, (CEE) n.o 234/79, (CE) n.o 1037/2001 y (CE) n.o 1234/2007 del Consejo (1), y en particular su artículo 183, 
letra b), 

Visto el Reglamento (UE) n.o 510/2014 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 16 de abril de 2014, por el que se 
establece el régimen de intercambios aplicable a determinadas mercancías resultantes de la transformación de productos 
agrícolas y por el que se derogan los Reglamentos (CE) n.o 1216/2009 y (CE) n.o 614/2009 del Consejo (2), y en 
particular su artículo 5, apartado 6, letra a), 

Considerando lo siguiente: 

(1)  El Reglamento (CE) n.o 1484/95 de la Comisión (3) establece las disposiciones de aplicación del régimen de 
aplicación de los derechos adicionales de importación y fija los precios representativos en los sectores de la carne 
de aves de corral y de los huevos, así como para la ovoalbúmina. 

(2)  Según se desprende del control periódico de los datos en los que se basa la fijación de los precios representativos 
de los productos de los sectores de la carne de aves de corral y de los huevos, así como para la ovoalbúmina, 
procede modificar los precios representativos de importación de algunos productos teniendo en cuenta las 
variaciones que registran los precios en función del origen. 

(3)  Procede, por tanto, modificar el Reglamento (CE) n.o 1484/95 en consecuencia. 

(4)  Debido a la necesidad de que esta medida se aplique lo más rápidamente posible una vez que estén disponibles 
los datos actualizados, procede que el presente Reglamento entre en vigor el día de su publicación. 

HA ADOPTADO EL PRESENTE REGLAMENTO: 

Artículo 1 

El texto del anexo I del Reglamento (CE) n.o 1484/95 se sustituye por el que figura en el anexo del presente Reglamento. 

Artículo 2 

El presente Reglamento entrará en vigor el día de su publicación en el Diario Oficial de la Unión Europea. 
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(1) DO L 347 de 20.12.2013, p. 671. 
(2) DO L 150 de 20.5.2014, p. 1. 
(3) Reglamento (CE) n.o 1484/95 de la Comisión, de 28 de junio de 1995, por el que se establecen disposiciones de aplicación del régimen de 

aplicación de derechos adicionales de importación y se fijan los precios representativos en los sectores de la carne de aves de corral, de los 
huevos y de la ovoalbúmina y se deroga el Reglamento n.o 163/67/CEE (DO L 145 de 29.6.1995, p. 47). 



El presente Reglamento será obligatorio en todos sus elementos y directamente aplicable en 
cada Estado miembro. 

Hecho en Bruselas, el 23 de enero de 2019. 

Por la Comisión, 

en nombre del Presidente, 
Jerzy PLEWA 

Director General 

Dirección General de Agricultura y Desarrollo Rural   

ANEXO 

«ANEXO I 

Código NC Designación de la mercancía Precio representativo 
(en EUR/100 kg) 

Garantía contemplada en 
el artículo 3 

(en EUR/100 kg) 
Origen (1) 

0207 12 90 Canales de aves de la especie Gallus 
domesticus, presentación 65 %, conge­
ladas 

122,1 0 AR 

0207 14 10 Trozos deshuesados de aves de la es­
pecie Gallus domesticus, congelados 

267,2 10 AR 

219,4 24 BR 

333,0 0 CL 

252,5 14 TH 

0207 27 10 Trozos deshuesados de pavo, congela­
dos 

327,6 0 BR 

373,0 0 CL 

1602 32 11 Preparaciones de aves de la especie 
Gallus domesticus, sin cocer 

275,3 3 BR 

(1)  Nomenclatura de los países fijada por el Reglamento (UE) n.o 1106/2012 de la Comisión, de 27 de noviembre de 2012, por el que 
se aplica el Reglamento (CE) n.o 471/2009 del Parlamento Europeo y del Consejo, sobre estadísticas comunitarias relativas al comer­
cio exterior con terceros países, en lo que concierne a la actualización de la nomenclatura de países y territorios (DO L 328 de 
28.11.2012, p. 7).».    
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REGLAMENTO DE EJECUCIÓN (UE) 2019/108 DE LA COMISIÓN 

de 24 de enero de 2019 

por el que se autoriza la modificación de las especificaciones del nuevo ingrediente alimentario 
extracto lipídico de krill antártico (Euphausia superba) en virtud del Reglamento (UE) 2015/2283 
del Parlamento Europeo y del Consejo y por el que se modifica el Reglamento de Ejecución (UE) 

2017/2470 

(Texto pertinente a efectos del EEE) 

LA COMISIÓN EUROPEA, 

Visto el Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea, 

Visto el Reglamento (UE) 2015/2283 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 25 de noviembre de 2015, relativo a los 
nuevos alimentos, por el que se modifica el Reglamento (UE) n.o 1169/2011 del Parlamento Europeo y del Consejo y se 
derogan el Reglamento (CE) n.o 258/97 del Parlamento Europeo y del Consejo y el Reglamento (CE) n.oo1852/2001 de la 
Comisión (1), y en particular su artículo 12, 

Considerando lo siguiente: 

(1)  El Reglamento (UE) 2015/2283 establece que solamente los nuevos alimentos autorizados e incluidos en la lista 
de la Unión pueden comercializarse en la Unión. 

(2)  En virtud del artículo 8 del Reglamento (UE) 2015/2283, se adoptó el Reglamento de Ejecución (UE) 2017/2470 
de la Comisión (2), por el que se establece una lista de la Unión de nuevos alimentos autorizados. 

(3)  De conformidad con el artículo 12 del Reglamento (UE) 2015/2283, corresponde a la Comisión decidir sobre la 
autorización y la comercialización en la Unión de un nuevo alimento y sobre la actualización de la lista de la 
Unión. 

(4)  La Decisión 2009/752/CE de la Comisión (3) autorizó, de conformidad con el Reglamento (CE) n.o 258/97 del 
Parlamento Europeo y del Consejo (4), la comercialización del extracto lipídico de krill antártico (Euphausia 
superba) como nuevo ingrediente alimentario para ser utilizado en determinados alimentos y productos 
alimenticios. En dicha Decisión se fijó el nivel máximo de fosfolípidos en el 50 %. 

(5)  La Decisión de Ejecución (UE) 2016/598 de la Comisión (5) autorizó, de conformidad con el Reglamento (CE) 
n.o 258/97, la ampliación de los usos del extracto lipídico de krill antártico (Euphausia superba) como nuevo 
ingrediente alimentario para ser utilizado en complementos alimenticios. En dicha Decisión se fijó el nivel 
mínimo de fosfolípidos en el 35 %. 

(6)  El nuevo ingrediente alimentario «aceite de krill antártico de Euphasia superba rico en fosfolípidos» fue autorizado 
para su uso en determinadas categorías de alimentos por las autoridades competentes finlandesas (6). Se fijó el 
nivel mínimo de fosfolípidos en el 60 %. 

(7)  Las condiciones de uso tanto del «aceite de krill antártico de Euphasia superba» como del «aceite de krill antártico 
de Euphasia superba rico en fosfolípidos» son idénticas y se basan en las concentraciones máximas combinadas de 
ácido eicosapentaenoico y ácido docosahexaenoico. No obstante, ambos aceites difieren en el contenido 
fosfolípido, que se fijó en un intervalo del 35 % al 50 % para el «aceite de krill antártico de Euphasia superba» y en 
un mínimo del 60 % para el «aceite de krill antártico de Euphasia superba rico en fosfolípidos». Las autorizaciones 
actuales, por lo tanto, no cubren el intervalo de fosfolípidos entre el 50 % y el 60 % en el «aceite de krill antártico 
de Euphasia superba». 
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(1) DO L 327 de 11.12.2015, p. 1. 
(2) Reglamento de Ejecución (UE) 2017/2470 de la Comisión, de 20 de diciembre de 2017, por el que se establece la lista de la Unión de 

nuevos alimentos, de conformidad con el Reglamento (UE) 2015/2283 del Parlamento Europeo y del Consejo, relativo a los nuevos 
alimentos (DO L 351 de 30.12.2017, p. 72). 

(3) Decisión 2009/752/CE de la Comisión, de 12 de octubre de 2009, por la que se autoriza la comercialización de un extracto lipídico de 
krill antártico (Euphausia superba) como nuevo ingrediente alimentario, con arreglo al Reglamento (CE) n.o 258/97 del Parlamento 
Europeo y del Consejo (DO L 268 de 13.10.2009, p. 33). 

(4) Reglamento (CE) n.o 258/97 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 27 de enero de 1997, sobre nuevos alimentos y nuevos 
ingredientes alimentarios (DO L 43 de 14.2.1997, p. 1). 

(5) Decisión de Ejecución (UE) 2016/598 de la Comisión, de 14 de abril de 2016, por la que se autoriza la ampliación de los usos de un 
extracto lipídico de krill antártico (Euphausia superba) como nuevo ingrediente alimentario, con arreglo al Reglamento (CE) n.o 258/97 del 
Parlamento Europeo y del Consejo (DO L 103 de 19.4.2016, p. 34). 

(6) Carta de 13 de mayo de 2015 (https://ec.europa.eu/food/sites/food/files/safety/docs/novel-food_authorisation_2015_auth-letter_krill- 
oil_es.pdf). 

https://ec.europa.eu/food/sites/food/files/safety/docs/novel-food_authorisation_2015_auth-letter_krill-oil_es.pdf
https://ec.europa.eu/food/sites/food/files/safety/docs/novel-food_authorisation_2015_auth-letter_krill-oil_es.pdf


(8)  El 29 de agosto de 2018, la compañía Aker Biomarine A/S (en lo sucesivo, «el solicitante») presentó una solicitud 
a la Comisión para modificar las especificaciones del nuevo alimento «aceite de krill antártico de Euphasia superba» 
en el sentido del artículo 10, apartado 1, del Reglamento (UE) 2015/2283. El solicitante pidió aumentar el 
contenido fosfolípido máximo del 50 % a menos del 60 %, de manera que se cubriera dicho intervalo de concen­
tración fosfolípida no autorizado en la actualidad. 

(9)  La Comisión considera que no es necesario que la Autoridad Europea de Seguridad Alimentaria realice una 
evaluación en materia de seguridad para esta solicitud con arreglo al artículo 10, apartado 3, del Reglamento (UE) 
2015/2283, ya que, si se han evaluado ciertos niveles de un componente concreto de un nuevo alimento y se 
han considerado seguros, niveles inferiores del mismo componente serán también seguros. De conformidad con 
el Reglamento de Ejecución (UE) 2017/2470, las concentraciones máximas combinadas de ácido eicosapen­
taenoico y ácido docosahexaenoico son las mismas tanto para el «aceite de krill antártico de Euphasia superba» 
como para el «aceite de krill antártico de Euphasia superba rico en fosfolípidos». La modificación propuesta de los 
niveles de fosfolípidos en las especificaciones del «aceite de krill antártico de Euphasia superba» no altera las 
consideraciones en materia de seguridad que contribuyeron a su autorización y a la autorización del «aceite de 
krill antártico de Euphasia superba rico en fosfolípidos» y por las que se concluyó que tanto los niveles de 
fosfolípidos superiores al 60 % como los inferiores a dicha cifra son seguros. 

(10)  La modificación propuesta del contenido fosfolípido en las especificaciones eliminará la diferencia existente entre 
el «aceite de krill antártico de Euphasia superba» y el «aceite de krill antártico de Euphasia superba rico en 
fosfolípidos» en lo que al contenido fosfolípido se refiere. Por lo tanto, es conveniente modificar las especifica­
ciones del nuevo alimento «aceite de krill antártico de Euphasia superba» relativas al nivel propuesto de 
fosfolípidos. 

(11) La información facilitada en la solicitud aporta pruebas suficientes de que la modificación propuesta de las especi­
ficaciones del nuevo ingrediente alimentario «aceite de krill antártico de Euphasia superba» cumple con lo 
dispuesto en el artículo 12, apartado 2, del Reglamento (UE) 2015/2283. 

(12)  Procede, por tanto, modificar el Reglamento de Ejecución (UE) 2017/2470 en consecuencia. 

(13)  Las medidas previstas en el presente Reglamento se ajustan al dictamen del Comité Permanente de Vegetales, 
Animales, Alimentos y Piensos. 

HA ADOPTADO EL PRESENTE REGLAMENTO: 

Artículo 1 

En la lista de la Unión de nuevos alimentos autorizados contemplada en el artículo 8 del Reglamento (UE) 2015/2283, 
la entrada correspondiente al nuevo alimento «aceite de krill antártico de Euphasia superba» se modificará de conformidad 
con el anexo del presente Reglamento. 

Artículo 2 

El anexo del Reglamento de Ejecución (UE) 2017/2470 queda modificado de conformidad con el anexo del presente 
Reglamento. 

Artículo 3 

El presente Reglamento entrará en vigor a los veinte días de su publicación en el Diario Oficial de la Unión Europea. 

El presente Reglamento será obligatorio en todos sus elementos y directamente aplicable en 
cada Estado miembro. 

Hecho en Bruselas, el 24 de enero de 2019. 

Por la Comisión 

El Presidente 
Jean-Claude JUNCKER  
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ANEXO 

La entrada correspondiente al «aceite de krill antártico de Euphausia superba» del cuadro 2 (Especificaciones) del anexo del 
Reglamento de Ejecución (UE) 2017/2470 se sustituye por el texto siguiente: 

Nuevo alimento autorizado Especificaciones 

«Aceite de krill antártico 
de Euphausia superba 

Descripción/Definición: 
Para fabricar extracto lipídico de krill antártico (Euphausia superba) se somete el crustáceo 
ultracongelado triturado o la harina de krill seco a un proceso de extracción de lípidos con 
un disolvente de extracción autorizado (en virtud de la Directiva 2009/32/CE). Sus proteí­
nas y demás componentes se separan del extracto lipídico por filtración. Los disolventes de 
extracción y el agua residual se retiran por evaporación. 

Índice de saponificación: ≤ 230 mg KOH/g 

Índice de peróxidos (PV): ≤ 3 meq O 2/kg de aceite 

Estabilidad oxidativa: todos los productos alimenticios que contengan aceite de krill antár­
tico de Euphausia superba deben demostrar su estabilidad oxidativa mediante una metodolo­
gía de análisis adecuada y reconocida nacional e internacionalmente (por ejemplo, por la 
AOAC). 

Humedad y materia volátil: ≤ 3 % o 0,6 expresado como actividad de agua a 25 °C 

Fosfolípidos: ≥ 35 % to < 60 % 

Ácidos grasos trans: ≤ 1 % 

EPA (ácido eicosapentaenoico): ≥ 9 % 

DHA (ácido docosahexaenoico): ≥ 5 %»   
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REGLAMENTO DE EJECUCIÓN (UE) 2019/109 DE LA COMISIÓN 

de 24 de enero de 2019 

por el que se autoriza una ampliación del uso del aceite deSchizochytrium sp. como nuevo alimento 
con arreglo al Reglamento (UE) 2015/2283 del Parlamento Europeo y del Consejo, y se modifica el 

Reglamento de Ejecución (UE) 2017/2470 

(Texto pertinente a efectos del EEE) 

LA COMISIÓN EUROPEA, 

Visto el Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea, 

Visto el Reglamento (UE) 2015/2283 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 25 de noviembre de 2015, relativo a los 
nuevos alimentos, por el que se modifica el Reglamento (UE) n.o 1169/2011 del Parlamento Europeo y del Consejo y se 
derogan el Reglamento (CE) n.o 258/97 del Parlamento Europeo y del Consejo y el Reglamento (CE) n.o 1852/2001 de la 
Comisión (1), y en particular su artículo 12, 

Considerando lo siguiente: 

(1)  El Reglamento (UE) 2015/2283 establece que solamente los nuevos alimentos autorizados e incluidos en la lista 
de la Unión pueden comercializarse en la Unión. 

(2)  En virtud del artículo 8 del Reglamento (UE) 2015/2283, se adoptó el Reglamento de Ejecución (UE) 2017/2470 
de la Comisión (2), por el que se establece una lista de la Unión de nuevos alimentos. 

(3)  De conformidad con el artículo 12 del Reglamento (UE) 2015/2283, corresponde a la Comisión decidir sobre la 
autorización y la comercialización en la Unión de un nuevo alimento y actualizar la lista de la Unión. 

(4)  La Decisión de Ejecución 2014/463/UE de la Comisión (3) autorizó, de conformidad con el Reglamento (CE) 
n.o 258/97 del Parlamento Europeo y del Consejo (4), la comercialización de aceite de la microalga Schizochytrium 
sp. como nuevo alimento para ser utilizado en una serie de alimentos. 

(5)  El Reglamento de Ejecución (UE) 2018/1032 de la Comisión (5) amplió la autorización del aceite procedente de la 
microalga Schizochytrium sp. (cepa T18), calificado como nuevo alimento en virtud del Reglamento (UE) 
2015/2283, a los purés de frutas y de verduras. 

(6)  El 10 de septiembre de 2018, con arreglo a lo dispuesto en el artículo 10, apartado 1, del Reglamento (UE) 
2015/2283, la empresa DSM Nutritional Products Europe presentó una solicitud a la Comisión para modificar las 
condiciones de uso del nuevo alimento aceite de Schizochytrium sp.. En ella se solicitaba ampliar el uso del aceite 
de Schizochytrium sp. a los purés de frutas y de verduras. 

(7)  La ampliación propuesta del uso del nuevo alimento no modifica las consideraciones en materia de seguridad que 
posibilitaron la autorización del aceite de Schizochytrium sp. (cepa T18) en virtud del Reglamento de Ejecución 
(UE) 2018/1032, ni plantea ningún problema de seguridad. A la luz de estas consideraciones, la ampliación 
propuesta del uso es conforme con el artículo 12, apartado 1, del Reglamento (UE) 2015/2283. 

(8)  La Comisión no solicitó un dictamen de la Autoridad Europea de Seguridad Alimentaria de conformidad con el 
artículo 10, apartado 3, del Reglamento (UE) 2015/2283, ya que la ampliación del uso del aceite de Schizochytrium 
sp. y la consiguiente actualización de la lista de la Unión no pueden tener repercusión en la salud humana. 

(9)  Las medidas previstas en el presente Reglamento se ajustan al dictamen del Comité Permanente de Vegetales, 
Animales, Alimentos y Piensos. 
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HA ADOPTADO EL PRESENTE REGLAMENTO: 

Artículo 1 

1. En la lista de la Unión de nuevos alimentos autorizados, prevista en el Reglamento de Ejecución (UE) 2017/2470, 
la entrada correspondiente a la sustancia aceite de Schizochytrium sp. queda modificada con arreglo a lo dispuesto en el 
anexo del presente Reglamento. 

2. La entrada de la lista de la Unión a que se hace referencia en el apartado 1 incluirá las condiciones de uso y los 
requisitos de etiquetado establecidos en el anexo del presente Reglamento. 

Artículo 2 

El anexo del Reglamento de Ejecución (UE) 2017/2470 queda modificado de conformidad con el anexo del presente 
Reglamento. 

Artículo 3 

El presente Reglamento entrará en vigor a los veinte días de su publicación en el Diario Oficial de la Unión Europea. 

El presente Reglamento será obligatorio en todos sus elementos y directamente aplicable en 
cada Estado miembro. 

Hecho en Bruselas, el 24 de enero de 2019. 

Por la Comisión 

El Presidente 
Jean-Claude JUNCKER  
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ANEXO 

La entrada del cuadro 1 (Nuevos alimentos autorizados) correspondiente a «Aceite de Schizochytrium sp.» del anexo del Reglamento de Ejecución (UE) 2017/2470 se sustituye por el texto 
siguiente: 

Nuevo alimento autorizado Condiciones en las que puede utilizarse el nuevo alimento Requisitos específicos de etiquetado adicionales Otros requisitos 

«Aceite de 
Schizochytrium sp. 

Categoría específica de alimentos Contenido máximo de DHA La denominación del nuevo alimento en el 
etiquetado de los productos alimenticios que 
lo contengan será “aceite de la microalga 
Schizochytrium sp.”».  

Productos lácteos, excepto bebidas a base de 
leche 

200 mg/100 g o, en el caso de productos del 
queso, 600 mg/100 g 

Similares a los lácteos, excepto bebidas 200 mg/100 g o, en el caso de productos 
análogos al queso, 600 mg/100 g 

Grasas para untar y aliños para ensaladas 600 mg/100 g 

Cereales para el desayuno 500 mg/100 g 

Complementos alimenticios, tal como se defi­
nen en la Directiva 2002/46/CE 

250 mg DHA/día para la población general 

450 mg DHA/día para las mujeres embara­
zadas y lactantes 

Sustitutivos de la dieta completa para el con­
trol del peso, tal como se definen en el Regla­
mento (UE) n.o 609/2013 y sustitutivos de 
una comida para el control del peso 

250 mg/comida 

Bebidas a base de leche y productos similares 
destinados a niños de corta edad 

200 mg/100 g 

Alimentos elaborados a base de cereales y ali­
mentos infantiles para lactantes y niños de 
corta edad, tal como se definen en el Regla­
mento (UE) n.o 609/2013 

Alimentos adaptados a un intenso desgaste 
muscular, sobre todo para los deportistas 

Alimentos que incluyen declaraciones sobre 
la ausencia o la presencia reducida de gluten, 
conforme a los requisitos del Reglamento de 
Ejecución (UE) n.o 828/2014 de la Comisión. 
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Nuevo alimento autorizado Condiciones en las que puede utilizarse el nuevo alimento Requisitos específicos de etiquetado adicionales Otros requisitos  

Categoría específica de alimentos Contenido máximo de DHA   

Alimentos destinados a usos médicos especia­
les, tal como se definen en el Reglamento 
(UE) n.o 609/2013 

Conforme a las necesidades nutricionales par­
ticulares de las personas a las que están desti­
nados los productos 

Productos de panadería (panes, panecillos y 
galletas dulces) 

200 mg/100 g 

Barritas de cereales 500 mg/100 g 

Grasas culinarias 360 mg/100 g 

Bebidas no alcohólicas (incluidos los análo­
gos lácteos y las bebidas a base de leche) 

80 mg/100 ml 

Purés de frutas y de verduras 100 mg/100 g  
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REGLAMENTO DE EJECUCIÓN (UE) 2019/110 DE LA COMISIÓN 

de 24 de enero de 2019 

por el que se autoriza una ampliación de los usos del aceite de semilla de Allanblackia como nuevo 
alimento con arreglo al Reglamento (UE) 2015/2283 del Parlamento Europeo y del Consejo y se 

modifica el Reglamento de Ejecución (UE) 2017/2470 de la Comisión 

(Texto pertinente a efectos del EEE) 

LA COMISIÓN EUROPEA, 

Visto el Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea, 

Visto el Reglamento (UE) 2015/2283 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 25 de noviembre de 2015, relativo a los 
nuevos alimentos, por el que se modifica el Reglamento (UE) n.o 1169/2011 del Parlamento Europeo y del Consejo y se 
derogan el Reglamento (CE) n.o 258/97 del Parlamento Europeo y del Consejo y el Reglamento (CE) n.o 1852/2001 de la 
Comisión (1), y en particular su artículo 12, 

Considerando lo siguiente: 

(1)  El Reglamento (UE) 2015/2283 establece que solo los nuevos alimentos autorizados e incluidos en la lista de la 
Unión pueden comercializarse en la Unión. 

(2)  Con arreglo al artículo 8 del Reglamento (UE) 2015/2283, se adoptó el Reglamento de Ejecución (UE) 
2017/2470 de la Comisión (2), por el que se establece la lista de la Unión de nuevos alimentos. 

(3)  De conformidad con el artículo 12 del Reglamento (UE) 2015/2283, la Comisión debe presentar un proyecto de 
acto de ejecución por el que se autorice la comercialización en la Unión de un nuevo alimento y se actualice la 
lista de la Unión. 

(4)  Mediante la Decisión 2008/559/CE de la Comisión (3), se autorizó, de conformidad con el Reglamento (CE) 
n.o 258/97 del Parlamento Europeo y del Consejo (4) y a raíz del dictamen de la Autoridad Europea de Seguridad 
Alimentaria («la Autoridad») (5), la comercialización de aceite de semilla de Allanblackia como nuevo alimento 
destinado a ser utilizado en grasas amarillas para untar y pastas para untar a base de nata. 

(5)  El 22 de septiembre de 2014, la empresa Unilever NV/Unilever PLC solicitó a las autoridades competentes de los 
Países Bajos, de conformidad con el artículo 4 del Reglamento (CE) n.o 258/97, la ampliación del uso y los niveles 
de uso del aceite de semilla de Allanblackia. Se solicitaba ampliar el uso de aceite de semilla de Allanblackia a una 
categoría de alimentos suplementaria, a saber, mezclas de aceites vegetales y leche, y aumentar los niveles 
máximos de uso de este producto en lo relativo a categorías de alimentos ya autorizadas por la Decisión 
2008/559/CE. Asimismo, en la solicitud se pedía modificar las especificaciones del aceite de semilla de 
Allanblackia, concretamente en cuanto a: simplificar la indicación de pequeñas cantidades de ácidos grasos 
saturados [ácido láurico, mirístico y palmítico reflejados mediante un parámetro combinado (C12:0 – C14:0 – 
C16:0)]; omitir la indicación de pequeñas cantidades (por debajo del 1 %) de ácido palmitoleico y araquídico y la 
inclusión de ácidos grasos poliinsaturados (AGPI); omitir la indicación del índice de yodo; aumentar los límites 
máximos relativos a ácidos grasos trans (de ≤ 0,5 % a ≤ 1 %); aumentar los límites máximos relativos al índice de 
peróxidos (de ≤ 0,8 a ≤ 1,0 meq/kg); y aumentar los límites máximos relativos a materia no saponificable (de 
≤ 0,1 % a ≤ 1 %). La Autoridad no ve ningún problema de seguridad con relación a las modificaciones 
propuestas de los parámetros de las especificaciones. 

(6)  El 13 de diciembre de 2017, la autoridad competente de los Países Bajos emitió su informe de evaluación inicial. 
En dicho informe, llegó a la conclusión de que la ampliación de los usos y los niveles máximos de uso del aceite 
de semilla de Allanblackia propuestos, así como la modificación de las especificaciones de este producto, cumplían 
con los criterios aplicables a los nuevos alimentos establecidos en el artículo 3, apartado 1, del Reglamento (CE) 
n.o 258/97. 
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(7) De conformidad con el artículo 35, apartado 1, del Reglamento (UE) 2015/2283, toda solicitud de comerciali­
zación en la Unión de un nuevo alimento presentada a un Estado miembro de conformidad con el artículo 4 del 
Reglamento (CE) n.o 258/97, y sobre la que no se haya adoptado una decisión final antes del 1 de enero de 2018, 
debe tratarse como una solicitud con arreglo al Reglamento (UE) 2015/2283. 

(8)  Aunque la solicitud de la ampliación de uso del aceite de semilla de Allanblackia se presentó a un Estado miembro 
de conformidad con el artículo 4 del Reglamento (CE) n.o 258/97, también cumple los requisitos establecidos en 
el Reglamento (UE) 2015/2283. 

(9)  De conformidad con el artículo 10, apartado 3, del Reglamento (UE) 2015/2283, la Comisión consultó a la 
Autoridad el 25 de abril de 2018 y le pidió que proporcionase un dictamen científico derivado de la evaluación 
del aceite de semilla de Allanblackia como nuevo alimento. 

(10)  El 27 de junio de 2018, la Autoridad adoptó el dictamen científico sobre la seguridad del aceite de semilla de 
Allanblackia para usos ampliados en mezclas de aceites vegetales y leche y en grasas amarillas para untar y pastas 
para untar a base de nata de hasta el 30 % (p/p) (6), tal como pidió el solicitante. Este dictamen se ajusta a los 
requisitos establecidos en el artículo 11 del Reglamento (UE) 2015/2283. Las mezclas de aceites vegetales y leche 
entran en la categoría de alimentos: sucedáneos de productos lácteos, incluidos los blanqueadores de bebidas. 

(11)  El dictamen de la Autoridad proporciona motivos suficientes para establecer que el aceite de semilla de 
Allanblackia, con las especificaciones modificadas en lo referente a los usos y niveles de usos propuestos, está en 
consonancia con el artículo 12, apartado 1, del Reglamento (UE) 2015/2283. 

(12)  Las medidas previstas en el presente Reglamento se ajustan al dictamen del Comité Permanente de Vegetales, 
Animales, Alimentos y Piensos. 

HA ADOPTADO EL PRESENTE REGLAMENTO: 

Artículo 1 

1. En la lista de la Unión de nuevos alimentos autorizados establecida en el Reglamento de Ejecución (UE) 
2017/2470, la entrada correspondiente a la sustancia aceite de semilla de Allanblackia se modificará con arreglo a lo 
dispuesto en el anexo del presente Reglamento. 

2. La entrada de la lista de la Unión a que se hace referencia en el apartado 1 incluirá las condiciones de uso y los 
requisitos de etiquetado establecidos en el anexo del presente Reglamento. 

Artículo 2 

El anexo del Reglamento de Ejecución (UE) 2017/2470 se modifica de conformidad con el anexo del presente 
Reglamento. 

Artículo 3 

El presente Reglamento entrará en vigor a los veinte días de su publicación en el Diario Oficial de la Unión Europea. 

El presente Reglamento será obligatorio en todos sus elementos y directamente aplicable en 
cada Estado miembro. 

Hecho en Bruselas, el 24 de enero de 2019. 

Por la Comisión 

El Presidente 
Jean-Claude JUNCKER  
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ANEXO 

El anexo del Reglamento de Ejecución (UE) 2017/2470 se modifica como sigue:  

1) En el cuadro 1 (Nuevos alimentos autorizados), la entrada correspondiente al «aceite de semilla de Allanblackia» se sustituye por el texto siguiente: 

Nuevos alimentos auto­
rizados Condiciones en las que puede utilizarse el nuevo alimento Requisitos específicos de etiquetado adicionales Otros requisitos 

«Aceite de semilla 
de Allanblackia 

Categoría específica de alimentos Contenido máximo La denominación del nuevo alimento en el etique­
tado de los productos alimenticios que lo contengan 
será “aceite de semilla de Allanblackia”»  Grasas amarillas para untar y pastas para untar 

a base de nata 
30 g/100 g 

Mezclas de aceites vegetales (*) y leche (que entren 
en la categoría de alimentos: sucedáneos de produc­
tos lácteos, incluidos los blanqueadores de bebidas) 

30 g/100 g 

(*)  Excepto aceites de oliva y aceites de orujo de oliva como se define en la parte VIII del 
anexo VII del Reglamento (UE) n.o 1308/2013.   

2) En el cuadro 2 (Especificaciones), la entrada correspondiente al «aceite de semilla de Allanblackia» se sustituye por el texto siguiente: 

Nuevos alimentos auto­
rizados Especificaciones 

«Aceite de semilla 
de Allanblackia 

Descripción/Definición: 
El aceite de semilla de Allanblackia se obtiene a partir de semillas de las siguientes especies de Allanblackia: A. floribunda (sinónimo de A. parviflora) y A. stuhl­
mannii. 

Composición de ácidos grasos (como % del total de ácidos grasos): 
Ácido láurico-ácido mirístico-ácido palmítico (C12:0 – C14:0 – C16:0). Suma de estos ácidos < 4,0 % 

Ácido esteárico (C18:0): 45-58 % 

Ácido oleico (C18:1): 40-51 % 

Ácidos grasos poliinsaturados (AGPI): < 2 % 

Características: 
Ácidos grasos libres: máx. 0,1 % de ácidos grasos totales 

Ácidos grasos trans: máx. 1,0 % de ácidos grasos totales 

Índice de peróxidos: máx. 1,0 meq/kg 

Materia no saponificable: máx. 1,0 % (p/p) del aceite 

Índice de saponificación: 185-198 mg KOH/g»   
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REGLAMENTO DE EJECUCIÓN (UE) 2019/111 DE LA COMISIÓN 

de 24 de enero de 2019 

relativo a la autorización del extracto de lúpulo (Humulus lupulus L., f los) como aditivo en la 
alimentación de lechones destetados, cerdos de engorde y especies porcinas menores destetadas y 

de engorde 

(Texto pertinente a efectos del EEE) 

LA COMISIÓN EUROPEA, 

Visto el Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea, 

Visto el Reglamento (CE) n.o 1831/2003 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 22 de septiembre de 2003, sobre los 
aditivos en la alimentación animal, y en particular su artículo 9, apartado 2 (1), 

Considerando lo siguiente: 

(1)  El Reglamento (CE) n.o 1831/2003 regula la autorización de aditivos para su uso en la alimentación animal. 

(2)  De conformidad con el artículo 7 del Reglamento (CE) n.o 1831/2003, se presentó una solicitud de autorización 
del extracto de lúpulo (Humulus lupulus L., flos) como aditivo en piensos para todas las especies animales. La 
solicitud iba acompañada de la información y la documentación exigidas en el artículo 7, apartado 3, de dicho 
Reglamento. El solicitante pidió que el aditivo se clasificara en la categoría de «aditivos organolépticos». 

(3)  En su dictamen de 3 de octubre de 2018 (2), la Autoridad Europea de Seguridad Alimentaria («la Autoridad») 
concluyó que, en las condiciones de uso propuestas, el extracto de lúpulo (Humulus lupulus L., flos) no tiene 
ningún efecto adverso para la salud animal, la salud humana ni el medio ambiente. La Autoridad llegó a la 
conclusión de que el estudio de tolerancia realizado con lechones destetados demuestra que el aditivo es seguro 
para la dosis propuesta de 50 mg/kg de pienso completo y que puede extrapolarse a los cerdos de engorde y a las 
especies porcinas menores destetadas y de engorde. Procede, por tanto, autorizar el extracto de lúpulo como 
aditivo en piensos únicamente para esas especies y categorías. Asimismo, la Autoridad resolvió que, dado que el 
lúpulo cosechado y su extracto son aromatizantes alimenticios universalmente reconocidos y que su función en 
los piensos sería esencialmente la misma que en los alimentos, no era necesaria ninguna otra demostración de 
eficacia. Por tanto, esta conclusión puede extrapolarse a los piensos. 

(4)  La Autoridad señaló además que el aditivo es un sensibilizante cutáneo y respiratorio potencial para los usuarios 
y contiene diversos compuestos de los que se sabe que causan reacciones alérgicas en personas sensibles. Por 
consiguiente, deben adoptarse medidas de protección adecuadas. 

(5) La Autoridad no consideró que fuesen necesarios requisitos específicos de seguimiento posterior a la comerciali­
zación. Asimismo, la Autoridad verificó el informe sobre el método de análisis del aditivo en piensos presentado 
por el laboratorio de referencia establecido por el Reglamento (CE) n.o 1831/2003. 

(6)  La evaluación de dicho aditivo muestra que se cumplen las condiciones de autorización establecidas en el artículo 
5 del Reglamento (CE) n.o 1831/2003. En consecuencia, debe autorizarse el uso de este aditivo según se 
especifica en el anexo del presente Reglamento. 

(7)  Teniendo en cuenta el nivel de uso propuesto por el solicitante, la Autoridad consideró que el nivel máximo de 
uso propuesto es seguro. A los efectos de los controles oficiales a lo largo de la cadena alimentaria, deberá 
indicarse en la etiqueta del aditivo para piensos el contenido máximo recomendado de la sustancia activa y la 
incorporación a los piensos debe hacerse a través de premezclas. 

(8)  El hecho de que el uso de las sustancias en cuestión no esté autorizado en el agua para beber no debe impedir su 
uso en piensos compuestos que se administran con agua. 

(9)  Las medidas previstas en el presente Reglamento se ajustan al dictamen del Comité Permanente de Vegetales, 
Animales, Alimentos y Piensos. 
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HA ADOPTADO EL PRESENTE REGLAMENTO: 

Artículo 1 

Autorización 

Se autoriza como aditivo para piensos en la alimentación animal la sustancia especificada en el anexo, perteneciente a la 
categoría de «aditivos organolépticos» y al grupo funcional de «aromatizantes», en las condiciones establecidas en dicho 
anexo. 

Artículo 2 

Entrada en vigor 

El presente Reglamento entrará en vigor a los veinte días de su publicación en el Diario Oficial de la Unión Europea. 

El presente Reglamento será obligatorio en todos sus elementos y directamente aplicable en 
cada Estado miembro. 

Hecho en Bruselas, el 24 de enero de 2019. 

Por la Comisión 

El Presidente 
Jean-Claude JUNCKER  
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ANEXO 

Número de 
identifica­
ción del 
aditivo 

Nombre 
del titular 
de la auto­

rización 

Aditivo Composición, fórmula química, descrip­
ción y método analítico 

Especie o categoría 
de animales 

Edad 
máxima 

Contenido 
mínimo 

Contenido 
máximo 

Otras disposiciones 
Fin del 

período de 
autorización mg/kg de pienso completo 

con un contenido de 
humedad del 12 % 

Categoría: aditivos organolépticos. Grupo funcional: compuestos aromatizantes 

2b233 — Extracto de 
lúpulo 
(estróbilo) 
rico en 
ácidos beta 

Composición del aditivo 

Preparado de extracto de Humulus 
lupulus L., flos con dióxido de car­
bono supercrítico, tratado con hi­
dróxido de potasio para formar sa­
les de potasio de ácidos beta y 
disuelto en propilenglicol. 

Las especificaciones del aditivo son 
las siguientes: 

—  Ácidos beta: 40 ± 1,5 % 

—  Ácidos alfa: 0,4 ± 0,3 % 

—  Aceites de lúpulo: 1,5 ± 0,3 % 

—  Propilenglicol: 20 ± 15 % 

—  Humedad < 8 % 

—  Cenizas: 10 ± 2 % 

—  Otras resinas: 25 ± 8 % 

—  8-Prenilnaringenino < 500 mg/ 
kg 

—  Xanthohumol < 500 mg/kg 

—  2-Metil-2-buten-2-ol 
< 10 mg/kg  

— Lechones 
destetados y 
cerdos de 
engorde 

— Especies 
porcinas 
menores 
destetadas y 
para engorde 

— — — 1.  El aditivo se incorporará al 
pienso en forma de pre­
mezcla. 

2.  En las instrucciones de uso 
del aditivo y las premezclas 
deberán indicarse las condi­
ciones de almacenamiento y 
la estabilidad al tratamiento 
térmico. 

3.  En la etiqueta del aditivo y 
las premezclas deberá indi­
carse lo siguiente: 

«Contenido máximo reco­
mendado del aditivo en el 
pienso completo con un con­
tenido de humedad del 12 %: 
50 mg/kg».  

14 de fe­
brero de 

2029 
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Número de 
identifica­
ción del 
aditivo 

Nombre 
del titular 
de la auto­

rización 

Aditivo Composición, fórmula química, descrip­
ción y método analítico 

Especie o categoría 
de animales 

Edad 
máxima 

Contenido 
mínimo 

Contenido 
máximo 

Otras disposiciones 
Fin del 

período de 
autorización mg/kg de pienso completo 

con un contenido de 
humedad del 12 % 

Caracterización de la sustancia activa 

Flores de Humulus lupulus L., flos 
(estróbilos) granuladas y sometidas 
a una nueva extracción supercrítica 
con dióxido de carbono 

Forma líquido-viscosa 

Número CAS: 8060-28-4 

N.o CDE: 233 

Método analítico (1) 

Para la cuantificación de los ácidos 
beta del lúpulo en el aditivo para 
alimentación animal: 

—  cromatografía de líquidos de 
alta resolución de fase inversa 
con detección de UV (HPLC-UV) 
— método 7.7 de ensayo inter­
laboratorios validado de la Con­
vención Cervecera Europea (Eu­
ropean Brewery Convention, EBC) 

4.  Los explotadores de empresas 
de piensos establecerán pro­
cedimientos operativos y me­
didas organizativas para los 
usuarios del aditivo y las pre­
mezclas con el fin de abordar 
los posibles riesgos por inha­
lación y por contacto dér­
mico u ocular. Si tales riesgos 
no pueden eliminarse o redu­
cirse al mínimo mediante 
tales procedimientos y medi­
das, el aditivo y las premezc­
las se utilizarán con un 
equipo de protección indivi­
dual que incluya protección 
respiratoria, gafas de seguri­
dad y guantes. 

(1)  Puede hallarse información detallada sobre los métodos analíticos en la siguiente dirección del laboratorio de referencia: https://ec.europa.eu/jrc/en/eurl/feed-additives/evaluation-reports   
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REGLAMENTO DE EJECUCIÓN (UE) 2019/112 DE LA COMISIÓN 

de 24 de enero de 2019 

relativo al precio mínimo de venta de la leche desnatada en polvo para la trigésima primera 
licitación parcial en el marco del procedimiento de licitación abierto por el Reglamento de 

Ejecución (UE) 2016/2080 

LA COMISIÓN EUROPEA, 

Visto el Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea, 

Visto el Reglamento (UE) n.o 1308/2013 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 17 de diciembre de 2013, por el que 
se crea la organización común de mercados de los productos agrarios y por el que se derogan los Reglamentos (CEE) 
n.o 922/72, (CEE) n.o 234/79, (CE) n.o 1037/2001 y (CE) n.o 1234/2007 (1), 

Visto el Reglamento de Ejecución (UE) 2016/1240 de la Comisión, de 18 de mayo de 2016, por el que se establecen 
disposiciones de aplicación del Reglamento (UE) n.o 1308/2013 del Parlamento Europeo y del Consejo en lo que atañe 
a la intervención pública y a la ayuda para el almacenamiento privado (2), y en particular su artículo 32, 

Considerando lo siguiente: 

(1)  El Reglamento de Ejecución (UE) 2016/2080 de la Comisión (3) ha abierto la venta de leche desnatada en polvo 
mediante procedimiento de licitación. 

(2)  A la luz de las ofertas recibidas para la trigésima primera licitación parcial, procede fijar un precio mínimo de 
venta. 

(3)  Las medidas previstas en el presente Reglamento se ajustan al dictamen del Comité de la Organización Común de 
Mercados Agrarios. 

HA ADOPTADO EL PRESENTE REGLAMENTO: 

Artículo 1 

Para la trigésima primera licitación parcial para la venta de leche desnatada en polvo en el marco del procedimiento de 
licitación abierto por el Reglamento de Ejecución (UE) 2016/2080, cuyo plazo de presentación de ofertas terminó el 
22 de enero de 2019, el precio mínimo de venta será de 158,50 EUR/100 kg. 

Artículo 2 

El presente Reglamento entrará en vigor el día de su publicación en el Diario Oficial de la Unión Europea. 

El presente Reglamento será obligatorio en todos sus elementos y directamente aplicable en 
cada Estado miembro. 

Hecho en Bruselas, el 24 de enero de 2019. 

Por la Comisión, 

en nombre del Presidente, 
Jerzy PLEWA 

Director General 

Dirección General de Agricultura y Desarrollo Rural  
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(1) DO L 347 de 20.12.2013, p. 671. 
(2) DO L 206 de 30.7.2016, p. 71. 
(3) Reglamento de Ejecución (UE) 2016/2080 de la Comisión, de 25 de noviembre de 2016, por el que se abre la venta de leche desnatada en 

polvo mediante procedimiento de licitación (DO L 321 de 29.11.2016, p. 45). 



REGLAMENTO (UE) 2019/113 DEL BANCO CENTRAL EUROPEO 

de 7 de diciembre de 2018 

por el que se modifica el Reglamento (UE) n.o 1333/2014 relativo a las estadísticas de los mercados 
monetarios (BCE/2018/33) 

EL CONSEJO DE GOBIERNO DEL BANCO CENTRAL EUROPEO, 

Visto el Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea, 

Vistos los Estatutos del Sistema Europeo de Bancos Centrales y del Banco Central Europeo, en particular el artículo 5, 

Visto el Reglamento (CE) n.o 2533/98 del Consejo, de 23 de noviembre de 1998, sobre la obtención de información 
estadística por el Banco Central Europeo (1), en particular el artículo 5, apartado 1, y el artículo 6, apartado 4, 

Consultada la Comisión Europea, 

Considerando lo siguiente: 

(1)  El Reglamento (UE) n.o 1333/2014 del Banco Central Europeo (BCE/2014/48) (2) exige a los agentes 
informadores que presenten datos estadísticos que permitan al Sistema Europeo de Bancos Centrales (SEBC), en el 
cumplimiento de sus funciones, producir estadísticas sobre el mercado monetario del euro. 

(2)  Para garantizar la disponibilidad de estadísticas de gran calidad sobre el mercado monetario del euro, es preciso 
modificar ciertas disposiciones del Reglamento (UE) n.o 1333/2014 (BCE/2014/48). Importa especialmente 
garantizar que cada agente informador informe al Banco Central Europeo (BCE), o al banco central nacional 
(BCN) pertinente, de todas las operaciones que haya efectuado con instituciones financieras (salvo los bancos 
centrales para operaciones sin fines de inversión), con administraciones públicas y con ciertas sociedades no 
financieras. Además, es preciso velar por que la recopilación de datos se beneficie del uso obligatorio ampliado 
del identificador de persona jurídica (LEI) en la presentación de información en la Unión. 

(3)  Dada la importancia de garantizar la disponibilidad de estadísticas puntuales sobre el mercado monetario del 
euro, es preciso también armonizar y reforzar las obligaciones de los agentes informadores de presentar 
puntualmente la información a los BCN o al BCE. 

(4)  Debe velarse por que los agentes informadores recopilen, elaboren y presenten la información estadística 
preservando su integridad. Es importante subrayar en particular que la información estadística que reciban los 
BCN o el BCE debe ser imparcial, esto es, una representación neutral de las operaciones constatables efectuadas 
en condiciones de igualdad por el agente informador, además de objetiva y fiable, de manera que se ajuste a los 
principios generales del Compromiso público del SEBC en relación con las Estadísticas Europeas (3). Asimismo, 
los agentes informadores deben garantizar que todo error de la información estadística presentada se corrija y 
comunique lo antes posible al BCE y al BCN pertinente. 

(5)  La aplicación de estas disposiciones garantizará que el SEBC se dota de una información estadística del mercado 
monetario del euro más puntual, completa, detallada, armonizada y fiable, que permitirá analizar más en 
profundidad el mecanismo de transmisión de la política monetaria. Además, los datos recopilados podrán 
utilizarse para crear y administrar un tipo de interés de depósito a un día del euro. 

(6)  Debe modificarse en consecuencia el Reglamento (UE) n.o 1333/2014 (BCE/2014/48). 
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(1) DO L 318 de 27.11.1998, p. 8. 
(2) Reglamento (UE) n.o 1333/2014 del Banco Central Europeo, de 26 de noviembre de 2014, relativo a las estadísticas de los mercados 

monetarios (BCE/2014/48) (DO L 359 de 16.12.2014, p. 97). 
(3) Disponible en la dirección del BCE en internet, www.ecb.europa.eu 

http://www.ecb.europa.eu


HA ADOPTADO EL PRESENTE REGLAMENTO: 

Artículo 1 

Modificaciones 

El Reglamento (UE) n.o 1333/2014 (BCE/2014/48) se modifica como sigue:  

1) El artículo 1 se modifica como sigue: 

a)  se inserta el siguiente punto 5 bis: 

«5 bis)  “instituciones financieras”, las unidades institucionales dotadas de personalidad jurídica que son 
productores de mercado y cuya actividad principal es la producción de servicios financieros, según el 
sistema europeo de cuentas revisado (SEC 2010) establecido por el Reglamento (UE) n.o 549/2013 del 
Parlamento Europeo y del Consejo (*);  

(*) Reglamento (UE) n.o 549/2013 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 21 de mayo de 2013, relativo al 
Sistema Europeo de Cuentas Nacionales y Regionales de la Unión Europea (DO L 174 de 26.6.2013, p. 1)»; 

b)  se suprimen los puntos 3 a 5; 

c)  el punto 9 se sustituye por el siguiente:  

«9) “estadísticas de los mercados monetarios”, estadísticas relativas a las operaciones con instrumentos del 
mercado monetario garantizadas, no garantizadas y efectuadas con derivados financieros, concluidas en el 
período de referencia pertinente entre los agentes informadores e instituciones financieras (salvo los bancos 
centrales si la operación se efectúa sin fines de inversión), administraciones públicas, o ciertas sociedades no 
financieras clasificadas como mayoristas según el marco del coeficiente de cobertura de liquidez Basilea III, y 
excluidas las operaciones intragrupo»; 

d)  el punto 14 se sustituye por el siguiente:  

«14) “población informadora de referencia”, las IFM residentes en la zona del euro, excepto los bancos centrales y 
los FMM, que reciban depósitos denominados en euros o emitan cualquier otro instrumento de deuda 
u otorguen préstamos denominados en euros de los enumerados en los anexos I, II o III, de/a otras institu­
ciones financieras, administraciones públicas o sociedades no financieras»; 

e)  se inserta el siguiente punto 20 bis: 

«20 bis)  “entidad de crédito”, lo mismo que en el artículo 4, apartado 1, punto 1, del Reglamento (UE) 
n.o 575/2013 del Parlamento Europeo y del Consejo (*);  

(*) Reglamento (UE) n.o 575/2013 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 26 de junio de 2013, sobre los 
requisitos prudenciales de las entidades de crédito y las empresas de inversión, y por el que se modifica el 
Reglamento (UE) n.o 648/2012 (DO L 176 de 27.6.2013, p. 1).»; 

f)  el punto 25 se sustituye por el siguiente:  

«25) “swap sobre índices a un día”, un swap de tipos de interés en el que el tipo de interés variable es igual a la 
media geométrica de un tipo de interés a un día (o índice a un día) durante un período determinado. El pago 
final se calculará como la diferencia entre el tipo de interés fijo y el tipo de interés compuesto a un día 
registrado durante la vida del swap sobre índices a un día aplicado al importe nominal de la operación».  

2) El artículo 3 se modifica como sigue: 

a)  el apartado 1 se sustituye por el siguiente: 

«1. A efectos de la producción periódica de estadísticas de los mercados monetarios, los agentes informadores 
presentarán al BCN del Estado miembro en el que residan, con carácter consolidado, incluso respecto de todas sus 
sucursales de la Unión y la AELC, información estadística diaria relativa a los instrumentos del mercado 
monetario. La información estadística exigida se especifica en los anexos I, II y III. Los agentes informadores la 
presentarán según las normas mínimas de transmisión, exactitud, conformidad conceptual, revisión e integridad 
de la información establecidas en el anexo IV. El BCN transmitirá la información estadística que reciba de los 
agentes informadores al BCE de conformidad con el artículo 4, apartado 2, del presente Reglamento»; 
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b)  el apartado 2 se sustituye por el siguiente: 

«2. Los BCN establecerán e implementarán los procedimientos de presentación de información que deban 
seguir los agentes informadores en relación con los instrumentos del mercado monetario. Estos procedimientos de 
presentación de información garantizarán la presentación de la información estadística exigida y permitirán 
comprobar fielmente el cumplimiento de las normas mínimas establecidas en el anexo IV»; 

c)  el apartado 5 se sustituye por el siguiente: 

«5. Los BCN establecerán e implementarán los procedimientos de presentación de información aplicables a los 
agentes informadores adicionales de acuerdo con sus exigencias nacionales de presentación de información 
estadística. Los BCN velarán por que los procedimientos nacionales de presentación de información exijan a los 
agentes informadores adicionales el cumplimiento de requisitos equivalentes a los establecidos en los artículos 6 
a 8, artículo 10, apartado 3, artículo 11 y artículo 12, del presente Reglamento. Los BCN velarán por que dichos 
procedimientos permitan obtener la información estadística exigida y comprobar fielmente el cumplimiento de las 
normas mínimas establecidas en el anexo IV»;  

3) El artículo 4 se modifica como sigue: 

a)  el apartado 1 se sustituye por el siguiente: 

«1. En el caso de que un BCN decida en virtud del artículo 3, apartado 3, que los agentes informadores 
presenten la información estadística especificada en los anexos I, II y III directamente al BCE, los agentes 
informadores transmitirán dicha información al BCE una vez al día entre las 18:00 horas de la fecha de 
contratación y las 7:00 horas, hora central europea (*), del primer día de liquidación en TARGET2 después de la 
fecha de contratación.  

(*) La hora central europea tiene en cuenta el cambio a la hora central europea de verano»; 

b)  el apartado 2 se sustituye por el siguiente: 

«2. En cualquier caso distinto del mencionado en el apartado 1, los BCN transmitirán diariamente la 
información estadística de los mercados monetarios a que se refieren los anexos I, II y III recibida de los agentes 
informadores seleccionados en virtud del artículo 2, apartados 2, 3 y 4, o de los agentes informadores adicionales 
seleccionados en virtud del artículo 2, apartado 6, al BCE, una vez al día, antes de las 7:00 horas, hora central 
europea, del primer día de liquidación en TARGET2 después de la fecha de contratación»; 

c)  se añade el siguiente apartado 5: 

«5. Al evaluar si un agente informador ha cumplido las obligaciones del presente artículo, la infracción de 
cualquiera de las normas mínimas de transmisión establecidas en el anexo IV, apartado 1, incisos i) y ii), se 
considerará incumplimiento del mismo tipo de obligación de presentación de información a efectos de determinar 
el incumplimiento en el marco de incumplimiento estadístico del BCE».  

4) Se suprime el artículo 5.  

5) El anexo I del Reglamento (UE) n.o 1333/2014 (BCE/2014/48) se sustituye por el texto del anexo I del presente 
Reglamento.  

6) El anexo II del Reglamento (UE) n.o 1333/2014 (BCE/2014/48) se sustituye por el texto del anexo II del presente 
Reglamento.  

7) El anexo III del Reglamento (UE) n.o 1333/2014 (BCE/2014/48) se sustituye por el texto del anexo III del presente 
Reglamento.  

8) El anexo IV del Reglamento (UE) n.o 1333/2014 (BCE/2014/48) se sustituye por el texto del anexo IV del presente 
Reglamento. 

Artículo 2 

Disposiciones finales 

El presente Reglamento entrará en vigor el vigésimo día siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Unión 
Europea, 

y será de aplicación a partir del 15 de marzo de 2019. 

25.1.2019 L 23/21 Diario Oficial de la Unión Europea ES    



El presente Reglamento será obligatorio en todos sus elementos y directamente aplicable en 
los Estados miembros de conformidad con los Tratados. 

Hecho en Fráncfort del Meno, el 7 de diciembre de 2018. 

Por el Consejo de Gobierno del BCE 

El Presidente del BCE 
Mario DRAGHI  
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ANEXO I 

«ANEXO I 

Sistema de presentación de información de las estadísticas de los mercados monetarios relativas 
a operaciones garantizadas 

PARTE 1 

TIPO DE INSTRUMENTOS 

Los agentes informadores presentarán al Banco Central Europeo (BCE) o al banco central nacional (BCN) pertinente 
información de todos los acuerdos de recompra y operaciones realizadas en virtud de los mismos, incluidas las 
compraventas con pacto de recompra con un tercer agente, que estén denominadas en euros y tengan un plazo de 
vencimiento de hasta un año (definidas como operaciones con una fecha de vencimiento de un máximo de 397 días 
después de la fecha de liquidación), que concluyan con instituciones financieras (salvo los bancos centrales si la 
operación se efectúa sin fines de inversión), administraciones públicas, o sociedades no financieras clasificadas como 
mayoristas según el marco del coeficiente de cobertura de liquidez Basilea III. Se excluyen las operaciones intragrupo. 

PARTE 2 

TIPO DE DATOS 

1.  Tipo de datos basados en operaciones (*) que deben presentarse por cada operación: 

Campo Descripción de los datos 
Opción alternativa de presentación de 

información (en su caso) y otras cualifica­
ciones 

Reported transaction status (Es­
tado de la operación presen­
tada) 

Este atributo especifica si la operación es 
nueva, o una modificación, cancelación 
o corrección de una operación presen­
tada anteriormente.  

Novation status (Estado de no­
vación) 

Este atributo especifica si la operación es 
una novación.  

Unique transaction identifier 
(Identificador único de la opera­
ción) 

Código único que permite identificar una 
operación en el segmento del mercado 
correspondiente. 

Este dato debe presentarse si está dis­
ponible. 

Proprietary transaction identifi­
cation (Identificación de opera­
ción propia) 

Identificador único interno que utiliza el 
agente informador para cada operación. 
La identificación de operación propia es 
única para cada operación presentada 
por segmento del mercado monetario y 
agente informador.  

Related proprietary transaction 
identification (Identificación de 
operación propia conexa) 

Identificador único interno que utiliza el 
agente informador para la operación ini­
cial posteriormente novada. 

Este dato debe presentarse si procede. 

Counterparty proprietary tran­
saction identification (Identifica­
ción de operación propia de en­
tidad de contrapartida) 

Identificación de operación propia que la 
entidad de contrapartida del agente infor­
mador asigna a la misma operación. 

Este dato debe presentarse si está dis­
ponible. 
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Campo Descripción de los datos 
Opción alternativa de presentación de 

información (en su caso) y otras cualifica­
ciones 

Counterparty identification 
(Identificación de entidad de 
contrapartida) 

Código de identificación utilizado para 
reconocer a la entidad de contrapartida 
del agente informador para la operación 
presentada. 

Debe usarse el identificador de la per­
sona jurídica (LEI) siempre que la enti­
dad de contrapartida lo tenga asig­
nado. En caso contrario, debe 
presentarse el sector y la ubicación de 
la entidad de contrapartida. 

Counterparty sector (Sector de 
la entidad de contrapartida) 

Sector institucional de la entidad de con­
trapartida. 

Dato obligatorio si no se presenta la 
identificación de la entidad de contra­
partida. 

Counterparty location (Ubica­
ción de la entidad de contrapar­
tida) 

Código de país de la Organización Inter­
nacional de Normalización (ISO) para el 
país en el que esté constituida la entidad 
de contrapartida. 

Dato obligatorio si no se presenta la 
identificación de la entidad de contra­
partida. 

Tri-party agent identification 
(Identificación de tercer agente) 

Identificador de entidad de contrapartida 
del tercer agente. 

Este dato debe presentarse para las 
operaciones con tercer agente. 
Debe usarse el LEI siempre que el 
agente lo tenga asignado. 

Reporting date (Fecha de pre­
sentación de la información) 

Fecha de inicio y final y hora del período 
al que se refieren los datos de la opera­
ción archivados.  

Electronic time stamp (Marca 
horaria electrónica) 

Hora a la que se concluye o anota la ope­
ración.  

Trade date (Fecha de contra­
tación) 

Fecha en la que las partes concluyen la 
operación financiera.  

Settlement date (Fecha de liqui­
dación) 

Fecha en la que el efectivo se intercambia 
inicialmente por el activo conforme a lo 
acordado contractualmente. 

En el caso de renovación de operacio­
nes de recompra abiertas, esta es la fe­
cha en la que se liquida la renovación, 
incluso aunque no tenga lugar un in­
tercambio de efectivo. 

Maturity date (Fecha de venci­
miento) 

Fecha de recompra, esto es, la fecha en la 
que el efectivo debe devolverse o recibirse 
a cambio del activo aportado o recibido 
en garantía.  

Transaction type (Tipo de ope­
ración) 

Este atributo especifica si la operación se 
efectúa para tomar prestado o prestar 
efectivo.  

Transaction nominal amount 
(Valor nominal de la operación) 

Importe en euros recibido o prestado ini­
cialmente.  

Rate type (Clase de tipo de inte­
rés) 

Indica si el instrumento tiene interés fijo 
o variable.  

Deal rate (Tipo de interés de la 
operación) 

Tipo de interés expresado de conformi­
dad con la convención del mercado mo­
netario ACT/360 con el que se concluyó 
el acuerdo de recompra y con el que 
debe remunerarse el préstamo de efec­
tivo. 

Este dato solo debe presentarse para 
instrumentos de tipo de interés fijo. 
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Campo Descripción de los datos 
Opción alternativa de presentación de 

información (en su caso) y otras cualifica­
ciones 

Reference rate index (Índice del 
tipo de referencia) 

Número Internacional de Identificación 
de Valores (ISIN) del tipo de referencia 
subyacente en función del cual se calcu­
lan los pagos periódicos de intereses. 

Este dato solo debe presentarse para 
instrumentos de tipo de interés varia­
ble. 

Basis point spread (Diferencial 
de puntos básicos) 

Número de puntos básicos añadidos (en 
caso de ser positivos) o sustraídos (en 
caso de ser negativos) del tipo de referen­
cia subyacente para calcular el tipo de in­
terés efectivo aplicable durante un pe­
ríodo determinado a la emisión del 
instrumento de tipo de interés variable. 

Este dato solo debe presentarse para 
instrumentos de tipo de interés varia­
ble. 

Collateral ISIN (ISIN del activo 
de garantía) 

ISIN del activo aportado en garantía. La presentación de este dato es opcio­
nal para compraventas con pacto de 
recompra con un tercer agente no efec­
tuadas contra una cesta de valores para 
la que exista un ISIN genérico, o para 
tipos de activos de garantía para los 
que no se disponga de ISIN. 
Si no se presenta el ISIN del activo 
aportado en garantía, debe presentarse 
el tipo de activo de garantía, el sector 
de su emisor, y el conjunto de cober­
tura. 

Collateral pool (Conjunto de co­
bertura) 

Indica si el activo aportado en garantía 
es un conjunto de cobertura.  

Collateral type (Tipo de activo 
de garantía) 

Identifica la clase de activo aportado 
como garantía. 

Dato obligatorio si no se presenta el 
ISIN del activo de garantía. 

Collateral issuer sector (Sector 
del emisor del activo de garan­
tía) 

Sector institucional del emisor del activo 
de garantía. 

Dato obligatorio si no se presenta el 
ISIN del activo de garantía. 

Special collateral indicator (Indi­
cador del activo de garantía es­
pecífico) 

Identifica todos los acuerdos de recom­
pra efectuados con activos de garantía 
genéricos y con activos de garantía espe­
cíficos. 

El agente informador debe presentar 
este dato solo si le es posible. 

Collateral nominal amount (Va­
lor nominal del activo de garan­
tía) 

Valor nominal en euros de los activos 
aportados como garantía. 

Dato opcional para las compraventas 
con pacto de recompra con un tercer 
agente y cualquier otra operación en la 
que los activos aportados no se identi­
fiquen por el ISIN. 

Collateral haircut (Recorte de 
valoración del activo de garan­
tía) 

Medida de control de riesgos aplicada al 
activo de garantía subyacente por la cual 
el valor de dicho activo se calcula como 
su valor de mercado reducido en un de­
terminado porcentaje (recorte). 

La presentación de este dato es obliga­
toria para las operaciones con un 
único activo de garantía y opcional en 
los demás casos.   

2.  Umbral de importancia relativa: 

Solo deberán presentarse las operaciones con sociedades no financieras clasificadas como mayoristas de conformidad 
con el marco del coeficiente de cobertura de liquidez Basilea III (**).  

(*) Las normas de presentación de información electrónica y las especificaciones técnicas de los datos se establecen por 
separado y pueden consultarse en la dirección del BCE en internet, www.ecb.europa.eu. 

(**) Véase “Basilea III: El coeficiente de cobertura de liquidez y las herramientas de seguimiento del riesgo de liquidez”, 
Comité de Supervisión Bancaria de Basilea, enero de 2013, pp. 23 a 27, disponible en la dirección del Banco de 
Pagos Internacionales en internet, www.bis.org».  
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ANEXO II 

«ANEXO II 

Sistema de presentación de información de las estadísticas de los mercados monetarios relativas 
a operaciones no garantizadas 

PARTE 1 

TIPO DE INSTRUMENTOS 

1.  Los agentes informadores presentarán al Banco Central Europeo (BCE) o al banco central nacional (BCN) pertinente: 

a)  todos los préstamos que utilicen los instrumentos descritos en el cuadro siguiente que estén denominados en 
euros y tengan un vencimiento de hasta un año (definidos como operaciones con una fecha de vencimiento de un 
máximo de 397 días después de la fecha de liquidación), tomados de instituciones financieras (salvo los bancos 
centrales si la operación se efectúa sin fines de inversión), administraciones públicas, o sociedades no financieras 
clasificadas como mayoristas según el marco del coeficiente de cobertura de liquidez Basilea III; 

b)  todos los préstamos denominados en euros concedidos a otras entidades de crédito con un vencimiento de hasta 
un año (definidos como operaciones con una fecha de vencimiento de un máximo de 397 días desde la fecha de 
liquidación) a través de depósitos no garantizados o cuentas a la vista o a través de la adquisición de pagarés de 
empresa, certificados de depósito, bonos a tipo de interés variable y otros valores representativos de deuda de las 
entidades de crédito emisoras con una fecha de vencimiento de hasta un año. 

Las operaciones intragrupo quedarán excluidas a los efectos del presente apartado. 

2.  El cuadro siguiente ofrece una descripción detallada y normalizada de las categorías de instrumentos en operaciones 
respecto de las cuales los agentes informadores deben presentar información al BCE. En el caso de que los agentes 
informadores deban informar de las operaciones a sus BCN, el BCN pertinente deberá transponer a nivel nacional 
estas descripciones de categorías de instrumentos de conformidad con el presente Reglamento. 

Tipo de instrumento Descripción 

Deposits (Depósitos) Depósitos remunerados no garantizados (incluidas las cuentas a la vista pero ex­
cluidas las cuentas corrientes) que estén disponibles con preaviso o tengan un ven­
cimiento no superior a un año, es decir, de un máximo de 397 días desde la fecha 
de liquidación, y que hayan sido recibidos o colocados por el agente informador. 

Call accounts/Call money 
(Cuentas a la vista) 

Cuentas de efectivo con un tipo de interés aplicable que cambia diariamente y da 
lugar al pago o cómputo de intereses a intervalos regulares y de las cuales se pue­
den retirar fondos con preaviso. 

Cuenta de ahorro de la que se pueden retirar fondos con preaviso. 

Certificate of deposit (Certifi­
cado de depósito) 

Instrumento de renta fija negociable o no negociable emitido por una IFM que 
confiere al titular el derecho a un tipo de interés fijo específico durante un período 
fijo de tiempo de hasta un año, es decir, de un máximo de 397 días desde la fecha 
de liquidación, y que está remunerado o emitido al descuento. 

Commercial paper (Pagarés de 
empresa) 

Instrumento de deuda no garantizado emitido por una IFM que tiene un venci­
miento no superior a un año, es decir, de un máximo de 397 días desde la fecha 
de liquidación, y que está remunerado o emitido al descuento. 

Asset backed commercial paper 
(Pagarés de empresa respaldados 
por activos) 

Instrumento de deuda emitido por una IFM que tiene un vencimiento no superior 
a un año, es decir, de un máximo de 397 días desde la fecha de liquidación, que 
está remunerado o emitido al descuento, y que está respaldado por algún tipo de 
activo de garantía. 

Floating rate note (Bono a tipo 
de interés variable) 

Instrumento de deuda en el que los pagos de intereses periódicos se calculan en 
función del valor, es decir, fijando un tipo de referencia subyacente como el tipo 
de interés de oferta en el mercado interbancario del euro (Euríbor), en fechas pre­
definidas conocidas como fechas de fijación, y que tiene un vencimiento no supe­
rior a un año, es decir, de un máximo de 397 días desde la fecha de liquidación. 
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Tipo de instrumento Descripción 

Other short-term debt securities 
(Otros valores representativos 
de deuda a corto plazo) 

Valores no subordinados distintos de acciones con vencimiento de hasta un año, es 
decir, de un máximo de 397 días desde la fecha de liquidación, emitidos por los 
agentes informadores, que son instrumentos normalmente negociables y que se ne­
gocian en mercados secundarios o que pueden compensarse en el mercado y que 
no otorgan al titular derechos de propiedad sobre la entidad emisora. Esta partida 
incluye: 

a) valores que otorgan al titular un derecho incondicional a una renta fija o deter­
minada contractualmente en forma de pago de cupones o un importe fijo y de­
clarado en una fecha (o fechas) determinada(s) o que comienza a partir de una 
fecha establecida en el momento de la emisión; 

b)  instrumentos no negociables emitidos por los agentes informadores y que luego 
se transforman en negociables y se reclasifican como “valores representativos 
de deuda”.  

PARTE 2 

TIPO DE DATOS 

1.  Tipo de datos basados en operaciones (*) que deben presentarse por cada operación: 

Campo Descripción de los datos 
Opción alternativa de presentación de 

información (en su caso) y otras cualifica­
ciones 

Reported transaction status (Es­
tado de la operación presen­
tada) 

Este atributo especifica si la operación es 
nueva, o una modificación, cancelación 
o corrección de una operación presen­
tada anteriormente.  

Novation status (Estado de no­
vación) 

Este atributo especifica si la operación es 
una novación.  

Unique transaction identifier 
(Identificador único de la opera­
ción) 

Código único que permite identificar una 
operación en el segmento del mercado 
correspondiente. 

Este dato debe presentarse si está dis­
ponible. 

Proprietary transaction identifi­
cation (Identificación de opera­
ción propia) 

Identificador único interno que utiliza el 
agente informador para cada operación. 
La identificación de operación propia es 
única para cada operación presentada 
por segmento del mercado monetario y 
agente informador.  

Related proprietary transaction 
identification (Identificación co­
nexa de operación propia) 

Identificador único interno que utiliza el 
agente informador para la operación ini­
cial posteriormente novada. 

Este dato debe presentarse si procede. 

Counterparty proprietary tran­
saction identification (Identifica­
ción de entidad de contrapar­
tida de operación propia) 

Identificación de operación propia que la 
entidad de contrapartida del agente infor­
mador asigna a la misma operación. 

Este dato debe presentarse si está dis­
ponible. 
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Campo Descripción de los datos 
Opción alternativa de presentación de 

información (en su caso) y otras cualifica­
ciones 

Counterparty identification 
(Identificación de entidad de 
contrapartida) 

Código de identificación utilizado para 
reconocer a la entidad de contrapartida 
del agente informador para la operación 
presentada. 

Debe usarse el identificador de la per­
sona jurídica (LEI) siempre que la enti­
dad de contrapartida lo tenga asig­
nado. En caso contrario, debe 
presentarse el sector y la ubicación de 
la entidad de contrapartida. 

Counterparty sector (Sector de 
la entidad de contrapartida) 

Sector institucional de la entidad de con­
trapartida. 

Dato obligatorio si no se presenta la 
identificación de la entidad de contra­
partida. 

Counterparty location (Ubica­
ción de la entidad de contrapar­
tida) 

Código de país de la Organización Inter­
nacional de Normalización (ISO) para el 
país en el que esté constituida la entidad 
de contrapartida. 

Dato obligatorio si no se presenta la 
identificación de la entidad de contra­
partida. 

Reporting date (Fecha de pre­
sentación de la información) 

Fecha de inicio y final y hora del período 
al que se refieren los datos de la opera­
ción archivados.  

Electronic time stamp (Marca 
horaria electrónica) 

Hora a la que se concluye o anota la ope­
ración.  

Trade date (Fecha de contra­
tación) 

Fecha en la que las partes concluyen la 
operación financiera.  

Settlement date (Fecha de liqui­
dación) 

Fecha en la que el efectivo se intercambia 
por las entidades de contrapartida o en 
la que se liquida la adquisición o venta 
de un instrumento de deuda. 

En el caso de cuentas a la vista y otras 
cuentas de préstamos no garantizados 
disponibles con preaviso, la fecha en la 
que se renueve el depósito (es decir, en 
la que se habría pagado de no haber 
sido cancelado o no renovado). 

Maturity date (Fecha de venci­
miento) 

Fecha en la que el prestatario debe pagar 
el efectivo al prestamista o en la que 
vence el instrumento de deuda y debe de­
volverse.  

Instrument type (Tipo de instru­
mento) 

Instrumento a través del cual tiene lugar 
el préstamo.  

Transaction type (Tipo de ope­
ración) 

Este atributo especifica si la operación se 
efectúa para tomar prestado o prestar 
efectivo.  

Transaction nominal amount 
(Valor nominal de la operación) 

Efectivo en euros tomado o dado en 
préstamo en depósitos. En el caso de va­
lores representativos de deuda, es el valor 
nominal de los valores emitidos o adquiri­
dos.  

Transaction deal price (Precio 
de contratación de la operación) 

El precio bruto (es decir, incluido el inte­
rés devengado) al que se emite o negocia 
el valor, en puntos porcentuales. 

Dato igual a 100 para los depósitos no 
garantizados. 

Rate type (Clase de tipo de inte­
rés) 

Indica si el instrumento tiene interés fijo 
o variable.  
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Campo Descripción de los datos 
Opción alternativa de presentación de 

información (en su caso) y otras cualifica­
ciones 

Deal rate (Tipo de interés de la 
operación) 

Tipo de interés, expresado de conformi­
dad con la convención del mercado mo­
netario ACT/360, con el que se realizó el 
depósito y con el que se remunera el 
préstamo de efectivo. En el caso de ins­
trumentos de deuda, es el tipo de interés 
efectivo, expresado de acuerdo con la 
convención del mercado monetario ACT/ 
360, con el que se emitió o adquirió el 
instrumento. 

Este dato solo debe presentarse para 
instrumentos de tipo de interés fijo. 

Reference rate index (Índice del 
tipo de referencia) 

Número Internacional de Identificación 
de Valores (ISIN) del tipo de referencia 
subyacente en función del cual se calcu­
lan los pagos periódicos de intereses. 

Este dato solo debe presentarse para 
instrumentos de tipo de interés varia­
ble. 

Basis point spread (Diferencial 
de puntos básicos) 

Número de puntos básicos añadidos (en 
caso de ser positivos) o sustraídos (en 
caso de ser negativos) del tipo de referen­
cia subyacente para calcular el tipo de in­
terés efectivo aplicable durante un pe­
ríodo determinado a la emisión del 
instrumento de tipo de interés variable. 

Este dato solo debe presentarse para 
instrumentos de tipo de interés varia­
ble. 

Call or put (Opción de compra 
o de venta) 

Indica si el instrumento tiene una opción 
de compra o de venta. 

Este dato solo debe presentarse para 
instrumentos con opción de compra 
o de venta. 

First call/put date (Primera fecha 
de opción de compra o de 
venta) 

Primera fecha en la que pueden ejercerse 
las opciones de compra o de venta. 

Este dato solo debe presentarse para 
instrumentos con opción de compra 
o de venta en una o varias fechas 
preestablecidas. 

Call/put notice period (Plazo de 
preaviso de la opción de com­
pra o de venta) 

Número de días naturales que el titular/ 
emisor del instrumento debe dar al emi­
sor/titular del instrumento antes de ejer­
cer la opción de compra o de venta. 

Este dato solo debe presentarse para 
instrumentos/operaciones con opción 
de compra o de venta con plazo de 
preaviso y para depósitos disponibles 
con un plazo de preaviso acordado 
previamente.   

2.  Umbral de importancia relativa: 

Solo deberán presentarse las operaciones con sociedades no financieras clasificadas como mayoristas de conformidad 
con el marco del coeficiente de cobertura de liquidez Basilea III.  

(*) Las normas de presentación de información electrónica y las especificaciones técnicas de los datos se establecen por 
separado y pueden consultarse en la dirección del BCE en internet, www.ecb.europa.eu»  
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ANEXO III 

«ANEXO III 

Sistema de presentación de información de las estadísticas de los mercados monetarios relativas 
a operaciones de derivados 

PARTE 1 

TIPO DE INSTRUMENTOS 

Los agentes informadores presentarán al Banco Central Europeo (BCE) o al banco central nacional (BCN) pertinente: 

a)  las operaciones de swaps de divisas en las que se compren o vendan euros al contado a cambio de una moneda 
extranjera y se revendan o recompren en una fecha futura a un tipo de cambio a plazo predeterminado con un 
vencimiento de hasta un año (definidas como operaciones con una fecha de vencimiento de un máximo de 397 días 
después de la fecha de liquidación del tramo al contado de la operación de swap de divisas), concluidas con institu­
ciones financieras (salvo los bancos centrales si la operación se efectúa sin fines de inversión), administraciones 
públicas, o sociedades no financieras clasificadas como mayoristas según el marco del coeficiente de cobertura de 
liquidez Basilea III; 

b)  las operaciones de swap sobre índices a un día denominadas en euros concluidas con instituciones financieras (salvo 
los bancos centrales si la operación se efectúa sin fines de inversión), administraciones públicas, o sociedades no 
financieras clasificadas como mayoristas según el marco del coeficiente de cobertura de liquidez Basilea III. 

Las operaciones intragrupo quedarán excluidas a los efectos de la presente parte. 

PARTE 2 

TIPO DE DATOS 

1.  Tipo de datos basados en operaciones (*) para operaciones de swap de divisas que deben presentarse por cada 
operación: 

Campo Descripción de los datos 
Opción alternativa de presentación de 

información (en su caso) y otras cualifica­
ciones 

Reported transaction status (Es­
tado de la operación presen­
tada) 

Este atributo especifica si la operación es 
nueva, o una modificación, cancelación 
o corrección de una operación presen­
tada anteriormente.  

Novation status (Estado de no­
vación) 

Este atributo especifica si la operación es 
una novación.  

Unique transaction identifier 
(Identificador único de la opera­
ción) 

Código único que permite identificar una 
operación en el segmento del mercado 
correspondiente. 

Este dato debe presentarse si está dis­
ponible. 

Proprietary transaction identifi­
cation (Identificación de opera­
ción propia) 

Identificador único interno que utiliza el 
agente informador para cada operación. 
La identificación de operación propia es 
única para cada operación presentada 
por segmento del mercado monetario y 
agente informador.  

Related proprietary transaction 
identification (Identificación co­
nexa de operación propia) 

Identificador único interno que utiliza el 
agente informador para la operación ini­
cial posteriormente novada. 

Este dato debe presentarse si procede. 

Counterparty proprietary tran­
saction identification (Identifica­
ción de entidad de contrapar­
tida de operación propia) 

Identificación de operación propia que la 
entidad de contrapartida del agente infor­
mador asigna a la misma operación. 

Este dato debe presentarse si está dis­
ponible. 
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Campo Descripción de los datos 
Opción alternativa de presentación de 

información (en su caso) y otras cualifica­
ciones 

Counterparty identification 
(Identificación de entidad de 
contrapartida) 

Código de identificación utilizado para 
reconocer a la entidad de contrapartida 
del agente informador para la operación 
presentada. 

Debe usarse el identificador de la per­
sona jurídica (LEI) siempre que la enti­
dad de contrapartida lo tenga asig­
nado. En caso contrario, debe 
presentarse el sector y la ubicación de 
la entidad de contrapartida. 

Counterparty sector (Sector de 
la entidad de contrapartida) 

Sector institucional de la entidad de con­
trapartida. 

Dato obligatorio si no se presenta la 
identificación de la entidad de contra­
partida. 

Counterparty location (Ubica­
ción de la entidad de contrapar­
tida) 

Código de país de la Organización Inter­
nacional de Normalización (ISO) para el 
país en el que esté constituida la entidad 
de contrapartida. 

Dato obligatorio si no se presenta la 
identificación de la entidad de contra­
partida. 

Reporting date (Fecha de pre­
sentación de la información) 

Fecha de inicio y final y hora del período 
al que se refieren los datos de la opera­
ción archivados.  

Electronic time stamp (Marca 
horaria electrónica) 

Hora a la que se concluye o anota la ope­
ración.  

Trade date (Fecha de contra­
tación) 

Fecha en la que las partes concluyen la 
operación financiera presentada.  

Spot value date (Fecha valor al 
contado) 

Fecha en la que una parte vende a la otra 
un importe determinado de una divisa 
determinada a cambio del pago de un 
importe determinado de una divisa dife­
rente sobre la base de un tipo de cambio 
acordado conocido como tipo de cambio 
al contado.  

Maturity date (Fecha de venci­
miento) 

Fecha en la que expira la operación de 
swap de divisas y se recompra la moneda 
vendida en la fecha valor al contado.  

Foreign exchange transaction 
type (Tipo de operación de divi­
sas) 

Este atributo especifica si el importe en 
euros del que se ha informado en el im­
porte nominal de la operación se ha 
comprado o vendido en la fecha valor al 
contado. 
Debe referirse al tipo al contado en eu­
ros, es decir, a si se compran o venden 
en la fecha valor al contado.  

Transaction nominal amount 
(Valor nominal de la operación) 

Importe nominal en euros del swap de 
divisas.  

Foreign currency code (Código 
de divisa) 

Código ISO internacional de tres dígitos 
de la moneda comprada o vendida a cam­
bio de euros.  

Foreign exchange spot rate 
(Tipo de cambio al contado) 

Tipo de cambio entre el euro y la mo­
neda extranjera aplicable al primer tramo 
de la operación de swap de divisas.  
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Campo Descripción de los datos 
Opción alternativa de presentación de 

información (en su caso) y otras cualifica­
ciones 

Foreign exchange forward 
points (Puntos de cambio 
a plazo) 

Diferencia entre el tipo de cambio al con­
tado y el tipo de cambio a plazo expre­
sado en puntos básicos cotizados de con­
formidad con las convenciones de 
mercado vigentes para el par de mone­
das.    

2.  Tipo de datos basados en operaciones para operaciones de swap sobre índices a un día que deben presentarse por 
cada operación: 

Campo Descripción de los datos 
Opción alternativa de presentación de 

información (en su caso) y otras cualifica­
ciones 

Reported transaction status (Es­
tado de la operación presen­
tada) 

Este atributo especifica si la operación es 
nueva, o una modificación, cancelación 
o corrección de una operación presen­
tada anteriormente.  

Novation status (Estado de no­
vación) 

Este atributo especifica si la operación es 
una novación.  

Unique transaction identifier 
(Identificador único de la opera­
ción) 

Código único que permite identificar una 
operación en el segmento del mercado 
correspondiente. 

Este dato debe presentarse si está dis­
ponible. 

Proprietary transaction identifi­
cation (Identificación de opera­
ción propia) 

Identificador único interno que utiliza el 
agente informador para cada operación. 
La identificación de operación propia es 
única para cada operación presentada 
por segmento del mercado monetario y 
agente informador.  

Related proprietary transaction 
identification (Identificación co­
nexa de operación propia) 

Identificador único interno que utiliza el 
agente informador para la operación ini­
cial posteriormente novada. 

Este dato debe presentarse si procede. 

Counterparty proprietary tran­
saction identification (Identifica­
ción de entidad de contrapar­
tida de operación propia) 

Identificación de operación propia que la 
entidad de contrapartida del agente infor­
mador asigna a la misma operación. 

Este dato debe presentarse si está dis­
ponible. 

Counterparty identification 
(Identificación de entidad de 
contrapartida) 

Código de identificación utilizado para 
reconocer a la entidad de contrapartida 
del agente informador para la operación 
presentada. 

Debe usarse el identificador de la per­
sona jurídica (LEI) siempre que la enti­
dad de contrapartida lo tenga asig­
nado. En caso contrario, debe 
presentarse el sector y la ubicación de 
la entidad de contrapartida. 

Counterparty sector (Sector de 
la entidad de contrapartida) 

Sector institucional de la entidad de con­
trapartida. 

Dato obligatorio si no se presenta la 
identificación de la entidad de contra­
partida. 

Counterparty location (Ubica­
ción de la entidad de contrapar­
tida) 

Código de país ISO para el país en el que 
esté constituida la entidad de contrapar­
tida. 

Dato obligatorio si no se presenta la 
identificación de la entidad de contra­
partida. 

Reporting date (Fecha de pre­
sentación de la información) 

Fecha de inicio y final y hora del período 
al que se refieren los datos de la opera­
ción archivados.  
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Campo Descripción de los datos 
Opción alternativa de presentación de 

información (en su caso) y otras cualifica­
ciones 

Electronic time stamp (Marca 
horaria electrónica) 

Hora a la que se concluye o anota la ope­
ración. 

Opcional. 

Trade date (Fecha de contra­
tación) 

Fecha en la que las partes concluyen la 
operación financiera.  

Start date (Fecha de inicio) Fecha en la que se computa el tipo de in­
terés a un día del tramo variable.  

Maturity date (Fecha de venci­
miento) 

Última fecha del tramo sobre el que se 
calcula el tipo de interés compuesto a un 
día.  

Fixed interest rate (Tipo de inte­
rés fijo) 

Tipo de interés fijo que se utiliza en el 
cálculo del pago de los swaps sobre índi­
ces a un día.  

Transaction type (Tipo de ope­
ración) 

Este atributo especifica si el agente infor­
mador paga o recibe el tipo de interés 
fijo.  

Transaction nominal amount 
(Valor nominal de la operación) 

Importe nocional de los swaps sobre ín­
dices a un día.    

3.  Umbral de importancia relativa: 

Solo deberán presentarse las operaciones con sociedades no financieras clasificadas como mayoristas de conformidad 
con el marco del coeficiente de cobertura de liquidez Basilea III.  

(*) Las normas de presentación de información electrónica y las especificaciones técnicas de los datos se establecen por 
separado y pueden consultarse en la dirección del BCE en internet, www.ecb.europa.eu»  
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ANEXO IV 

«ANEXO IV 

Normas mínimas que debe aplicar la población informadora real 

Los agentes informadores deben aplicar las siguientes normas mínimas para cumplir las exigencias de información 
estadística del Banco Central Europeo (BCE). 

1.  Normas mínimas de transmisión: 

i)  la información debe presentarse puntualmente en los plazos establecidos por el BCE y el banco central nacional 
(BCN) pertinente; 

ii)  la información estadística debe ajustarse a la forma y al formato de las exigencias técnicas de presentación de 
información estipuladas por el BCE y el BCN pertinente; 

iii)  el agente informador debe facilitar al BCE y al BCN pertinente los datos de una o varias personas de contacto; 

iv)  deben respetarse las especificaciones técnicas para la transmisión de datos al BCE y al BCN pertinente. 

2.  Normas mínimas de exactitud: 

i)  la información estadística debe ser correcta; 

ii) los agentes informadores deben poder facilitar información sobre los hechos que se derivan de los datos propor­
cionados; 

iii)  la información estadística debe ser completa y no contener lagunas continuas ni estructurales; las lagunas 
existentes deben señalarse expresamente, explicarse al BCE y al BCN pertinente y, en su caso, completarse lo antes 
posible; 

iv)  los agentes informadores deben respetar las dimensiones, las instrucciones de redondeo y los decimales 
establecidos por el BCN pertinente para la transmisión técnica de datos. 

3.  Normas mínimas de conformidad conceptual: 

i)  la información estadística debe ajustarse a las definiciones y clasificaciones contenidas en el presente Reglamento; 

ii)  en caso de producirse desviaciones con respecto a dichas definiciones y clasificaciones, los agentes informadores 
deben supervisar periódicamente y cuantificar la diferencia entre la medida utilizada y la medida contemplada en 
el presente Reglamento; 

iii)  los agentes informadores deben poder explicar toda falta de datos en relación con las cifras de períodos 
anteriores. 

4.  Normas mínimas de revisión: 

Deben aplicarse la política y los procedimientos de revisión establecidos por el BCE y el BCN pertinente. Las 
revisiones extraordinarias deben ir acompañadas de notas explicativas. 

5.  Normas mínimas de integridad: 

i)  los agentes informadores deben elaborar y presentar la información estadística de manera imparcial y objetiva; 

ii)  los agentes informadores deben corregir y presentar al BCE y al BCN pertinente, lo antes posible, los errores de la 
información presentada.»  
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DIRECTIVAS 

DIRECTIVA DE EJECUCIÓN (UE) 2019/114 DE LA COMISIÓN 

de 24 de enero de 2019 

que modifica las Directivas 2003/90/CE y 2003/91/CE por las que se establecen disposiciones de 
aplicación a los fines del artículo 7 de la Directiva 2002/53/CE del Consejo y del artículo 7 de la 
Directiva 2002/55/CE del Consejo, respectivamente, en lo que concierne a los caracteres que los 
exámenes deben analizar como mínimo y las condiciones mínimas para examinar determinadas 

variedades de especies de plantas agrícolas y hortícolas 

(Texto pertinente a efectos del EEE) 

LA COMISIÓN EUROPEA, 

Visto el Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea, 

Vista la Directiva 2002/53/CE del Consejo, de 13 de junio de 2002, referente al catálogo común de las variedades de las 
especies de plantas agrícolas (1), y en particular su artículo 7, apartado 2, letras a) y b), 

Vista la Directiva 2002/55/CE del Consejo, de 13 de junio de 2002, referente a la comercialización de semillas de 
plantas hortícolas (2), y en particular su artículo 7, apartado 2, letras a) y b), 

Considerando lo siguiente: 

(1)  Las Directivas 2003/90/CE (3) y 2003/91/CE (4) de la Comisión se adoptaron con el objetivo de garantizar que las 
variedades que los Estados miembros incluyen en sus catálogos nacionales se ajustan a los protocolos de la 
Oficina Comunitaria de Variedades Vegetales (OCVV) por lo que respecta a los caracteres que los exámenes deben 
analizar como mínimo y las condiciones mínimas para examinar las variedades, siempre y cuando se hayan fijado 
dichos protocolos. Por lo que se refiere a las especies no cubiertas por los protocolos de la OCVV, las Directivas 
disponen que son aplicables las directrices de la Unión Internacional para la Protección de las Obtenciones 
Vegetales (UPOV). 

(2)  Desde la última modificación de las Directivas 2003/90/CE y 2003/91/CE por la Directiva de Ejecución (UE) 
2018/100 (5), la OCVV y la UPOV han establecido nuevos protocolos y directrices y han actualizado los que ya 
existían. 

(3)  Procede, por tanto, modificar las Directivas 2003/90/CE y 2003/91/CE en consecuencia. 

(4)  Las medidas previstas en la presente Directiva se ajustan al dictamen del Comité Permanente de Vegetales, 
Animales, Alimentos y Piensos. 

HA ADOPTADO LA PRESENTE DIRECTIVA: 

Artículo 1 

Los anexos I y II de la Directiva 2003/90/CE se sustituyen por el texto que figura en la parte A del anexo de la presente 
Directiva. 
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Artículo 2 

Los anexos de la Directiva 2003/91/CE se sustituyen por el texto que figura en la parte B del anexo de la presente 
Directiva. 

Artículo 3 

En lo referente a los exámenes iniciados antes del 1 de septiembre de 2019, los Estados miembros podrán aplicar el 
texto de las Directivas 2003/90/CE y 2003/91/CE que estaba en vigor antes de ser modificado por la presente Directiva. 

Artículo 4 

Los Estados miembros adoptarán y publicarán, a más tardar el 31 de agosto de 2019, las disposiciones legales, reglamen­
tarias y administrativas necesarias para dar cumplimiento a lo establecido en la presente Directiva. Comunicarán 
inmediatamente a la Comisión el texto de dichas disposiciones. 

Aplicarán tales disposiciones a partir del 1 de septiembre de 2019. 

Cuando los Estados miembros adopten dichas disposiciones, estas harán referencia a la presente Directiva o irán 
acompañadas de dicha referencia en su publicación oficial. Los Estados miembros establecerán las modalidades de la 
mencionada referencia. 

Artículo 5 

La presente Directiva entrará en vigor a los veinte días de su publicación en el Diario Oficial de la Unión Europea. 

Artículo 6 

Los destinatarios de la presente Directiva son los Estados miembros. 

Hecho en Bruselas, el 24 de enero de 2019. 

Por la Comisión 

El Presidente 
Jean-Claude JUNCKER  
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ANEXO 

PARTE A 

«ANEXO I 

Lista de especies contempladas en el artículo 1, apartado 2, letra a), que deben cumplir los 
protocolos técnicos de la OCVV (1) 

Nombre científico Nombre común Protocolo de la OCVV 

Festuca arundinacea Schreb. Festuca alta TP 39/1 de 1.10.2015. 

Festuca filiformis Pourr. Festuca ovina de hoja fina TP 67/1 de 23.6.2011. 

Festuca ovina L. Festuca ovina TP 67/1 de 23.6.2011. 

Festuca pratensis Huds. Festuca pratense TP 39/1 de 1.10.2015. 

Festuca rubra L. Festuca roja TP 67/1 de 23.6.2011. 

Festuca trachyphylla (Hack.) Krajina Festuca dura TP 67/1 de 23.6.2011. 

Lolium multiflorum Lam. Ballico de Italia TP 4/1 de 23.6.2011. 

Lolium perenne L. Ray-grass inglés TP 4/1 de 23.6.2011. 

Lolium × hybridum Hausskn. Ray-grass híbrido TP 4/1 de 23.6.2011. 

Pisum sativum L. (partim) Guisante forrajero TP 7/2 rev. 2 de 15.3.2017. 

Poa pratensis L. Poa de los prados TP 33/1 de 15.3.2017. 

Vicia sativa L. Veza común TP 32/1 de 19.4.2016. 

Brassica napus L. var. napobrassica (L.) 
Rchb. 

Nabo TP 89/1 de 11.3.2015. 

Raphanus sativus L. var. oleiformis Pers. Rábano oleaginoso TP 178/1 de 15.3.2017. 

Brassica napus L. (partim) Colza TP 36/2 de 16.11.2011. 

Cannabis sativa L. Cáñamo TP 276/1 rev. parcial de 
21.3.2018. 

Glycine max (L.) Merr. Habas de soja TP 80/1 de 15.3.2017. 

Gossypium spp. Algodón TP 88/1 de 19.4.2016. 

Helianthus annuus L. Girasol TP 81/1 de 31.10.2002. 

Linum usitatissimum L. Lino TP 57/2 de 19.3.2014. 

Sinapis alba L. Mostaza blanca TP 179/1 de 15.3.2017. 

Avena nuda L. Avena desnuda, avena descascarillada TP 20/2 de 1.10.2015. 

Avena sativa L. (incluye A. byzantina K. 
Koch) 

Avena y avena roja TP 20/2 de 1.10.2015. 

Hordeum vulgare L. Cebada TP 19/4 de 1.10.2015. 

Oryza sativa L. Arroz TP 16/3 de 1.10.2015. 

Secale cereale L. Centeno TP 58/1 de 31.10.2002. 

xTriticosecale Wittm. ex A. Camus Híbridos resultantes del cruce de una 
especie del género Triticum con una 
especie del género Secale 

TP 121/2 rev. 1 de 
16.2.2011. 

Triticum aestivum L. Trigo TP 3/4 rev. 2 de 16.2.2011. 

Triticum durum Desf. Trigo duro TP 120/3 de 19.3.2014. 

Zea mays L. (partim) Maíz TP 2/3 de 11.3.2010. 

Solanum tuberosum L. Patata TP 23/3 de 15.3.2017.   

(1)  El texto de estos protocolos puede consultarse en el sitio web de la OCVV (www.cpvo.europa.eu).   
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ANEXO II 

Lista de especies contempladas en el artículo 1, apartado 2, letra b), que deben cumplir las 
directrices de examen de la UPOV (1) 

Nombre científico Nombre común Directriz de la UPOV 

Beta vulgaris L. Remolacha forrajera TG/150/3 de 4.11.1994. 

Agrostis canina L. Agróstide de perro TG/30/6 de 12.10.1990. 

Agrostis gigantea Roth Agróstide blanca TG/30/6 de 12.10.1990. 

Agrostis stolonifera L. Agróstide estolonífera TG/30/6 de 12.10.1990. 

Agrostis capillaris L. Agróstide común TG/30/6 de 12.10.1990. 

Bromus catharticus Vahl Cebadilla TG/180/3 de 4.4.2001. 

Bromus sitchensis Trin. Bromo peludo de Alaska TG/180/3 de 4.4.2001. 

Dactylis glomerata L. Dáctilo TG/31/8 de 17.4.2002. 

xFestulolium Asch. et Graebn. Híbridos resultantes del cruce de una 
especie del género Festuca con una 
especie del género Lolium 

TG/243/1 de 9.4.2008. 

Phleum nodosum L. Fleo pequeño TG/34/6 de 7.11.1984. 

Phleum pratense L. Fleo de los prados TG/34/6 de 7.11.1984. 

Lotus corniculatus L. Loto de los prados TG 193/1 de 9.4.2008. 

Lupinus albus L. Altramuz blanco TG/66/4 de 31.3.2004. 

Lupinus angustifolius L. Altramuz azul TG/66/4 de 31.3.2004. 

Lupinus luteus L. Altramuz amarillo TG/66/4 de 31.3.2004. 

Medicago doliata Carmign. Mielga espinosa TG 228/1 de 5.4.2006. 

Medicago italica (Mill.) Fiori Medicago italica TG 228/1 de 5.4.2006. 

Medicago littoralis Rohde ex Loisel. Medicago littoralis TG 228/1 de 5.4.2006. 

Medicago lupulina L. Alfalfa lupinina TG 228/1 de 5.4.2006. 

Medicago murex Willd. Medicago murex TG 228/1 de 5.4.2006. 

Medicago polymorpha L. Carretón de amores; trébol de carretilla TG 228/1 de 5.4.2006. 

Medicago rugosa Desr. Medicago rugosa TG 228/1 de 5.4.2006. 

Medicago sativa L. Alfalfa; mielga TG/6/5 de 6.4.2005. 

Medicago scutellata (L.) Mill. Medicago scutellata TG 228/1 de 5.4.2006. 

Medicago truncatula Gaertn. Mielga truncada TG 228/1 de 5.4.2006. 

Medicago × varia T. Martyn Alfalfa de arena TG/6/5 de 6.4.2005. 

Trifolium pratense L. Trébol violeta TG/5/7 de 4.4.2001. 

Trifolium repens L. Trébol blanco TG/38/7 de 9.4.2003. 

Vicia faba L. Haba común TG/8/6 de 17.4.2002. 

Phacelia tanacetifolia Benth. Facelia tanacetifolia TG/319/1 de 5.4.2017. 

Arachis hypogaea L. Cacahuetes TG/93/4 de 9.4.2014. 

Brassica rapa L. var. silvestris (Lam.) Briggs Nabina TG/185/3 de 17.4.2002. 

Carthamus tinctorius L. Azafrán TG/134/3 de 12.10.1990. 

Papaver somniferum L. Adormidera TG/166/4 de 9.4.2014. 

Sorghum bicolor (L.) Moench Sorgo TG/122/4 de 25.3.2015. 
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Sorghum sudanense (Piper) Stapf. Pasto del Sudán TG 122/4 de 25.3.2015. 

Sorghum bicolor (L.) Moench × Sorghum 
sudanense (Piper) Stapf 

Híbridos resultantes del cruce entre 
Sorghum bicolor y Sorghum sudanense 

TG 122/4 de 25.3.2015.   

(1)  El texto de estos protocolos puede consultarse en el sitio web de la OCVV (www.cpvo.europa.eu).»   

PARTE B 

«ANEXO I 

Lista de especies contempladas en el artículo 1, apartado 2, letra a), que deben cumplir los 
protocolos técnicos de la OCVV (1) 

Nombre científico Nombre común Protocolo de la OCVV 

Allium cepa L. (grupo cepa) Cebolla TP 46/2 de 1.4.2009. 

Allium cepa L. (grupo Aggregatum) Chalota TP 46/2 de 1.4.2009. 

Allium fistulosum L. Cebolleta TP 161/1 de 11.3.2010. 

Allium porrum L. Puerros TP 85/2 de 1.4.2009. 

Allium sativum L. Ajos TP 162/1 de 25.3.2004. 

Allium schoenoprasum L. Cebolletas TP 198/2 de 11.3.2015. 

Apium graveolens L. Apio TP 82/1 de 13.3.2008. 

Apium graveolens L. Apionabos TP 74/1 de 13.3.2008. 

Asparagus officinalis L. Espárragos TP 130/2 de 16.2.2011. 

Beta vulgaris L. Remolacha de mesa TP 60/1 de 1.4.2009. 

Beta vulgaris L. Acelga TP 106/1 de 11.3.2015. 

Brassica oleracea L. Col forrajera o berza TP 90/1 de 16.2.2011. 

Brassica oleracea L. Coliflores TP 45/2 rev. 2 de 
21.3.2018. 

Brassica oleracea L. Brécol o brócoli TP 151/2 rev. de 
15.3.2017. 

Brassica oleracea L. Coles de Bruselas TP 54/2 rev. de 15.3.2017. 

Brassica oleracea L. Colirrábanos TP 65/1 rev. de 15.3.2017. 

Brassica oleracea L. Col de Milán, repollo y lombarda TP 48/3 rev. de 15.3.2017. 

Brassica rapa L. Col de China TP 105/1 de 13.3.2008. 

Capsicum annuum L. Chile o pimiento TP 76/2 rev. de 15.3.2017. 

Cichorium endivia L. Escarola y endibia TP 118/3 de 19.3.2014. 

Cichorium intybus L. Achicoria industrial TP 172/2 de 1.12.2005. 

Cichorium intybus L. Achicoria común o italiana TP 154/1 de 21.3.2018. 

Cichorium intybus L. Achicoria silvestre TP 173/2 de 21.3.2018. 

Citrullus lanatus (Thunb.) Matsum. et 
Nakai 

Sandía TP 142/2 de 19.3.2014. 

Cucumis melo L. Melón TP 104/2 de 21.3.2007. 

Cucumis sativus L. Pepino y pepinillo TP 61/2 rev. de 21.3.2018. 

Cucurbita maxima Duchesne Calabaza TP 155/1 de 11.3.2015. 

Cucurbita pepo L. Calabacín TP 119/1 rev. de 
19.3.2014. 
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Cynara cardunculus L. Alcachofa y cardo TP 184/2 de 27.2.2013. 

Daucus carota L. Zanahoria de mesa y zanahoria 
forrajera 

TP 49/3 de 13.3.2008. 

Foeniculum vulgare Mill. Hinojo TP 183/1 de 25.3.2004. 

Lactuca sativa L. Lechuga TP 13/6 de 21.3.2018. 

Solanum lycopersicum L. Tomate TP 44/4 rev. 3 de 
21.3.2018. 

Petroselinum crispum (Mill.) Nyman ex A. 
W. Hill 

Perejil TP 136/1 de 21.3.2007. 

Phaseolus coccineus L. Judía escarlata TP 9/1 de 21.3.2007. 

Phaseolus vulgaris L. Judía de mata baja y judía de enrame TP 12/4 de 27.2.2013. 

Pisum sativum L. (partim) Guisante de grano rugoso, guisante de 
grano liso redondo y guisante 
cometodo 

TP 7/2 rev. 2 de 15.3.2017. 

Raphanus sativus L. Rábano o rabanito y rábano de 
invierno o rábano negro 

TP 64/2 rev. de 11.3.2015. 

Rheum rhabarbarum L Ruibarbos TP 62/1 de 19.4.2016. 

Scorzonera hispanica L. Escorzonera o salsifí negro TP 116/1 de 11.3.2015. 

Solanum melongena L. Berenjena TP 117/1 de 13.3.2008. 

Spinacia oleracea L. Espinaca TP 55/5 rev. 2 de 
15.3.2017. 

Valerianella locusta (L.) Laterr. Canónigo o hierba de los canónigos TP 75/2 de 21.3.2007. 

Vicia faba L. (partim) Haba TP Broadbean/1 de 
25.3.2004. 

Zea mays L. (partim) Maíz dulce y maíz para palomitas TP 2/3 de 11.3.2010. 

Solanum habrochaites S. Knapp et D.M. 
Spooner; Solanum lycopersicum L. × 
Solanum habrochaites S. Knapp et D.M. 
Spooner; Solanum lycopersicum L. × 
Solanum peruvianum (L.) Mill.; Solanum 
lycopersicum L. × Solanum cheesmaniae (L. 
Ridley) Fosberg; Solanum pimpinellifolium 
L. × Solanum habrochaites S. Knapp et D. 
M. Spooner 

Portainjertos de tomate TP 294/1 rev. 3 de 
21.3.2018. 

Cucurbita maxima Duchesne × Cucurbita 
moschata Duchesne 

Híbridos interespecíficos de Cucurbita 
maxima Duchesne × Cucurbita moschata 
Duchesne destinados a ser utilizados 
como portainjertos 

TP 311/1 de 15.3.2017.   

(1)  El texto de estos protocolos puede consultarse en el sitio web de la OCVV (www.cpvo.europa.eu).   

ANEXO II 

Lista de especies contempladas en el artículo 1, apartado 2, letra b), que deben cumplir las 
directrices de examen de la UPOV (1) 

Nombre científico Nombre común Directriz de la UPOV 

Brassica rapa L. Nabo TG/37/10 de 4.4.2001.   

(1)  El texto de estas directrices puede consultarse en el sitio web de la UPOV (www.upov.int).»  
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DECISIONES 

DECISIÓN (UE) 2019/115 DE LA COMISIÓN 

de 10 de julio de 2018 

sobre la ayuda estatal SA.37977 (2016/C) (ex 2016/NN) ejecutada por España en favor de la 
Sociedad Estatal de Correos y Telégrafos, S. A. 

[notificada con el número C(2018) 4233] 

(El texto en lengua española es el único auténtico) 

(Texto pertinente a efectos del EEE) 

LA COMISIÓN EUROPEA, 

Visto el Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea, y en particular su artículo 108, apartado 2, párrafo primero, 

Visto el Acuerdo sobre el Espacio Económico Europeo, y en particular su artículo 62, apartado 1, letra a), 

Después de haber emplazado a los interesados para que presentaran sus observaciones de conformidad con el citado 
artículo (1), y teniendo en cuenta dichas observaciones, 

Considerando lo siguiente: 

1. PROCEDIMIENTO 

(1)  El 9 de diciembre de 2013 y el 10 de abril de 2014, la Comisión recibió dos denuncias anónimas contra el 
Estado español en relación con la presunta concesión de ayudas ilegales e incompatibles a la Sociedad Estatal 
Correos y Telégrafos SA (en lo sucesivo, «Correos»). Ambas denuncias planteaban las siguientes cuestiones en 
relación con Correos: i) la supuesta compensación excesiva concedida a Correos por el desempeño de la OSU 
desde 1998; ii) las exenciones tributarias supuestamente incompatibles otorgadas a Correos; y iii) el supuesto 
impago por Correos de las cotizaciones a la Seguridad Social de sus funcionarios. 

(2)  El 14 de febrero de 2014, el 26 de febrero de 2014 y el 15 de julio de 2014, la Comisión remitió la versión no 
confidencial de las dos denuncias a las autoridades españolas. 

(3)  El 11 de abril de 2014 y el 18 de septiembre de 2014, las autoridades españolas respondieron a dichas 
denuncias. 

(4)  El 10 de julio de 2014, el 22 de octubre de 2014 y el 4 de diciembre de 2015, la Comisión solicitó información 
complementaria a las autoridades españolas. 

(5)  Estas respondieron a esas solicitudes el 7 de agosto y el 19 de diciembre de 2014, el 19 de enero de 2015 y el 
21 de diciembre de 2015, respectivamente. 

(6)  Mediante escrito de 11 de febrero de 2016, la Comisión informó a España de que había decidido incoar el 
procedimiento establecido en el artículo 108, apartado 2, del Tratado con respecto a varias medidas concedidas 
a Correos. La decisión de la Comisión de incoar el procedimiento (en lo sucesivo, «la Decisión de incoación de 
2016») se publicó en el Diario Oficial de la Unión Europea (2). 

(7)  La Comisión recibió las primeras observaciones de España sobre la Decisión de incoación mediante escrito de 
21 de abril de 2016. 

(8)  La Comisión recibió observaciones de Correos sobre la Decisión de incoación mediante escrito de 11 de mayo de 
2016. 

(9)  La Comisión recibió observaciones de un tercero mediante escrito de 12 de mayo de 2016. 
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(1) DO C 129 de 12.4.2016, p. 10. 
(2) Véase la nota 1 a pie de página. 



(10)  El 8 de junio de 2016, la Comisión remitió a España las observaciones recibidas. 

(11)  España presentó sus observaciones a las presentadas por terceros interesados mediante escrito de 6 de julio de 
2016. 

(12)  En el curso del procedimiento, la Comisión recibió observaciones adicionales de España el 24 de octubre de 
2017 y el 23 de mayo de 2018. 

(13)  La Comisión recibió observaciones adicionales de un antiguo competidor de Correos, Unipost, mediante escrito 
de 20 de marzo de 2018. 

2. DESCRIPCIÓN DETALLADA DE LA AYUDA 

2.1. EL MERCADO POSTAL ESPAÑOL 

(14)  Antes de la adhesión de España a la Comunidad Económica Europea (CEE) en 1986, los servicios postales en 
España estaban en manos de la Administración General. El Decreto 1113/1960, de 19 de mayo, sobre la 
Ordenanza Postal, desarrollado mediante el Reglamento de los Servicios de Correos, aprobado mediante el 
Decreto 1653/1964, de 14 de mayo, definía el servicio postal y encomendaba su prestación a la Dirección 
General de «Correos y Telégrafos». La adopción de la Ordenanza Postal y de su reglamento de desarrollo 
marcaron el inicio de la liberalización del mercado postal español, ya que el monopolio de «Correos y Telégrafos» 
quedó circunscrito a las cartas y tarjetas postales internacionales e interurbanas, liberalizándose plenamente los 
servicios de correspondencia y paquetería urbanos. En la década de 1970, entraron en el mercado postal español 
los primeros grandes operadores privados. 

(15)  Tras la adhesión de España a la CEE, se produjo una liberalización gradual de los servicios postales entre 1998 y 
2010. Más concretamente, la Directiva 97/67/CE del Parlamento Europeo y del Consejo (3) fue incorporada en 
1998 al ordenamiento jurídico español mediante la Ley 24/1998, de 13 de julio, del Servicio Postal Universal y 
de Liberalización de los Servicios Postales (la Ley Postal de 1998), que por primera vez encomendó a Correos la 
obligación de servicio universal (4) (en lo sucesivo, «OSU»). La Ley establecía una lista reducida de servicios 
incluidos en la OSU (5) que seguían reservados a Correos como proveedor del servicio postal universal (en lo 
sucesivo, «el sector reservado»), mientras que se liberalizaban todos los demás servicios postales (en lo sucesivo, 
«el sector no reservado»). 

(16)  La liberalización de los servicios postales en España continuó con la transposición al Derecho español de la 
Directiva 2002/39/CE del Parlamento Europeo y del Consejo (6), a través de la Ley 53/2002, de 30 de diciembre, 
de Medidas Fiscales, Administrativas y del Orden Social, que modificó la citada Ley Postal de 1998 y redujo aún 
más el ámbito del sector reservado. 

(17)  En 2010, el sector postal se liberalizó completamente mediante la Ley 43/2010, de 30 de diciembre, del servicio 
postal universal, de los derechos de los usuarios y del mercado postal (la Ley Postal de 2010), que incorporó al 
ordenamiento jurídico español la Directiva 2008/6/CE del Parlamento Europeo y del Consejo (7). La Ley Postal de 
2010 redefinió el ámbito de aplicación de la OSU (por ejemplo, el servicio de giro quedó excluido de la OSU) y 
eliminó el sector reservado. 

2.2. BENEFICIARIO 

2.2.1. CORREOS 

(18) Correos es una sociedad estatal matriz del Grupo Correos; su único accionista es la Sociedad Estatal de Participa­
ciones Industriales (SEPI). La SEPI es una entidad pública de tenencia de participaciones del Estado. 
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(3) Directiva 97/67/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 15 de diciembre de 1997, relativa a las normas comunes para el desarrollo 
del mercado interior de los servicios postales de la Comunidad y la mejora de la calidad del servicio (DO L 15 de 21.1.1998, p. 14). 

(4) La Disposición Adicional y el artículo 15, apartado 2, de la Ley Postal de 1998 enumera los siguientes servicios incluidos en el ámbito del 
servicio postal universal: 1) el servicio de giro; 2) la prestación ordinaria de servicios postales nacionales y transfronterizos para envíos 
postales que incorporen una dirección indicada por el remitente sobre el propio objeto o sobre su embalaje. Estos pueden consistir en: a) 
cartas y tarjetas postales que contengan comunicaciones escritas, de hasta 2 kg de peso; b) paquetes postales, con o sin valor comercial, 
de hasta 10 kg de peso. 

(5) El artículo 18 de la Ley Postal de 1998 define como sector reservado el siguiente: el servicio de giro; la recogida, la admisión, la clasifi­
cación, la entrega, el tratamiento, el curso, el transporte y la distribución de los envíos interurbanos, certificados o no, de las cartas y de 
las tarjetas postales, de hasta 100 gramos de peso (a partir del 1 de enero de 2006, el límite de peso se fija en 50 gramos); el servicio 
postal transfronterizo de entrada y de salida de cartas y tarjetas postales, en los mismos términos de precio, peso y fecha establecidos 
supra; la recepción de las solicitudes, de los escritos y de las comunicaciones que los ciudadanos dirigieran a los órganos de las Administra­
ciones Públicas. 

(6) Directiva 2002/39/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 10 de junio de 2002, por la que se modifica la Directiva 97/67/CE con el 
fin de proseguir la apertura a la competencia de los servicios postales de la Comunidad (DO L 176 de 5.7.2002, p. 21). 

(7) Directiva 2008/6/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 20 de febrero de 2008, por la que se modifica la Directiva 97/67/CE en 
relación con la plena realización del mercado interior de servicios postales comunitarios (DO L 52 de 27.2.2008, p. 3). 



(19)  Correos ofrece servicios postales, incluidos servicios universales, servicios de correo y otros servicios (por 
ejemplo, servicios relacionados con los postales y actividades conexas, incluidos los servicios de giro y transfe­
rencias monetarias, filatelia, etc.). En 2016, Correos tuvo un volumen de negocios de aproximadamente 1 761 
millones EUR, realizó 2 774 millones de envíos postales (incluidos paquetes) y empleaba a 49 785 trabajadores. 

(20)  Correos es el mayor proveedor de servicios postales de España, con 8 787 puntos postales de contacto en 2016. 
Es el líder del mercado en el sector postal español con la mayor cuota del mercado de los servicios postales en 
España, excepto en los servicios de paquetería. Hasta 2017, Unipost SA fue el principal competidor de Correos 
en el mercado postal español; sin embargo, la compañía sufrió dificultades financieras y entró en proceso de 
liquidación el 19 de febrero de 2018. Otros operadores postales europeos (por ejemplo, Deutsche Post, TNT, La 
Poste, UPS, CTT Correios Portugal y Royal Mail) poseen cuotas de mercado significativas en los servicios de 
paquetería. 

2.2.2. MARCO JURÍDICO APLICABLE A CORREOS 

(21)  En España, el Estado ha administrado directamente el servicio postal desde 1716. Correos formaba parte de la 
Administración pública, integrado en diversos Ministerios, como el Ministerio del Interior y, posteriormente, el 
Ministerio de Transportes y Comunicaciones. 

(22)  El organismo autónomo «Correos y Telégrafos» fue creado por la Ley 31/1990, de 27 de diciembre, de 
Presupuestos Generales del Estado. El organismo autónomo «Correos y Telégrafos», se constituyó en 1992 y fue 
adscrito al Ministerio de Transportes, Turismo y Comunicaciones. 

(23)  «Correos y Telégrafos» se convirtió en entidad pública empresarial adscrita al Ministerio de Fomento en virtud de 
la Ley 6/1997, de 14 de abril, de Organización y Funcionamiento de la Administración General del Estado. 

(24)  La Ley 14/2000, de 29 de diciembre, de Medidas fiscales, administrativas y del orden social, adoptó el marco 
jurídico de la «Sociedad Estatal Correos y Telégrafos, SA» y la compañía se constituyó en junio de 2001. El 5 de 
junio de 2012, todas las empresas pertenecientes al Grupo Correos (es decir, Correos y sus filiales Correos 
Express, Nexea y Correos Telecom) se incorporaron a la SEPI, que se convirtió en su único accionista. 

2.3. DESCRIPCIÓN DE LAS MEDIDAS PÚBLICAS EN FAVOR DE CORREOS 

2.3.1. COMPENSACIONES POR LA OSU OTORGADAS A CORREOS 

(25)  En 1998, a Correos se le encomendó la OSU mediante la Ley Postal de 1998. Como compensación por la 
prestación de la OSU, Correos recibió financiación pública entre 1998 y 2010. Posteriormente, la Ley Postal de 
2010 encomendó a Correos la prestación del servicio postal universal durante un período de quince años, 
a partir del 1 de enero de 2011. 

2.3.1.1. Compensaciones por la OSU concedidas en virtud de la Ley Postal de 1998 

(26)  A partir del 11 de marzo de 2000, la Ley Postal de 1998 fue complementada con un «Plan de Prestación» (en lo 
sucesivo, «el Plan de Prestación de 2000»), que establece el mecanismo de compensación para calcular el coste 
neto en el que incurre Correos al llevar a cabo su obligación como proveedor del servicio universal («PSU») y los 
criterios de calidad para el desempeño de la OSU. 

(27)  De 2000 a 2010, la compensación por la OSU a Correos se concedió sobre la base de una metodología 
desarrollada por las autoridades españolas (la «metodología española»), que se detalla en el Plan de Prestación de 
2000. Por otra parte, el Plan de Prestación de 2000 obliga a Correos a llevar una contabilidad analítica, con 
separación de cuentas, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 29 de la Ley Postal de 1998. 

(28)  La metodología española para calcular el coste neto de la carga injusta que supone la OSU constaba de las 
siguientes fases: 

a)  FASE 1: Determinar los ingresos y costes unitarios de cada producto/servicio y de cada centro de costes según 
la información sobre contabilidad analítica de Correos. Con respecto a cualquier producto/servicio, los centros 
de costes donde los costes unitarios sean superiores a los ingresos unitarios se consideran deficitarios. Los 
demás centros de costes, donde los ingresos unitarios sean superiores a los costes unitarios, se consideran 
excedentarios. 
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b)  FASE 2: Evaluar para cada servicio reservado (SR) los centros de costes que son deficitarios/excedentarios por 
la prestación de dicho servicio y calcular las pérdidas/beneficios agregados de estos centros por este concepto 
(pérdidas/beneficios SR). El coste neto de los servicios reservados es la diferencia entre la suma de las pérdidas 
SR y la suma de los beneficios SR. 

c)  FASE 3: Evaluar para cada servicio no reservado (SNR) los centros de costes deficitarios por la prestación de 
dicho servicio y calcular las pérdidas agregadas de estos centros por este concepto (pérdidas SNR). El coste 
neto de los servicios no reservados es la suma de las pérdidas SNR. 

d)  FASE 4: La compensación por la prestación de la OSU cubre el coste neto de los servicios reservados y no 
reservados, calculado con arreglo a las fases 2 y 3. 

(29)  El cuadro 1 muestra las compensaciones otorgadas a Correos por la prestación de la OSU durante el período 
2004-2010, calculadas utilizando la metodología española. 

Cuadro 1 

Compensaciones por la OSU otorgadas a Correos 

(en millones EUR)  

2004 2005 2006 2007 2008 2009 2010 

Coste neto SR  46,171  40,435  39,558  80,823  101,783  176,559  152,521 

Coste neto SNR  44,859  47,294  55,199  39,441  40,863  45,919  43,812 

Compensación por la OSU  91,030  87,729  94,757  120,264  142,646  222,478  196,333  

2.3.1.2. Compensaciones por la OSU en virtud de la Ley Postal de 2010 

(30)  La Ley Postal de 1998 fue sustituida por la Ley Postal de 2010, la cual entró en vigor el 1 de enero de 2011. La 
Ley Postal de 2010 encomendó a Correos la prestación del servicio postal universal durante un período de quince 
años a partir de la fecha de su entrada en vigor (es decir, hasta el 1 de enero de 2026). 

(31)  Los artículos 27 y 28 de la Ley Postal de 2010 establecen que el proveedor del servicio postal universal podrá 
recibir una compensación equivalente al coste neto que le supone el cumplimiento de sus obligaciones. El coste 
neto debe calcularse de acuerdo con el método del coste evitado neto, como la diferencia entre el coste neto 
soportado por el PSU por operar con la OSU y el coste neto soportado por el PSU por operar sin la OSU. En ese 
cálculo se tendrá en cuenta cualquier otro elemento que resulte pertinente, como las ventajas inmateriales y de 
mercado de que pueda gozar una empresa designada para la prestación del servicio universal, el derecho 
a obtener un beneficio razonable y los incentivos dirigidos a obtener la eficiencia de costes, a la luz del anexo 1 
de la Directiva 2008/6/CE. 

(32)  De conformidad con el artículo 22, apartado 3, y el artículo 27, apartado 2, letra b), de la Ley Postal de 2010, el 
método del coste evitado neto descrito en el considerando 31 debía desarrollarse en un nuevo Plan de Prestación. 
Sin embargo, hasta la fecha, ese nuevo Plan aún no se ha adoptado. Por consiguiente, desde 2011 no se dispone 
de una metodología para calcular el coste neto de la OSU. 

(33)  Según las autoridades españolas, Correos lleva sin recibir formalmente una compensación por la OSU desde 
2011, aunque se ha beneficiado de anticipos parciales de carácter provisional correspondientes a los años 2011- 
2017. El coste neto real correspondiente a esos años deberá calcularse cuando se adopte el nuevo Plan de 
Prestación y se defina el método del coste evitado neto. La Comisión evaluará las compensaciones por la OSU en 
virtud de la Ley Postal de 2010 en otra decisión. 

2.3.2. EXENCIONES TRIBUTARIAS OTORGADAS A CORREOS 

(34)  De conformidad con el artículo 19, apartado 1, letra b), de la Ley Postal de 1998, el PSU se beneficiará de «la 
exención de cuantos tributos graven su actividad vinculada a los servicios reservados, excepto del Impuesto de Sociedades». El 
artículo 22, apartado 2, de la Ley Postal de 2010 mantuvo esta exención tributaria y la hizo extensiva a la 
totalidad de la OSU. 
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(35)  Según las autoridades españolas, el único impuesto que podría entrar en el ámbito de aplicación de esta exención, 
además del IVA, sería el Impuesto sobre Actividades Económicas (IAE), ya que se trata de un tributo que recae 
sobre el ejercicio de una actividad económica y está vinculado a la prestación del servicio postal universal. Otros 
impuestos, como el impuesto sobre transmisiones patrimoniales, el impuesto sobre construcciones, el impuesto 
sobre el incremento del valor de los terrenos de naturaleza urbana y el impuesto sobre vehículos de tracción 
mecánica, no entran en el ámbito de aplicación de la exención, ya que no están relacionados con la actividad 
económica de la ejecución de la OSU. 

(36)  Las autoridades españolas han explicado que Correos ha gozado de una exención parcial del IAE, ya que solo 
paga el 50 % de la cuota tributaria normal. 

(37)  Por lo que respecta al Impuesto sobre Bienes Inmuebles (en lo sucesivo, «IBI»), las autoridades españolas 
explicaron que se trata de un impuesto que no grava la actividad vinculada a la ejecución de la OSU u otros 
servicios postales, sino que grava la propiedad inmobiliaria, por lo que quedaría fuera del ámbito de aplicación de 
las dos Leyes Postales. No obstante, entre 2008 y 2013, basándose en su interpretación del artículo 19, apartado 
1, letra b), de la Ley Postal de 1998, y el artículo 22, apartado 2, de la Ley Postal de 2010, Correos presentó 
varias solicitudes reclamando la exención del IBI para una serie de oficinas en diferentes municipios. Varias 
Administraciones y tribunales locales fallaron a favor de Correos en relación con la solicitud de Correos de ser 
exento del IBI, reembolsándole los impuestos previamente pagados 

2.3.2.1. Exención del Impuesto sobre Bienes Inmuebles (IBI) 

(38)  El IBI es un impuesto local del sistema tributario español que está regulado por el Real Decreto Legislativo 
2/2004, de 5 de marzo. Según su artículo 60, dicho impuesto «es un tributo directo de carácter real que grava el 
valor de los bienes inmuebles en los términos establecidos en esta ley». El hecho imponible del IBI es la 
titularidad de cualquiera de los derechos previstos en el artículo 61 del Real Decreto Legislativo 2/2004 sobre los 
bienes inmuebles rústicos y urbanos y sobre los inmuebles de características especiales. El IBI no grava una 
actividad, sino el valor de la propiedad. 

(39)  Entre 2008 y 2013, basándose en su interpretación del artículo 19, apartado 1, letra b), de la Ley Postal de 1998, 
y el artículo 22, apartado 2, de la Ley Postal de 2010, Correos presentó varias solicitudes reclamando la exención 
del IBI, en virtud de las Leyes Postales, para una serie de oficinas en diferentes municipios. Tras esta solicitud de 
exención del IBI, varias Administraciones y tribunales locales fallaron a favor de Correos. Según las autoridades 
españolas, las devoluciones efectivamente otorgadas a Correos ascienden a 752 840,50 EUR. 

(40)  Estas interpretaciones de las Leyes Postales de 1998 y 2010 por parte de los tribunales, que permitieron al PSU 
quedar exento del IBI, fueron rechazadas por el Tribunal Supremo español en 2013, a raíz de un recurso de 
casación interpuesto por las autoridades locales de la Diputación Provincial de Huesca. El Tribunal Supremo 
consideró en su sentencia que el artículo 22, apartado 2, de la Ley Postal de 2010 debía interpretarse de manera 
restrictiva. Según el Tribunal Supremo, las exenciones tributarias previstas en dicho artículo solo se pueden 
aplicar a los impuestos que gravan las actividades directamente vinculadas al ejercicio de la OSU, y, por lo tanto, 
no podían aplicarse al IBI, que es un tributo directo sobre el valor de la propiedad. 

(41)  Las exenciones del IBI otorgadas a Correos entre 2008 y 2013 nunca fueron objeto de recuperación. En efecto, 
en el marco del sistema jurídico español, el recurso de casación en interés de ley tiene un carácter extraordinario 
y subsidiario destinado exclusivamente a fijar jurisprudencia o doctrina legal, por lo que no puede tener efectos 
en el objeto del recurso de casación (es decir, en el caso que nos ocupa, no permite anular las resoluciones y 
decisiones relativas a las exenciones tributarias). 

2.3.2.2. Exención del Impuesto sobre Actividades Económicas (IAE) 

(42)  El IAE se estableció en la Ley 39/1988, de 28 de diciembre, que fue sustituida por el Real Decreto Legislativo 
2/2004, de 5 de marzo. De su artículo 78 se desprende que las empresas que ejerzan actividades empresariales, 
profesionales o artísticas deben estar sujetas al impuesto. 

25.1.2019 L 23/45 Diario Oficial de la Unión Europea ES    



(43)  Según el artículo 78 del Real Decreto Legislativo 2/2004, el IAE «es un tributo directo de carácter real, cuyo 
hecho imponible está constituido por el mero ejercicio, en territorio nacional, de actividades empresariales, 
profesionales o artísticas, se ejerzan o no en local determinado y se hallen o no especificadas en las tarifas del 
impuesto». 

(44)  Las tarifas del IAE se aprobaron en el Real Decreto Legislativo 1175/1990, de 28 de septiembre. La actividad 
postal se clasifica en el grupo 847 «Servicios integrales de Correos y Telecomunicaciones» a partir de 1999. Este 
grupo comprende la prestación de servicios postales consistentes en la recogida, admisión, clasificación, 
tratamiento, curso, transporte, distribución y entrega de envíos de correspondencia y envíos postales en todas sus 
modalidades. No obstante, la nota tercera del grupo de tarifas 847 establece que la entidad pública empresarial 
Correos tiene derecho a satisfacer solo el 50 % de la cuota señalada para este grupo. Según las autoridades 
españolas, esto significa que Correos se ha beneficiado de una exención de 8 113,66 EUR al año desde 2004. Las 
autoridades españolas han confirmado que Correos sigue beneficiándose de la exención parcial del impuesto 
establecida en la nota tercera del grupo de tarifas 847. 

2.3.3. LAS TRES AMPLIACIONES DE CAPITAL CONCEDIDAS EN 2004, 2005 Y 2006 

(45)  Durante el período objeto de análisis, Correos se benefició de tres ampliaciones de capital por un importe total 
de 48 081 000 EUR: 

a)  una ampliación de capital de 16 027 000 EUR concedida el 13 de diciembre de 2004; 

b)  una ampliación de capital de 16 027 000 EUR concedida el 25 de noviembre de 2005; 

c)  una ampliación de capital de 16 027 000 EUR concedida el 24 de noviembre de 2006. 

(46)  Según las autoridades españolas, esas ampliaciones de capital formaban parte del plan estratégico de Correos para 
el período 2004-2006, a fin de compensar la desaceleración del mercado postal. Las directrices estratégicas 
básicas de ese plan eran las siguientes: 

a)  garantizar la sostenibilidad futura del negocio postal, incidiendo en la eficiencia; 

b)  fortalecer los negocios de crecimiento a medio plazo potenciando los servicios financieros y la paquetería 
como principales ejes de crecimiento de Correos; 

c)  enriquecer la cartera de opciones de crecimiento a futuro, con el desarrollo de la gestión de bases de datos, la 
gestión de servicios de mailroom o cartería y el comercio electrónico; 

d)  modernizar las capacidades de Correos y adaptar el modelo de gestión al actual contexto del mercado, 
consolidando la diversificación. 

2.3.4. COMPENSACIÓN CONCEDIDA A CORREOS POR LA DISTRIBUCIÓN DE MATERIAL ELECTORAL 

(47)  La Ley Orgánica 5/1985, de 19 de junio, del Régimen Electoral General («LOREG») y sus normas de desarrollo 
regulan el procedimiento electoral en España, reconociendo el derecho a votar personalmente o por correo. 

(48)  El artículo 22 de la Ley Postal de 1998 y el artículo 22, apartado 5, de la Ley Postal de 2010 establecen que el 
Estado puede imponer determinadas obligaciones a los proveedores del servicio universal designados en el marco 
de los procesos electorales. El mismo artículo 22, apartado 5, de la Ley Postal de 2010 dispone que «la 
imposición de obligaciones adicionales de servicio público deberá ser objeto de compensación». 

(49)  Con arreglo a la disposición adicional primera de la Ley Postal de 2010, Correos es el PSU designado para la 
prestación de varios servicios en el contexto de las diferentes elecciones españolas (las elecciones generales, 
autonómicas, europeas y municipales). 

(50)  Las obligaciones de servicio público impuestas a Correos en relación con la organización de los procesos 
electorales en España consisten en: 

a)  La gestión del voto por correo (incluidos la puesta a disposición, admisión, envío y entrega por correo 
certificado y urgente) en el contexto del:  

(1) voto por correo de los electores residentes en España;  

(2) voto por correo de los electores residentes ausentes;  

(3) voto por correo de electores temporalmente ausentes; 
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(4) voto por correo del personal embarcado;  

(5) voto del personal de las Fuerzas Armadas embarcado o en situaciones excepcionales vinculadas con la 
defensa nacional; y  

(6) voto por correo de los internos en centros penitenciarios. 

b)  La gestión de los envíos postales de material electoral de los candidatos políticos: admisión y posterior 
distribución de envíos de propaganda electoral de los candidatos políticos a un precio simbólico por envío 
(0,006 EUR). 

c)  La gestión de otros envíos realizados por la Oficina del Censo Electoral (como las tarjetas censales de los 
electores, las listas electorales del censo de consulta para los ayuntamientos, etc.). 

d)  La recogida de la documentación electoral en las mesas electorales una vez finalizado el escrutinio. Ello 
incluye la recogida, custodia y posterior entrega del sobre que contiene el informe y la documentación 
pertinente de cada mesa a la junta electoral correspondiente. 

(51)  Las autoridades españolas explicaron que, habida cuenta de las limitaciones de tiempo vinculadas al proceso 
electoral, Correos se ve en la obligación de priorizar las actividades mencionadas en el considerando 50 con 
respecto a otras actividades postales. El elevado número de envíos que deben distribuirse, su alta concentración 
en pocos días y la obligación de entregar la mayoría de los documentos en persona (en caso del correo 
certificado, como por ejemplo el voto por correo) implican importantes esfuerzos adicionales. En consecuencia, 
Correos ha de reforzar temporalmente su personal y otros recursos (por ejemplo, transporte, seguridad, etc.). 

(52)  Correos ha recibido compensaciones (véase el cuadro 2) por sus diferentes obligaciones en relación con la 
organización de elecciones desde 2004: 

Cuadro 2 

Importes de la compensación concedida a Correos para la organización de elecciones 

(en euros) 

Año Ámbito electoral Compensación por la distribución de material elec­
toral 

2004 Nacional  27 182 926 

2005 Autonómico  3 670 281 

2006 Autonómico  4 528 376 

2007 Nacional/Autonómico  19 536 604 

2008 Nacional/Autonómico  19 609 632 

2009 Nacional/Autonómico  14 603 021 

2010 Autonómico  4 620 588 

2011 Nacional/Autonómico  40 092 858 

2012 Autonómico  14 268 978 

TOTAL  148 113 264  

3. MOTIVOS PARA INCOAR EL PROCEDIMIENTO DE INVESTIGACIÓN FORMAL 

(53)  La Comisión decidió incoar el procedimiento de investigación formal por albergar serias dudas en cuanto a la 
compatibilidad de varias de las medidas concedidas a Correos desde 2004: 

a)  las compensaciones por la OSU otorgadas a Correos en virtud de la Ley Postal de 1998; 

b)  la exención del IBI y la exención parcial del IAE; 

c)  las tres ampliaciones de capital concedidas en 2004, 2005 y 2006, 

d)  y la compensación concedida a Correos por la distribución de material electoral. 

25.1.2019 L 23/47 Diario Oficial de la Unión Europea ES    



(54)  En particular, la Comisión expresó dudas sobre: 

a)  el nivel de la compensación percibida por Correos por el desempeño de la OSU entre 2004 y 2010, que 
consideraba, prima facie, ayuda estatal, y la posible existencia de compensación excesiva del operador; 

b)  la compatibilidad o el carácter de ayuda existente de la exención del IBI y de la exención parcial del IAE, que, 
en su opinión, constituían, prima facie, ayuda estatal; 

c)  la conformidad de las ampliaciones de capital concedidas en 2004, 2005 y 2006 con el principio del inversor 
en una economía de mercado (en lo sucesivo, «PIEM»); 

d)  la compatibilidad o el carácter de ayuda existente de la compensación concedida a Correos por la distribución 
de material electoral, que consideraba, prima facie, ayuda estatal. 

4. OBSERVACIONES DE LAS PARTES INTERESADAS 

(55)  La Comisión recibió observaciones de dos partes interesadas: el presunto beneficiario de las medidas de ayuda, 
Correos, y otro tercero (en lo sucesivo, «el tercero anónimo»), que solicitó que se mantuviera la confidencialidad 
de su identidad. 

4.1. OBSERVACIONES DE CORREOS 

4.1.1. LA COMPENSACIÓN POR LA OSU NO CONSTITUYE AYUDA ESTATAL INCOMPATIBLE CON EL 
MERCADO INTERIOR 

(56)  De acuerdo con Correos, la compensación por la OSU concedida a la compañía durante el período 2004-2010 
no constituye ayuda estatal. En particular, Correos considera que la compensación no constituye una ventaja, ya 
que cumple los cuatro criterios establecidos en el asunto C-280/00 (en lo sucesivo, «los criterios Altmark») (8). 
Correos refuta la conclusión a la que se llegó en la Decisión de incoación de que la compensación por la OSU no 
cumple los criterios tercero y cuarto Altmark. 

(57)  Por lo que se refiere al tercer criterio Altmark, Correos afirma que requiere que la compensación recibida por la 
prestación de un servicio público no exceda del coste neto, entendido como la diferencia entre los costes y los 
ingresos correspondientes, más un beneficio razonable. Correos considera que el tercer criterio Altmark está 
inextricablemente vinculado al análisis de compatibilidad de los servicios de interés económico general, de 
acuerdo con la Comunicación de la Comisión (en lo sucesivo, «marco SIEG de 2012») (9). En particular, Correos 
afirma que la compensación recibida por la OSU cumple el método del coste evitado neto contenido en el punto 
27 del Marco SIEG de 2012, por lo que debe considerarse que cumple el tercer criterio Altmark. 

(58)  Correos explica que la metodología española utilizada para determinar la compensación de Correos se basa en el 
informe que la Comisión encargó a la empresa de consultoría «National Economic Research Associates» (informe 
NERA) (10). Según Correos, el método de cálculo de la compensación que figura en el informe NERA es una 
aplicación válida del método del coste evitado neto. 

(59)  Además, Correos considera que el cumplimiento del tercer criterio Altmark está amparado por el principio de 
confianza legítima. De acuerdo con Correos, la publicación del informe NERA, que reconocía la validez del 
método del coste evitado neto para el cálculo de la compensación por la prestación del servicio postal universal, 
generó confianza legítima. 

(60)  Según Correos, para el cumplimiento del tercer criterio Altmark es irrelevante que el método del coste evitado 
neto no se aplicara hasta la entrada en vigor del Marco SIEG de 2012. 

(61)  Asimismo, considera que las compensaciones por la OSU otorgadas a Correos cumplen el cuarto criterio 
Altmark. En ausencia de un procedimiento de contratación pública, el nivel de la compensación recibida sería 
adecuado, sobre la base de un análisis de los costes que una empresa media, bien gestionada y adecuadamente 
equipada en el mismo sector soportaría, teniendo en cuenta los ingresos correspondientes y un beneficio 
razonable por la ejecución de las obligaciones de servicio público. 
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(8) Asunto C-280/00, Altmark Trans GmbH y Regierungspräsidium Magdeburg/Nahverkehrsgesellschaft Altmark GmbH, EU:C:2003:415. 
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(DO C 8 de 11.1.2012, p. 15). 
(10) «Final report on costing and financing of universal service obligations in the postal sector in the European Union», noviembre de 998, 

National Economic Research Associates (NERA). http://ec.europa.eu/internal_market/post/doc/studies/1998-nera_en.pdf 

http://ec.europa.eu/internal_market/post/doc/studies/1998-nera_en.pdf


(62)  De acuerdo con Correos, el estudio de Frontier Economics presentado por España demuestra que los costes 
soportados por Correos son inferiores a los de una empresa media del sector postal. Correos rebate las dudas 
planteadas por la Comisión en lo que se refiere a las conclusiones del informe de Frontier Economics: 

a)  En primer lugar, en sus decisiones sobre ayudas estatales la Comisión no concluyó que los proveedores de la 
OSU de Grecia e Italia fueran ineficientes en cuanto a los costes, por lo que la inclusión de estos operadores 
postales en la muestra de empresas consideradas por Frontier Econonomics para demostrar la eficiencia de costes 
de Correos no puede considerarse problemática. 

b)  En segundo lugar, el hecho de que el estudio de Frontier Economics se elaborara a posteriori no es significativo, 
a la luz de la jurisprudencia pertinente y de la práctica de la Comisión, que han admitido examinar estudios 
elaborados posteriormente a la adopción de una medida en el pasado. 

c)  Por último, la alegación de la Comisión de que la metodología de cálculo de costes empleada por España no 
atiende a ninguna consideración de eficiencia, también se contradice con el hecho de que el método de cálculo 
del coste neto de la OSU se basa en el informe NERA publicado por la Comisión. El método debe, por tanto, 
considerarse necesariamente conforme con el Derecho de la Unión. 

(63)  Asimismo, Correos indica que si la Comisión concluyera que la medida constituye ayuda estatal, esta debería 
considerarse compatible con el mercado interior con arreglo al artículo 106, apartado 2, del Tratado. 

(64)  Reitera que el método de compensación utilizado por las autoridades españolas y recogido en el informe NERA 
es una aplicación válida del método del coste evitado neto y debe ser aceptado por la Comisión. Además, Correos 
considera que no ha recibido compensación excesiva por la prestación de la OSU durante el período 2004-2010, 
ya que la compensación se calculó siguiendo el método del coste evitado neto, sin incluir ningún beneficio 
razonable. 

(65)  En caso de que la Comisión concluyera que la medida puede constituir ayuda estatal incompatible, Correos insiste 
en que la Comisión debe tener en cuenta los dividendos abonados al Estado durante el período 2004-2010 como 
reducción de la compensación concedida a Correos. 

4.1.2. EXENCIONES DEL IMPUESTO SOBRE BIENES INMUEBLES (IBI) Y DEL IMPUESTO SOBRE 
ACTIVIDADES ECONÓMICAS (IAE) 

(66)  Por lo que se refiere a la exención tributaria en relación con el IBI, Correos explica, en primer lugar, que, para 
examinar estas medidas, no debe atenderse a lo dispuesto en la Ley Postal de 1998 ni en la Ley Postal de 2010, 
sino que debe acudirse directamente a la normativa reguladora de cada tributo. 

(67)  Además, Correos considera que la medida no constituye ayuda estatal porque no es imputable al Estado. La 
exención tributaria no está prevista en ninguna disposición normativa. Solo algunas Administraciones tributarias 
locales y contados órganos judiciales locales aplicaron la exención tributaria a 94 entidades locales de Correos, de 
un total de 13 000. El Tribunal Supremo español, en su sentencia de 7 de octubre de 2013, llegó a la conclusión 
de que el artículo 22, apartado 2, de la Ley Postal de 2010 no contemplaba ninguna exención tributaria 
relacionada con el IBI. 

(68)  Además, Correos considera que la exención del IBI no puede recuperarse, ya que existe cosa juzgada. De 
conformidad con la jurisprudencia de los órganos jurisdiccionales de la Unión (11), si la resolución judicial ha 
analizado la existencia de ayuda estatal, debe respetarse el principio de cosa juzgada. Correos considera que, en su 
sentencia, el Tribunal Supremo español aplica el Derecho de la Unión y hace referencia a la existencia de una 
ayuda estatal. Por consiguiente, debe respetarse el principio de cosa juzgada y evitarse la recuperación en el caso 
que nos ocupa. 

(69)  Por otra parte, Correos es de la opinión de que el principio de cosa juzgada debe considerarse un principio 
general del Derecho de la Unión y de que este principio debe respetarse cuando resulte imposible la recuperación 
debido a la existencia de una resolución judicial firme en la que ya se haya determinado la existencia de ayuda. 
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apartados 36 y 45. 



(70)  Por lo que se refiere a la exención del IAE, Correos alega que la exención parcial de este impuesto no constituye 
ayuda estatal. En particular, pone de manifiesto que la exención parcial del impuesto no es selectiva, ya que se 
justifica por la lógica del régimen fiscal del IAE. Según Correos, la naturaleza o la lógica intrínseca del IAE es 
gravar las actividades económicas con la finalidad de intervenir en la producción o distribución de bienes y 
servicios. Correos realiza actividades económicas que consisten en la producción de bienes y servicios, pero 
también presta otros servicios públicos como la OSU, que no responden a dicha finalidad. La exención parcial del 
IAE respondería precisamente a la realización de estas otras actividades. 

(71)  Además, Correos considera que la exención parcial del IAE constituiría en todo caso una ayuda existente. Esa 
exención tributaria ha permanecido en vigor desde antes de la adhesión de España a la CEE en 1986. La 
denominada Cuota de Licencia, modalidad del Impuesto sobre Actividades y Beneficios Comerciales e Industriales, 
fue adoptada mediante el Decreto 3313/1966, de 29 de diciembre. Con la Ley 39/1988, de 28 de diciembre, el 
IAE sustituyó al Impuesto sobre Actividades y Beneficios Comerciales e Industriales, en su modalidad de Cuota de 
Licencia. Según Correos, no ha habido modificaciones sustanciales del hecho imponible desde 1966. 

4.1.3. AMPLIACIONES DE CAPITAL DE 2004, 2005 Y 2006 

(72)  Correos alega que las ampliaciones de capital realizadas en 2004, 2005 y 2006 son conformes con el PIEM y que 
no confieren una ventaja a Correos. 

(73)  A su juicio, el análisis de las inversiones realizadas debido a las ampliaciones de capital entre 2004 y 2006 
demuestra que el Estado español efectuó dichas ampliaciones en su calidad de accionista y que estas inversiones 
podrían haber sido realizadas por cualquier inversor privado. 

(74)  Correos alega que las ampliaciones de capital responden a la necesidad de efectuar inversiones de cuantía 
superior al nivel habitual de inversión de la compañía. La finalidad de las ampliaciones de capital queda 
acreditada en la memoria de la comparecencia de Correos ante el Congreso de los Diputados el 4 de octubre de 
2005. En ella se establece un vínculo entre las ampliaciones y la necesidad de proceder a nuevas inversiones en la 
compañía. El objetivo de las ampliaciones de capital era llevar a cabo un proceso de modernización en Correos, 
aumentando la eficiencia y la calidad de los servicios prestados por la compañía. 

(75)  Correos alega que la rentabilidad de la inversión demuestra que cualquier inversor privado habría llevado a cabo 
una inversión similar, ya que la tasa interna de retorno de las ampliaciones superaba el coste de capital de 
Correos. 

(76)  Además, Correos afirma que no cabe supeditar el cumplimiento del PIEM a la existencia de una evaluación de la 
rentabilidad previa cuando se aplica a la situación de un operador que presta un SIEG como la OSU. Dicho 
operador tendría necesariamente que tomar en consideración la obligación de prestar el SIEG de la empresa, a la 
hora de decidir si realizar o no una inversión. 

(77)  En tales circunstancias, sería suficiente demostrar, sobre la base de pruebas objetivas y verificables, que un 
inversor privado que se hubiera encontrado ante la misma obligación de servicio público habría obrado del 
mismo modo. 

(78)  Según Correos, esta es la conclusión a la que llegó el Tribunal de Justicia en los asuntos Chronopost I (12) y 
Chronopost II (13), en los que se aceptó que la tasa interna de retorno calculada ex post era un medio adecuado 
para determinar si la ampliación de capital era conforme con el PIEM. 

4.1.4. COMPENSACIONES POR LA DISTRIBUCIÓN DE MATERIAL ELECTORAL 

(79)  Correos alega que la distribución de material electoral de los candidatos políticos en el contexto de la 
organización de elecciones debe considerarse parte de las prerrogativas del Estado. 

25.1.2019 L 23/50 Diario Oficial de la Unión Europea ES    

(12) Sentencia del Tribunal de Justicia, de 3 de julio de 2003, asuntos acumulados C-83/01 P, C-93/01 P y C-94/01 P, Chronopost/UFEX y 
otros, ECLI:EU:C2003:388. 

(13) Sentencia del Tribunal de Justicia, de 1 de julio de 2008, asuntos acumulados C-341-06 y C-342/06 P, Chronopost y La Poste/UFEX y 
otros, ECLI:EU:C2008:375. 



(80)  En particular, considera que la distribución de material electoral es una función esencial del Estado, porque es 
parte del régimen electoral general y guarda relación con la función constitucional de los partidos políticos y 
porque el personal de Correos, al realizar esa actividad, actúa en su calidad de funcionario público. 

(81)  A juicio de Correos, la distribución de material electoral por los candidatos políticos, por su objeto, naturaleza y 
regulación, está por tanto, estrechamente vinculada al ejercicio del poder público por el Estado. Por lo tanto, no 
se trata de una actividad económica y Correos no debe considerarse una empresa en el sentido del artículo 107, 
apartado 1, del Tratado. 

(82)  Incluso en el caso de que la Comisión considerase que la distribución de material electoral de los candidatos 
políticos es una actividad económica, Correos estima que ello no concede una ventaja selectiva a Correos. Esta 
actividad ha sido encomendada a Correos por el Estado, ya que es el único operador postal capaz de prestar un 
servicio de las características y la calidad requeridas. Por lo que respecta a la distribución de material electoral de 
los candidatos políticos, Correos no se encuentra, por tanto, en una situación fáctica y jurídica comparable a la 
de ninguna otra empresa del sector postal. 

(83)  Aunque la Comisión llegara a la conclusión de que la medida constituye ayuda estatal, Correos afirma que la 
medida debería considerarse ayuda existente. La existencia de una tarifa reducida para los envíos de material 
electoral de los candidatos políticos está en vigor desde las elecciones celebradas el 15 de junio de 1977. Esas 
elecciones se convocaron mediante el Real Decreto 20/1997, de 18 de marzo, donde se fijó por primera vez una 
tarifa especial para el envío de material electoral. 

(84)  Correos explica que el importe exacto de la tarifa reducida (una peseta, lo que equivale a 0,006 EUR) estaba 
regulado además en una Orden Ministerial de 1977. Según Correos, esta tarifa reducida se ha mantenido desde 
entonces. El Tribunal Supremo español, en su sentencia de 2 de octubre de 2006 (14), determinó que la tarifa 
reducida existente para los envíos de material electoral de los candidatos políticas permanece en vigor, siendo esta 
de una peseta (0,006 EUR). 

(85)  El Real Decreto 20/1977 fue posteriormente sustituido por la Ley Orgánica 5/1985, de 19 de junio, del Régimen 
Electoral General («LOREG»), que mantuvo la misma redacción en cuanto a las tarifas reducidas para los envíos 
postales de propaganda electoral. 

(86)  En caso de que la Comisión concluyera que la medida constituye ayuda estatal, Correos también considera que 
debería declararse compatible con el mercado interior. 

(87)  En primer lugar, la medida en cuestión constituye un verdadero servicio de interés económico. Tanto el artículo 
22 de la Ley Postal de 1998 como el artículo 22, apartado 5, de la Ley Postal de 2010 reconocen que se podrán 
imponer al proveedor del servicio postal universal obligaciones relacionadas con la distribución de material 
electoral para salvaguardar el normal desarrollo de los procesos electorales. Además, este último artículo 
reconoce que dicha imposición de obligaciones adicionales deberá ser objeto de compensación. 

(88)  Correos considera que la medida es compatible de acuerdo con la Decisión SIEG de 2012 (15). Correos explica 
que la Decisión SIEG de 2012 sería aplicable, puesto que la media anual de la compensación concedida a Correos 
se situaría por debajo de 15 millones EUR. 

4.2. OBSERVACIONES DEL TERCERO ANÓNIMO 

(89)  El tercero anónimo expresa su conformidad con las conclusiones preliminares a las que llegó la Comisión en la 
Decisión de incoación en relación con las siguientes medidas: 

a)  Las compensaciones por la OSU otorgadas a Correos. 

b)  Las exenciones del impuesto sobre bienes inmuebles (IBI) y el impuesto sobre actividades económicas (IAE). 
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(14) Sentencia del Tribunal Supremo de 2 de octubre de 2006, Rec. 89/2004. 
(15) Decisión de la Comisión, de 20 de diciembre de 2011, relativa a la aplicación de las disposiciones del artículo 106, apartado 2, del 

Tratado a las ayudas estatales en forma de compensación por servicio público concedidas a algunas empresas encargadas de la gestión de 
servicios de interés económico general (DO L 7 de 11.1.2012, p. 3). 



c)  Las ampliaciones de capital concedidas a Correos en 2004, 2005 y 2006. 

d)  La compensación concedida a Correos por la distribución de material electoral. 

(90)  El tercero anónimo también expresa su conformidad con que la investigación en curso se centre en las medidas 
enumeradas en el considerando 89. 

(91)  No obstante, llama la atención de la Comisión sobre varias medidas que no han sido abordadas por la Comisión 
en la Decisión de incoación de 2016 y que, en su opinión, también deberían evaluarse. 

(92)  Según el tercero anónimo (16): 

—  Correos habría recibido ayudas estatales entre 1998 y 2003 por valor de 794 millones EUR como mínimo. 

—  Correos habría heredado gratuitamente una red postal de 9 054 puntos de atención al público que se 
fundamenta en la prestación del servicio postal universal y que otorga a Correos una ventaja competitiva para 
la entrega de paquetes de hasta 20 kg (17). 

—  Correos se habría beneficiado de algunos derechos exclusivos o inmateriales, como los contratos firmados 
entre Correos y la Administración Pública, el derecho a la fehaciencia de las comunicaciones postales, el 
derecho a utilizar el término «España», la cesión de dominio público y privilegios en el ámbito aduanero. 

—  Correos se habría beneficiado de compensaciones concedidas por el Estado con el fin de financiar sus 
campañas de publicidad y comunicación. 

—  El hecho de que las autoridades españolas estén presentes en los órganos de dirección de Correos implicaría 
determinadas ventajas y privilegios para Correos. Una de estas ventajas es que Correos no ha sido obligada 
hasta ahora a aplicar por Ley el método correcto de compensación. Correos habría recibido durante el 
período 2011-2016 una compensación por un importe de aproximadamente 1 300 millones EUR, aplicando 
el método de compensación, que fue impugnado por la Comisión en la Decisión de incoación (18). 

—  Correos no aplicaría el IVA a determinados servicios postales que están sujetos a acuerdos negociados 
individuales, lo que constituiría ayuda estatal incompatible. 

—  Correos habría llevado a cabo ampliaciones de capital en Correos Express, una filial del Grupo Correos, a fin 
de cubrir pérdidas por importe de aproximadamente 233 millones EUR, lo que constituiría ayuda estatal 
a Correos Express. 

—  Correos utiliza una política de precios predatorios que se deriva de las medidas de ayuda estatal que recibe. 

5. OBSERVACIONES DE ESPAÑA 

5.1. OBSERVACIONES DE ESPAÑA SOBRE LA DECISIÓN DE INCOACIÓN DE 2016 

5.1.1. COMPENSACIONES POR LA OSU CONCEDIDAS EN VIRTUD DE LA LEY POSTAL DE 1998 

(93)  España considera que la medida no constituye ayuda estatal con arreglo al artículo 107, apartado 1, del 
Tratado. En particular, las autoridades españolas alegan que la medida no otorga una ventaja económica 
a Correos puesto que las compensaciones por la OSU cumplen los criterios establecidos en la sentencia 
Altmark (19). Las autoridades españolas explican asimismo que la medida en cuestión no fue notificada porque se 
consideró que cumplía el conjunto de requisitos de la sentencia Altmark. 
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(16) La Comisión observa que algunas de estas cuestiones no parecen constituir ayudas estatales (por ejemplo, la supuesta fijación de precios 
predatorios), que otras no parecen referirse directamente a Correos (por ejemplo, las posibles subvenciones cruzadas de Correos 
Express) y que en otras los hechos no parecen demostrados (por ejemplo, la supuesta compensación para financiar campañas 
comerciales de comunicación de Correos). 

(17) La parte anónima también menciona el aumento del ámbito de la OSU mediante la Ley Postal de 2010 hasta el paquete de 20 
kilogramos como indicación del interés de Correos de incrementar su negocio a fin de competir, aprovechando su condición de 
prestador del servicio postal universal, con el resto de empresas de servicios de paquetería en el mercado español. 

(18) La Comisión evaluará las compensaciones por la OSU a Correos en virtud de la Ley Postal de 2010 en otra decisión (véase el 
considerando 32). 

(19) Asunto C-280/00, Altmark Trans GmbH y Regierungspräsidium Magdeburg/Nahverkehrsgesellschaft Altmark GmbH, ECLI:EU: 
C:2003:415. 



(94)  Las autoridades españolas sostienen que la medida cumple el tercer criterio Altmark, que exige que la 
compensación por la OSU no supere el coste neto (es decir, la diferencia entre los costes y los ingresos correspon­
dientes, más un beneficio razonable) de la obligación de servicio público. España alega que ha aplicado un 
método válido de compensación, que correspondería al método del coste evitado neto establecido por la 
Directiva 2008/6/CE. Las autoridades españolas aducen que utilizaron la metodología resultante del informe 
NERA, que la Comisión encargó a la empresa de consultoría National Economic Research Associates. Según las 
autoridades españolas, esta metodología es una aplicación válida del método del coste evitado neto. La Comisión 
se equivoca al asumir que el exceso de compensación, también en el contexto de la sentencia Altmark, solo puede 
calcularse utilizando el método de contabilidad analítica, llegándose a la conclusión de que, en el período 2004- 
2010, la compensación percibida por Correos superó lo que puede considerarse necesario para cubrir total 
o parcialmente los gastos ocasionados por la ejecución de su OSU. 

(95)  Las autoridades españolas aducen también que la medida cumple el cuarto criterio Altmark. El cuarto criterio 
Altmark exige que, en ausencia de un procedimiento de contratación pública, el nivel de la compensación 
recibida sea adecuado sobre la base de un análisis de los costes que una empresa media, bien gestionada y adecua­
damente equipada en el mismo sector habría soportado, teniendo en cuenta los ingresos correspondientes y un 
beneficio razonable por la ejecución de la obligación de servicio público. Según las autoridades españolas, la 
comparación solo puede efectuarse en relación con empresas del mismo sector, en este caso, el sector postal. 
España rebate las dudas planteadas por la Comisión en relación con las conclusiones alcanzadas en el informe de 
Frontier Economics, según las cuales la medida era conforme con el cuarto criterio Altmark. En opinión de las 
autoridades españolas, la Comisión no demostró en ninguna de sus decisiones que los operadores postales de 
Grecia e Italia fueran ineficientes. Además, España considera que para el cumplimiento del cuarto criterio 
Altmark no es relevante que el estudio se llevara a cabo a posteriori. En decisiones anteriores, la Comisión 
consideró que el hecho de que un estudio se realizara a posteriori no constituía un obstáculo para aceptar el 
cuarto criterio Altmark. En particular, España se remite a la Decisión de la Comisión de 21 de octubre de 2008 
relativa a la Poste Italiane (20). Además, en opinión de España, jurisprudencia reiterada ha aceptado los informes 
elaborados a posteriori. Concretamente, España menciona el asunto Chronopost-La Poste (21), en el que el Tribunal 
General validó un informe elaborado a posteriori. 

(96)  Las autoridades españolas consideran que, si la medida se considerara ayuda estatal, debería declararse compatible 
con el mercado interior con arreglo al artículo 106, apartado 2, del Tratado. En particular, consideran que la 
medida se atiene a los criterios de compatibilidad del Marco SIEG de 2012. 

(97)  Las autoridades españolas refutan las dudas planteadas por la Comisión en relación con la exhaustividad del acto 
de atribución que concreta las obligaciones de servicio público y los métodos de cálculo de la compensación. 
Según las autoridades españolas, el acto de atribución puede revestir la forma de uno o varios actos jurídicamente 
vinculantes. El Estado miembro es libre de elegir la forma específica del acto de atribución. Además, tampoco es 
necesario que el acto se denomine «de atribución». En particular, las autoridades españolas consideran que la 
medida cumple el requisito del punto 16, letra e), del Marco SIEG de 2012, según el cual el acto de atribución 
debe incluir un mecanismo para evitar y recuperar las posibles compensaciones excesivas. Ello se demuestra por 
el hecho de que la compensación excesiva concedida en 2005 se recuperó ulteriormente en ejercicios posteriores. 

(98)  Por lo que se refiere a la posibilidad de utilizar el coste evitado neto como método para calcular la compensación, 
las autoridades españolas precisan que el punto 69 del Marco SIEG de 2012 solo establece la no obligación de 
aplicar el método del coste evitado neto, pero nunca la prohibición del derecho de los Estados miembros 
a utilizar este método. Además, el punto 184 de la Guía relativa a la aplicación a los servicios de interés 
económico general y, en particular, a los servicios sociales de interés general, de las normas de la Unión en 
materia de ayudas estatales, de contratos públicos y de mercado interior (22) aclara que el fin que se persigue con 
la declaración de no aplicabilidad del método del coste evitado neto que figura en el punto 69 del Marco SIEG de 
2012 es ahorrar a los Estados miembros una dificultad añadida en el caso de las medidas que existían antes de la 
obligación de utilizar el método del coste evitado neto. Por consiguiente, las autoridades españolas consideran 
que ese método, aplicado por España, es un método válido que puede utilizarse legítimamente para calcular las 
compensaciones concedidas antes de 2012. 
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(20) Véase la Decisión 2009/554/CE de la Comisión, de 21 de octubre de 2008, relativa a la ayuda estatal C 49/06 (ex NN 65/06) ejecutada 
por Italia para remunerar a Poste Italiane por la colocación de certificados de ahorro postales (DO L 189 de 21.7.2009, p. 3). 

(21) Asunto T-613/97, UFEX y otros/Comisión, ECLI:EU:T:2006:150. 
(22) Publicado por la Comisión el 18 de febrero de 2013 (http://ec.europa.eu/competition/state_aid/overview/new_guide_eu_rules_ 

procurement_en.pdf) 

http://ec.europa.eu/competition/state_aid/overview/new_guide_eu_rules_procurement_en.pdf
http://ec.europa.eu/competition/state_aid/overview/new_guide_eu_rules_procurement_en.pdf


(99)  Como se ha explicado en el considerando 94, las autoridades españolas consideran que la metodología española 
para el cálculo de la compensación de la prestación de la OSU, y que se basaba en el informe NERA, es 
equivalente al método del coste evitado neto. Estiman irrelevante a este respecto que la metodología española no 
incluya incentivos para la eficiencia de costes y beneficios inmateriales, ya que esos dos criterios no existían en la 
época en que España aplicó la metodología. Esos criterios fueron introducidas posteriormente por la Directiva 
2008/6/CE y el Marco SIEG de 2012. 

(100)  Las autoridades españolas no comparten la metodología ni los criterios aplicados por la Comisión en relación 
con el beneficio razonable en la Decisión de incoación de 2016. Alegan que no debe existir un rango de 
beneficio razonable de referencia aplicable a todos los operadores postales y que cada caso ha de juzgarse en 
función de sus propias características. El rango de beneficio razonable de referencia aplicado por la Comisión en 
su Decisión de 25 de enero de 2012 (23), relativa a bpost, no debe establecerse como referencia para otros 
operadores postales. En primer lugar, el asunto bpost difiere considerablemente del de Correos, en la medida en 
que no guarda relación con la prestación de la OSU, sino con otros SIEG. En segundo lugar, la Comisión no ha 
aplicado de manera coherente el rango de beneficio razonable de referencia establecido en la Decisión bpost, ya 
que ha permitido márgenes superiores en otras de sus decisiones (24). 

5.1.2. EXENCIÓN DEL IMPUESTO SOBRE BIENES INMUEBLES (IBI) Y DEL IMPUESTO SOBRE ACTIVIDADES 
ECONÓMICAS (IAE) 

(101)  Por lo que se refiere a la exención tributaria en relación con el IBI, las autoridades españolas explican que la Ley 
Postal de 1998 y la Ley Postal de 2010 no eximían a Correos del pago del IBI. Sin embargo, algunos tribunales 
españoles, al interpretar las disposiciones de ambas Leyes postales, consideraron que la exención del IBI era 
aplicable a Correos. Las autoridades españolas explican que la exención tributaria se aplica en muy contadas 
ocasiones. De hecho, ha sido aplicada de forma efectiva por solo 94 entidades locales de Correos, de las 13 000 
entidades existentes. 

(102)  Las autoridades españolas consideran que las exenciones tributarias no pueden ser imputables al Estado porque se 
derivan de resoluciones de los órganos jurisdiccionales españoles en las que se dictamina el reembolso a Correos 
del IBI previamente pagado por la compañía. 

(103)  En lo que respecta a la exención del IAE, las autoridades españolas estiman que debe considerarse ayuda existente. 
Esa exención tributaria habría estado en vigor desde antes de la adhesión de España a la CEE en 1986. Según las 
autoridades españolas, la exención del IAE se remonta a 1966, cuando se adoptó el Impuesto sobre Actividades y 
Beneficios Comerciales e Industriales mediante el Decreto 3313/1966, de 29 de diciembre. La Ley 39/1988, de 
28 de diciembre, sustituyó dicho Impuesto en su modalidad de Cuota de Licencia por el Impuesto sobre 
Actividades Económicas (IAE). Según las autoridades españolas, este impuesto no ha sufrido modificaciones 
sustanciales desde 1966, a pesar de que Correos disfrutaba de una exención plena cuando era un órgano adminis­
trativo debido a su naturaleza. 

5.1.3. AMPLIACIONES DE CAPITAL DE 2004, 2005 Y 2006 

(104)  Las autoridades españolas consideran que las ampliaciones de capital realizadas en 2004, 2005 y 2006 no 
constituyen ayuda estatal, puesto que cumplen el PIEM. 

(105)  Subrayan que estas ampliaciones vinieron precedidas de evaluaciones económicas ex ante comparables a las que 
cualquier inversor privado habría realizado. Las ampliaciones de capital estaban previstas en los planes de 
actuación plurianual aprobados por el Estado como accionista y se recogían en los Presupuestos Generales del 
Estado, reflejo a su vez de los planes estratégicos de la compañía elaborados con la finalidad de lograr una 
expansión en áreas de negocio con mejores perspectivas, así como mejoras en la eficiencia de la entidad en un 
contexto de una marcada ralentización del mercado postal. 
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(23) Decisión 2012/321/UE de la Comisión, de 25 de enero de 2012, relativa a la medida SA.14588 (C 20/09) ejecutada por Bélgica en favor 
de De Post – La Poste (actualmente «bpost») (DO L 170 de 29.6.2012, p. 1). 

(24) Véase, por ejemplo, la Decisión de la Comisión, de 28 de marzo de 2012, en el asunto SA.33054 (2012/N) – Compensación por los 
costes netos incurridos en mantener una red no comercialmente viable durante el período 2012-2015 y la continuación de un 
instrumento de capital circulante (DO C 121 de 26.4.2012, p. 1) y la Decisión 2012/636/UE de la Comisión, de 25 de enero de 2012, 
relativa a la medida 36/07 (ex NN 25/07) ejecutada por Alemania a favor de Deutsche Post AG (DO L 289 de 19.10.2012, p. 1). 



(106)  En concreto, los planes estratégicos del período 2001-2006 establecían actuaciones dirigidas a completar el 
proceso de modernización de la empresa, persiguiendo los siguientes objetivos: 

a)  Garantizar la sostenibilidad futura del negocio postal mejorando la eficiencia, potenciando las líneas de 
negocio de superior valor añadido. 

b)  Fortalecer los negocios con mejores perspectivas de crecimiento a medio plazo. 

c)  Fomentar el desarrollo tecnológico en la gestión de bases de datos, «mailroom», etc. 

d)  Modernizar y adaptar el modelo de gestión de Correos al contexto de mercado. 

(107)  Según las autoridades españolas, la ejecución de esos objetivos aconsejaba dotar a la compañía de recursos 
adicionales, para llevar a cabo las inversiones necesarias. Una vez analizada la estrategia de la empresa, el 
accionista decidió efectuar tres ampliaciones de capital por un importe total de 48,08 millones EUR, por importe 
de 16,027 millones EUR cada una de estas ampliaciones, a aplicar en los ejercicios 2004, 2005 y 2006. Esta 
capitalización se consideró elemento fundamental para alcanzar los ratios de rentabilidad previstos en los planes 
de actuación de la compañía y reflejados en las evaluaciones efectuadas por el accionista único. En efecto, las 
ampliaciones de capital respondieron a la necesidad de acometer inversiones «incrementales» o adicionales 
respecto a las que, con carácter habitual, venía realizando la compañía. 

(108)  Las autoridades españolas sostienen, además, que la evaluación se materializó en un marco de perspectivas de 
negocio y resultados ligado a la capitalización, marco elaborado con un horizonte de cinco años, plazo razonable 
para valorar la adecuación de las decisiones de inversión. Esas proyecciones se reflejaron en los Planes de 
Actuación Plurianual (PAP), a su vez integrados en los Presupuestos Generales del Estado. El PAP aprobado en el 
ejercicio 2004 mostraba un crecimiento de la volumen de negocios anual del 3,6 % y una mejora del resultado 
neto positivo, con márgenes medios cercanos al 5 % anual, todo ello en relación con un escenario estático en 
ausencia de capitalización. Esos resultados se alcanzaban considerando que se realizaban sendos desembolsos de 
capital en 2004, 2005 y 2006, permitiendo así la plena implementación de las líneas de actuación previstas en 
los planes estratégicos en lo que se refiere a inversiones. 

(109)  Las previsiones incluidas en el PAP y recogidas en los Presupuestos Generales del Estado resultan plenamente 
equiparables a las que un inversor privado en una economía de mercado habría realizado. Constituyen la base 
sobre la que se apoyó el Estado, en su calidad de accionista, para adoptar la decisión de efectuar tres ampliaciones 
del capital social de la compañía por un montante total de 48 081 000 EUR. 

(110)  Esas previsiones, elaboradas ex ante, se muestran en el cuadro 3. 

Cuadro 3 

PAP 2004  

2005 2006 2007 2008 

Importe neto cifra de negocio (miles de eu­
ros) 

1 897 475 1 975 031 2 047 873 2 115 371 

Crecimiento cifra de negocio 3,4 % 4 % 3,6 % 3,2 % 

Resultado neto del ejercicio (miles de euros) 78 092 97 214 106 038 113 403 

Margen neto previsto 4,1 % 4,9 % 5,1 % 5,3 %  

(111)  Las autoridades españolas explican que los PAP constituyen sólidos análisis ex ante de proyecciones económicas y 
financieras. Las previsiones incluidas en los mismos mostraban niveles de rentabilidad equivalentes a los que 
hubiera exigido un inversor privado, quedando plenamente justificada la decisión de ampliar el capital social, con 
el fin de facilitar a la sociedad la ejecución de las inversiones precisas para alcanzar los márgenes 
proyectados. Estos márgenes de rentabilidad hubieran conducido a cualquier inversor privado, según las 
autoridades españolas, a adoptar una decisión similar. 
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(112)  España indica que adoptó la decisión de ampliar el capital social y realizar el desembolso por un importe de 
16,027 millones EUR el 13 de diciembre de 2004, en función del PAP del ejercicio 2004 con las proyecciones 
financieras favorables mostradas en el cuadro 1. Asimismo, las decisiones de las sucesivas ampliaciones fueron 
adoptadas por el accionista, respectivamente, el 5 de diciembre de 2005 y el 29 de diciembre de 2006, 
igualmente en función de los PAP correspondientes. España también señala que la evolución real de los 
parámetros contemplados en los PAP mejoraron ampliamente las proyecciones financieras, como puede 
observarse en el cuadro 4. 

Cuadro 4 

Datos reales  

2005 2006 2007 2008 

Importe neto cifra de negocio (miles de eu­
ros) 

1 940 000 2 014 400 2 106 600 2 141 000 

Resultado neto del ejercicio 9,1 % 7 % 4,9 % 3,6 % 

Margen neto 4,3 % 9,1 % 7 % 4,9 %  

(113)  Como complemento a lo anteriormente expuesto, las autoridades españolas aportaron también una prueba del 
inversor privado realizada ex post por Ernst & Young, en la que se concluye que la TIR de las ampliaciones de 
capital examinadas ascendió a 9,29 %, siendo el coste de capital de mercado de dicha inversión del 7,87 %. 

(114)  A este respecto, las autoridades españolas consideran que los reparos expuestos por la Comisión en la Decisión 
de incoación de 2016, basados en el asunto Comisión/EDF (25), sobre la necesidad de operar el análisis de 
rentabilidad con carácter previo a la inversión, no tienen en cuenta que se efectuó una evaluación económica ex 
ante, sirviendo el criterio del inversor privado incluido en el informe como elemento complementario que ratifica 
el fundamento del principio PIEM aplicado. 

(115)  Las autoridades españolas niegan más concretamente la pertinencia de la sentencia Comisión/EDF en el caso que 
se analiza, ya que EDF operaba en condiciones normales de mercado mientras que a Correos se le encomendó la 
OSU. Alegan que, cuando se analizan las medidas adoptadas en relación con una empresa pública que opera en 
un sector con OSP, no cabe reputar como no válido un análisis de rentabilidad ex post, puesto que la prestación 
del servicio económico general no responde estrictamente a una lógica comercial, resultando necesario en este 
caso tener en cuenta todos los datos objetivos y verificables disponibles. 

(116)  Siguiendo esta lógica, las autoridades españolas consideran que una jurisprudencia más pertinente serían los 
asuntos Chronopost I (26) y Chronopost II (27), en los que el Tribunal de Justicia de la Unión Europea refrendó el 
análisis efectuado por la Comisión en la Decisión 98/365 (28) en las dos sentencias que dictó como consecuencia 
de los correspondientes recursos interpuestos contra dicha Decisión. En ella, la Comisión había analizado si el 
comportamiento del operador postal francés (La Poste) como accionista de SFMI -Chronopost se justificaba desde 
un punto de vista comercial con arreglo al criterio de un inversor privado en una economía de mercado y había 
comparado la TIR obtenida de las ampliaciones de capital realizadas por el Estado en favor de La Poste y el coste 
de los fondos propios sobre una base ex post. 

(117)  Por último, las autoridades españolas explican que si la Comisión negara que las ampliaciones de capital 
cumplieron el PIEM, las ampliaciones deberían examinarse en función del artículo 106, apartado 2, del Tratado 
por constituir recursos dedicados a la cobertura del servicio público, no ostentando en modo alguno la conside­
ración de potenciales ayudas al funcionamiento, tanto por el destino de los fondos como por la naturaleza de los 
mismos. 
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(25) Asunto C-124/10 P, Comisión/EDF, ECLU:EU:C:2012:318. 
(26) Sentencia del Tribunal de Justicia, de 3 de julio de 2003, asuntos acumulados C-83/01 P, C-93/01 P y C-94/01 P, Chronopost/UFEX y 

otros, ECLI:EU:C2003:388. 
(27) Sentencia del Tribunal de Justicia, de 1 de julio de 2008, asuntos acumulados C-341-06 y C-342/06 P, Chronopost y La Poste/UFEX y 

otros, ECLI:EU:C2008:375. 
(28) Decisión 98/365/CE de la Comisión, de 1 de octubre de 1997, relativa a las ayudas que Francia habría otorgado a SMFI-Chronopost 

(DO L 164 de 9.6.1998, p. 37). 



5.1.4. LA DISTRIBUCIÓN DE MATERIAL ELECTORAL DE LOS CANDIDATOS POLÍTICOS 

(118)  Las autoridades españolas consideran que el reparto de material electoral por parte de Correos no constituye 
ayuda estatal en el sentido del artículo 107, apartado 1, del Tratado. Todas las actividades llevadas a cabo por 
Correos en el contexto de la organización de elecciones y, en particular el reparto de propaganda electoral 
relativa a los candidatos políticos, no son actividades económicas, ya que forman parte de las funciones del 
Estado. 

(119)  En particular, por lo que respecta a la distribución de la propaganda electoral de los candidatos, las autoridades 
españolas no admiten las conclusiones alcanzadas en la Decisión de incoación de que la medida constituye una 
actividad económica. Alegan que el Estado no ha introducido mecanismos de mercado para asegurar que todos y 
cada uno de los eventuales electores reciban un envío de propaganda electoral por los candidatos electorales. Un 
procedimiento electoral está constituido por un conjunto de actividades, todas ellas necesarias, interrelacionadas y 
encaminadas a un fin esencial: garantizar el derecho fundamental de votar. Por lo tanto, esta actividad debe 
considerarse una función del Estado. 

(120)  Según las autoridades españolas, aun cuando se considerase que la medida constituye ayuda, sería ayuda existente, 
ya que es anterior a la adhesión de España a la Comunidad Económica Europea en 1986. La compensación 
concedida a los candidatos electorales por la distribución de material electoral está en vigor desde 1977 sin que 
haya sufrido ningún tipo de modificación sustancial. El artículo 44, apartado 3, del Real Decreto-Ley 20/1977, de 
18 de marzo, sobre Normas Electorales, establecía que por Orden Ministerial se fijarían tarifas postales especiales 
para los envíos de propaganda electoral de los candidatos políticos. La Orden Ministerial de 3 de marzo de 1977 
y la Orden Ministerial de 4 de mayo de 1977 establecieron que la tarifa aplicable a los envíos de hasta 50 gramos 
de peso sería de 1 peseta, tarifa que se ha mantenido inalterada desde entonces. 

(121)  El artículo 59 de la Ley Orgánica 5/1985, de 19 de junio, del Régimen Electoral General reiteró la obligación de 
fijar por Orden Ministerial tarifas especiales para los envíos postales de propaganda electoral. La Orden 
Ministerial de 30 de octubre de 1985 estableció en su artículo 1 que seguían siendo aplicables las tarifas 
especiales de la Orden Ministerial de 3 de mayo de 1977. Posteriormente, la Orden Ministerial de 30 de abril de 
1986 estableció en su artículo 1 que las tarifas especiales previstas en el artículo 1 de la Orden Ministerial de 
30 de octubre de 1985 seguían siendo aplicables, es decir, las tarifas especiales de la Orden Ministerial de 3 de 
mayo de 1977. El artículo 12 del Real Decreto 605/1999, de 6 de abril, y las Leyes Postales de 1998 y de 2010 
no modificaron la tarifa especial aplicable a los candidatos electorales, que se establece actualmente en el artículo 
59 de la Ley Orgánica 5/1985, de 19 de junio, del Régimen Electoral General y que hace referencia a las tarifas 
especiales establecidas en la Orden Ministerial de 3 de marzo de 1977. 

(122)  Además, las autoridades españolas afirman que, si la medida se considerara ayuda estatal, debería declararse 
compatible con el mercado interior con arreglo al artículo 106, apartado 2, del Tratado. 

(123)  Dado el plazo de prescripción de diez años contemplado en la Decisión de incoación (14 de febrero de 2004 
a 14 de febrero de 2014), las autoridades españolas alegan que el período examinado debería ser 2004-2012, ya 
que en 2013 no tuvo lugar ningún proceso electoral. 

(124)  La atribución de un servicio de interés económico general durante el período 2004-2011 se realizó mediante 
Orden Ministerial, en la que se indicaba el contenido, alcance y duración de las obligaciones de servicio 
público. La atribución del servicio de interés económico general a Correos durante los años 2011 y 2012 se llevó 
a cabo mediante Acuerdo del Consejo de Ministros, para cada una de las elecciones. En dichos Acuerdos se 
indican la naturaleza, contenido, alcance y duración del servicio de interés económico general. Por otra parte, en 
el cuadro 4 se acredita que, en todo caso, la compensación total recibida por Correos por el envío de propaganda 
electoral durante las elecciones celebradas en los años 2004 a 2012 no excedió de los costes incurridos. 

Cuadro 5 

Compensación insuficiente de Correos por el envío de propaganda electoral 

(EUR) 

Año Ámbito electoral Costes 
totales 

Ingresos 0,006 
EUR por envío 

Compensación por 
distribución del mate­

rial electoral 

Ingresos + 
compensación 
costes totales 

2004 Nacional […] (*) […]  27 182 926 […] 

2005 Autonómico […] […]  3 670 281 […] 
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(EUR) 

Año Ámbito electoral Costes 
totales 

Ingresos 0,006 
EUR por envío 

Compensación por 
distribución del mate­

rial electoral 

Ingresos + 
compensación 
costes totales 

2006 Autonómico […] […]  4 528 376 […] 

2007 Nacional/Autonómico […] […]  19 536 604 […] 

2008 Nacional/Autonómico […] […]  19 609 632 […] 

2009 Nacional/Autonómico […] […]  14 603 021 […] 

2010 Autonómico […] […]  4 620 588 […] 

2011 Nacional/Autonómico […] […]  40 092 858 […] 

2012 Autonómico […] […]  14 268 978 […] 

2013 No aplicable […] […]   […] 

TOTAL […] […]  148 113 264 […] 

(*)  Secreto comercial.  

5.2. OBSERVACIONES DE ESPAÑA A LAS OBSERVACIONES PRESENTADAS POR TERCEROS 
INTERESADOS 

(125)  En primer lugar, las autoridades españolas ponen de manifiesto que la denunciante cuyo escrito originó este 
procedimiento, no ha presentado observaciones a la Decisión de incoación de 2016. Las autoridades españolas 
toman nota de que los únicos terceros que han presentado observaciones son la entidad Correos y Telégrafos, SA 
y una parte anónima representativa del sector de la paquetería, como puede deducirse del contenido de las 
observaciones formuladas. 

5.2.1. OBSERVACIONES A LAS OBSERVACIONES PRESENTADAS POR EL TERCERO ANÓNIMO 

(126)  Las autoridades españolas se remiten a sus observaciones sobre la Decisión de incoación de 2016 en relación con 
una serie de cuestiones respecto de las cuales el tercero anónimo no aporta ningún argumento adicional. 

(127)  Además, las autoridades españolas formulan algunas observaciones adicionales sobre las siguientes cuestiones 

5.2.1.1. Extensión del período de investigación 

(128)  Las autoridades españolas consideran que la solicitud de extensión de la investigación al período prescrito es 
inadmisible e incongruente, ya que, de acuerdo con reiterada jurisprudencia del Tribunal de Justicia, la Comisión 
solo somete al procedimiento de investigación formal previsto en el artículo 108, apartado 2, del Tratado las 
medidas que planteen serias dudas de compatibilidad, siempre que las mismas se hayan ejecutado fuera del 
período de prescripción de diez años. Asimismo, las autoridades españolas observan que la parte anónima ha 
reconocido este extremo en sus observaciones, al afirmar: «Está claro que estos importes no pueden ser objeto del 
procedimiento de investigación, en cuanto ha prescrito la posibilidad de fiscalizarlos». 

(129)  Las autoridades españolas consideran, además, que la solicitud de extensión de la investigación al período 
posterior a 2010 carece de fundamento, puesto que el Estado español se limitó a efectuar anticipos a cuenta que 
serán objeto del correspondiente ajuste una vez determinado el coste neto, tras la notificación del nuevo Plan de 
Prestación y el pronunciamiento sobre el mismo de la Comisión Europea. 
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(130)  Estiman que este tercero reconoce implícitamente que la determinación del coste neto solo podrá realizarse tras la 
adopción del nuevo Plan de Prestación, ya que en sus observaciones cita la memoria de las cuentas anuales de 
Correos del ejercicio 2014, que dice lo siguiente: «Eventualmente, una Resolución de la CNMC (29) respecto del cálculo 
del coste neto del SPU de los ejercicios 2011, 2012 y 2013 que no fuera coincidente con lo consignado en los Presupuestos 
Generales del Estado, podría tener impacto en los importes contabilizados. Dicho impacto final no podría ser calculado hasta 
la entrada en vigor del nuevo Plan de Prestación que es el que fijará la metodología y conceptos para el cálculo del coste 
neto». 

5.2.1.2. Supuestas ventajas asociadas a la exención del IVA 

(131)  Por lo que se refiere a la exención del IVA, las autoridades españolas explican que está establecida por la 
normativa española en plena conformidad con lo dispuesto por la Directiva 2006/112/CE del Consejo, de 28 de 
noviembre de 2006, relativa al sistema común del impuesto sobre el valor añadido que regula esta materia. Las 
autoridades españolas recuerdan asimismo que el elemento esencial de imputabilidad no concurre cuando la 
medida nacional transpone un acto comunitario no sujeto a margen de discreción alguno, como se determinó en 
la sentencia del Tribunal de Justicia de 23 de abril de 2009 en el asunto C-460/07, Puffer (30). 

5.2.1.3. Supuestas compensaciones concedidas por el Estado para financiar sus campañas de publicidad y 
comunicación 

(132)  Las autoridades españolas niegan que Correos pueda haberse beneficiado de ayudas para financiar sus campañas 
de publicidad y de comunicación. 

(133)  En particular, aclaran que los Planes de Publicidad y Comunicación Institucional mencionados por el tercer 
interesado anónimo como indicio de tal ayuda incluyen el conjunto de actuaciones realizadas por los órganos de 
la Administración General del Estado y de las empresas públicas en este ámbito, con fines estadísticos, pero que 
los costes de publicidad de Correos mencionados en esos Planes se han realizado siempre con cargo a su 
presupuesto. 

(134)  Las autoridades españolas explican que, como se indica en el propio Plan, la Comisión de Publicidad y 
Comunicación Institucional, órgano colegiado administrativo, incluye en dicho Plan todas las campañas institu­
cionales que prevea desarrollar la Administración General del Estado y sus entidades adscritas. Correos y 
Telégrafos, SA, al igual que las restantes empresas públicas, desarrolla sus propios planes de publicidad 
financiados con cargo a sus propios recursos, incluyéndose los mismos dentro del citado Plan únicamente a los 
meros efectos estadísticos. 

5.2.2. OBSERVACIONES A LAS OBSERVACIONES PRESENTADAS POR CORREOS 

(135)  Las autoridades españolas expresan su conformidad con las observaciones presentadas por la entidad Correos y 
Telégrafos, SA. 

(136)  Desean matizar la solicitud presentada por dicha entidad en sus observaciones escritas de que los dividendos 
repartidos deban imputarse a una minoración del exceso de compensación indicado por la Decisión de incoación 
de 2016, reiterando que, hasta la fecha, no ha resultado acreditada la existencia de exceso de compensación 
alguna. 

(137)  No obstante, España también reitera sus observaciones subrayando la necesidad de tomar en consideración el 
pago de estos dividendos a los efectos de minorar cualquier potencial ayuda que pudiera determinarse al término 
del procedimiento formal de investigación. Dichos dividendos, otorgados con carácter extraordinario y no 
recurrente por Correos al Estado, deben, según las autoridades españolas, computarse a efectos de cálculo de los 
recursos públicos puestos a disposición de Correos, de conformidad con la Decisión «Statsbaner» de la 
Comisión (31). 
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(29) Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia: la CNMC adoptará resoluciones cuando se haya establecido el coste neto del 
servicio postal universal y la carga injusta para estos años. 

(30) Sentencia C-460/07, Sandra Puffer/Unabhängiger Finanzsenat, Außenstelle Linz, ECLI:EU:C:2009:254. 
(31) Decisión 2011/3/UE de la Comisión, de 24 de febrero de 2010, relativa a los contratos de servicio público de transporte entre el 

Ministerio de Transportes danés y Danske Statsbaner [ayuda C 41/08 (ex NN 35/08)] (DO L 7 de 11.1.2011, p. 1). 



5.3. OBSERVACIONES ADICIONALES DE ESPAÑA 

5.3.1. ENFOQUES ALTERNATIVOS PARA EL CÁLCULO DE UNA COMPENSACIÓN EXCESIVA DE LA OSU 
EN EL PERÍODO 2004-2010 

(138)  Reiterando que las compensaciones por la OSU otorgadas a Correos en el período 2004-2010 no constituyen 
ayuda estatal y que, de constituir ayuda estatal, deberían considerarse compatibles, las autoridades españolas 
consideran que, incluso aceptando el enfoque de la Comisión en la Decisión de incoación de 2016 sobre la 
utilización del método de asignación de costes (32), el cálculo de las eventuales sobrecompensaciones solo podría 
basarse en las premisas siguientes: 

(139)  En primer lugar, el sector reservado y el sector no reservado deben tratarse por separado: el sector reservado 
corresponde a los servicios postales universales prestados en régimen de monopolio; el sector no reservado 
comprende los servicios postales universales. Adicionalmente, la compensación en el sector reservado aplica un 
método cuyos resultados equivalen de forma perfectamente idéntica a los del método de asignación de costes, 
mientras que el sector no reservado aplica el método del coste evitado neto; la compensación se calcula y se 
determina por separado para cada sector. En consecuencia, estos sectores deben considerarse dos SIEG diferen­
ciados sujetos a evaluaciones separadas y a métodos diferentes de compensación. Con arreglo a la metodología 
española, la compensación en el sector reservado corresponde a su coste contable neto (diferencia entre el total 
de costes y los ingresos), mientras que la compensación en el sector no reservado se calcula mediante un método 
del coste evitado neto, al computarse tan solo la suma de las pérdidas de los segmentos deficitarios del sector no 
reservado, partiendo de la hipótesis de que cualquier operador privado no sujeto a obligaciones de servicio 
público discontinuaría los servicios deficitarios. 

(140)  Conforme a esta lógica, de un total de aproximadamente 955,237 millones EUR de la compensación total por la 
OSU otorgada a Correos en el período 2004-2010, aproximadamente 637,850 millones EUR (la pérdida contable 
del sector reservado) se asignarían al sector reservado y el resto (317,387 millones EUR) al sector no reservado 
(véase el cuadro 5). 

Cuadro 6 

Compensaciones por la OSU en los sectores reservado y no reservado 

(en millones EUR)  

2004 2005 2006 2007 2008 2009 2010 Total 

Sector reservado  46,171  40,435  39,558  80,823  101,783  176,559  152,521  637,850 

Sector no reservado  44,859  47,294  55,199  39,441  40,863  45,919  43,812  317,387 

Total  91,030  87,729  94,757  120,264  142,646  222,478  196,333  955,237  

(141)  Las autoridades españolas consideran que las dos compensaciones deben evaluarse separadamente, lo que 
conduce a un resultado diferente del alcanzado por la Comisión en la Decisión de incoación de 2016. 

5.3.1.1. Evaluación de las compensaciones al sector reservado de la OSU 

(142)  Las autoridades españolas proponen evaluar las compensaciones al sector reservado del servicio universal 
aplicando el método de asignación costes y una rentabilidad sobre ventas (33) (en lo sucesivo, «ROS») de referencia 
del 4,8 % (referencia utilizada en el asunto bpost para encomiendas con bajo nivel de riesgo). 
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(32) Según el método de asignación de costes, el coste neto de una obligación de servicio público como la OSU es la diferencia entre los 
costes incurridos y los ingresos obtenidos en la ejecución de las obligaciones de servicio público. Según ese método, puede añadirse un 
beneficio razonable al coste neto, a efectos del cálculo del importe máximo de compensación admisible. 

(33) La rentabilidad sobre ventas es una medida de la rentabilidad, también conocida como margen de beneficio de explotación. Se calcula 
como la ratio entre el beneficio neto de explotación (antes de intereses e impuestos) y los ingresos por ventas. Más concretamente, el 
beneficio neto de explotación es la diferencia entre ingresos y gastos de explotación. 



(143)  De este enfoque se desprende claramente una infracompensación de Correos por la prestación de este SIEG, ya 
que las ayudas otorgadas al sector reservado del servicio universal corresponden exactamente a su coste contable 
neto, como muestra el cuadro 6, y la infracompensación es equivalente al montante del beneficio razonable no 
computado. 

Cuadro 7 

Infracompensación del sector reservado de la OSU 

(en millones EUR) 

Sector reservado de la OSU 2004 2005 2006 2007 2008 2009 2010 Total 

Ingresos […] […] […] […] […] […] […] […] 

Costes […] […] […] […] […] […] […] […] 

Coste neto = Costes-Ingresos […] […] […] […] […] […] […] […] 

Beneficio razonable (hipótesis de 
4,8 % ROS) 

[…] […] […] […] […] […] […] […] 

Coste neto + beneficio razonable […] […] […] […] […] […] […] […] 

Compensación máxima susceptible 
de otorgarse a Correos 

[…] […] […] […] […] […] […] […] 

Compensación otorgada a Correos 46,171 40,435 39,558 80,823 101,783 176,559 152,521 637,850 

Infracompensación = compensa­
ción máxima – compensación 
otorgada 

[…] […] […] […] […] […] […] […]  

(144)  Las autoridades españolas explican que, dado que se ha infracompensado a Correos por la prestación de los 
Servicios Universales Reservados y que se cumplen las demás condiciones del Marco SIEG de 2012, la 
compensación otorgada por dichos Servicios debería considerarse compatible. 

5.3.1.2. Evaluación de las compensaciones al sector no reservado de la OSU 

(145)  Las autoridades españolas consideran que, en lo que respecta a los servicios no reservados de la OSU, cabe 
aplicar el valor de referencia utilizado en el asunto bpost para encomiendas con alto nivel de riesgo. 

(146)  No obstante, en tal hipótesis, las autoridades españolas reconocen que el sector no reservado de la OSU mostraría 
un coste neto negativo en cada ejercicio, es decir, un beneficio neto que no permitiría otorgar ningún tipo de 
compensación, tal como se muestra en el cuadro 7. 

Cuadro 8 

Sobrecompensación del sector no reservado de la OSU 

(en millones EUR) 

Sector no reservado de la OSU 2004 2005 2006 2007 2008 2009 2010 Total 

Ingresos […] […] […] […] […] […] […] […] 

Costes […] […] […] […] […] […] […] […] 
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(en millones EUR) 

Sector no reservado de la OSU 2004 2005 2006 2007 2008 2009 2010 Total 

Coste neto = Costes-Ingresos […] […] […] […] […] […] […] […] 

Beneficio razonable (hipótesis de 
7,4 % ROS) 

[…] […] […] […] […] […] […] […] 

Coste neto + beneficio razonable […] […] […] […] […] […] […] […] 

Compensación máxima 0,000 0,000 0,000 0,000 0,000 0,000 0,000 0,000 

Compensación otorgada 44,859 47,294 55,199 39,441 40,863 45,919 43,812 317,387 

Exceso de compensación = com­
pensación otorgada – compensa­
ción máxima 

44,859 47,294 55,199 39,441 40,863 45,919 43,812 317,387  

(147)  Con arreglo a este enfoque, la compensación asignada al sector no reservado de la OSU podría considerarse 
incompatible en la medida que compensó en exceso a Correos. Sin embargo, las autoridades españolas también 
subrayan que los dividendos deben tomarse en consideración al reducir de facto el montante de la compensación 
otorgada a Correos, como se explica en los considerandos 148 a 152. 

5.3.2. DIVIDENDOS 

(148)  Las autoridades españolas explican que Correos ha pagado dividendos en el período 2004-2010. 

Cuadro 9 

Dividendos abonados por Correos 

(en millones EUR)  

2004 2005 2006 2007 2008 2009 2010 Total 

Dividendos abonados  0,000  0,000  29,775  30,576  51,958  38,966  0,000  151,275  

(149)  Las autoridades españolas explican que dichos dividendos no deben considerarse una remuneración del 
accionista, ya que han desempeñado más bien el papel de un mecanismo implícito de reembolso que permite 
a las autoridades españolas, dadas las particulares circunstancias del caso, reducir potenciales excesos de 
financiación recuperando recursos de la compañía. El Estado decidió, en uso de su capacidad de autoridad 
presupuestaria, incluir tal previsión en cada uno de los Presupuestos Generales del Estado adoptados en el 
período 2005-2008 para corregir potenciales excesos de financiación identificados en el año previo al que tales 
decisiones presupuestarias se adoptaron. No se adoptó tal decisión en los ejercicios 2009 y 2010, dado que las 
previsiones adelantaban pérdidas en la compañía en dichos años. 

(150)  En primer lugar, las autoridades españolas explican que la decisión de distribuir dividendos resulta imputable al 
Estado español, en su calidad de autoridad pública, y no a la dirección de Correos. A este respecto, las 
autoridades españolas explican lo siguiente: 

a)  La disposición sobre el pago de dividendos por Correos se refleja en los Presupuestos Generales del Estado 
tanto en la partida de Capital de la compañía como en el capítulo de Ingresos no tributarios del Estado. Los 
Presupuestos Generales del Estado se adoptan mediante un Anteproyecto de Ley aprobado por el Consejo de 
Ministros y sometido al Parlamento para su adopción definitiva. 
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b)  La necesidad de realizar ajustes en la financiación a través de los dividendos se basa en los resultados de la 
compañía del año anterior al año en que se reflejan en los Presupuestos Generales del Estado, ya que tales 
resultados constituyen los únicos disponibles en el momento de la adopción del anteproyecto de Ley de 
Presupuestos adoptado en septiembre de cada ejercicio. 

c)  Correos como compañía carecía de todo interés en pagar dividendos al Estado, que de todos modos se había 
comprometido a pagar la compensación por el SPU hasta 2010. 

(151)  En segundo lugar, las autoridades españolas explican que, debido a las circunstancias, los dividendos eran la única 
modalidad disponible para modular toda financiación potencialmente excesiva en determinados años, por las 
siguientes razones: 

a) En 2000, España suscribió un contrato con Correos que establecía una compensación pagadera automáti­
camente, basada en un cálculo predefinido, hasta el ejercicio 2010. 

b) Si bien las autoridades españolas no realizaron un examen formal para determinar potenciales sobrecompensa­
ciones, eran conscientes de que la situación financiera especialmente favorable de la compañía constituía 
evidencia de que posiblemente parte de la financiación no fuera necesaria en determinados años. 

c)  En tales circunstancias, la distribución de dividendos constituía el único medio legal a disposición del Estado 
para reducir el potencial exceso de financiación otorgado a Correos, en ausencia de mecanismos alternativos 
en el citado contrato. Los dividendos actuaron en este caso como una especie de mecanismo de modulación. 

d)  Las autoridades españolas subrayan asimismo que Correos no derivó ninguna ventaja económica especial por 
tales potenciales excesos de financiación y su reembolso a través de los dividendos. La compañía mostraba 
una tasa elevada de rentabilidad en esos años (no necesitando fondos adicionales para asegurar su funciona­
miento), no tomó préstamos bancarios (de modo que no se benefició de su mayor grado de solvencia) ni 
adquirió otras empresas. 

(152)  De acuerdo con lo anterior, las autoridades españolas explican que los dividendos abonados en el año N, se 
decidieron en el año N-1 basándose en los resultados contables del año N-2. En consecuencia, tales dividendos 
persiguen modular la sobrecompensación del año N-2, como se resume en el cuadro 9. 

Cuadro 10 

Dividendos y sobrecompensación  

(en millones EUR)  

Importe de los 
dividendos Año de pago Año relacionado de 

sobrecompensación 

Importe de la sobre­
compensación del 
año relacionado 

Sobrecompensación 
ajustada del año rela­

cionado   

29,775 2006 2004  44,859  15,084   

30,576 2007 2005  47,294  16,718   

51,958 2008 2006  55,199  3,241   

38,966 2009 2007  39,441  0,475   

0,000 2010 2008  40,863  40,863   

0,000 2011 2009  45,919  45,919   

0,000 2012 2010  43,812  43,812 

Total  151,275    317,387  166,112  

6. OBSERVACIONES ADICIONALES PRESENTADAS POR UNIPOST 

(153)  El 20 de marzo de 2018, Unipost informó a la Comisión de que había entrado en liquidación el 19 de febrero de 
2018 y de que consideraba que la ayuda estatal incompatible otorgada a Correos había influido significativamente 
en su quiebra. 
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(154)  Según Unipost, dicha ayuda incompatible ha permitido a Correos practicar precios más bajos en los mercados no 
reservados, aplicando una política de precios que no guardaba relación con sus costes en dichos mercados no 
reservados. 

7. EVALUACIÓN DE LAS MEDIDAS 

7.1. COMPENSACIONES POR LA OSU CONCEDIDAS EN VIRTUD DE LA LEY POSTAL DE 1998 

7.1.1. AYUDA ESTATAL A TENOR DE ARTÍCULO 107, APARTADO 1, DEL TRATADO 

(155)  Con arreglo al artículo 107, apartado 1, del Tratado, «serán incompatibles con el mercado interior, en la medida en que 
afecten a los intercambios comerciales entre Estados miembros, las ayudas otorgadas por los Estados o mediante fondos 
estatales, bajo cualquier forma, que falseen o amenacen falsear la competencia, favoreciendo a determinadas empresas 
o producciones». 

(156)  De ello se deduce que, para que una medida financiera pueda ser considerada ayuda estatal a tenor del artículo 
107, apartado 1, del Tratado, deben cumplirse todas las condiciones siguientes: i) la medida deberá ser imputable 
al Estado miembro y concederse mediante fondos estatales; ii) deberá conferir una ventaja económica a la 
empresa; iii) la ventaja deberá ser selectiva; 

7.1.1.1. Medida imputable al Estado y concedida mediante fondos estatales 

(157)  Para que una medida constituya ayuda estatal en el sentido del artículo 107, apartado 1, del Tratado, debe ser 
concedida por el Estado o mediante fondos estatales. Por «fondos estatales» se entiende todos los recursos del 
sector público (34), incluidos los recursos de entidades intraestatales (descentralizadas, federadas, regionales o de 
otra índole) (35). 

(158)  Las compensaciones por la prestación del servicio postal universal en virtud de la Ley Postal de 1998 se pagan 
directamente de los Presupuestos Generales del Estado y son, por lo tanto, claramente imputables al Estado y se 
conceden mediante fondos estatales. 

7.1.1.2. Ventaja económica selectiva conferida a una empresa 

A. Selectividad 

(159)  Para entrar en el ámbito del artículo 107, apartado 1, del Tratado, una medida estatal debe favorecer 
a «determinadas empresas o producciones». Por tanto, únicamente las medidas en favor de las empresas que 
conceden una ventaja de forma selectiva están comprendidas en el concepto de ayuda estatal. 

(160)  Las compensaciones por la OSU son claramente selectivas, ya que solo benefician a una empresa: Correos 

B. Concepto de empresa 

(161)  La concesión de fondos públicos a una entidad solo puede ser considerada ayuda estatal si dicha entidad es una 
«empresa» en el sentido del artículo 107, apartado 1, del Tratado. El Tribunal de Justicia de la Unión Europea 
(«Tribunal de Justicia») ha definido reiteradamente a las empresas como entidades que ejercen una actividad 
económica (36). La calificación de una entidad como empresa depende, pues, de la naturaleza de su actividad, con 
independencia del estatuto jurídico de dicha entidad y de su modo de financiación (37). En general, una actividad 
debe ser considerada de carácter económico siempre que consista en ofrecer bienes y servicios en un 
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(34) Asunto T-358/94, Compagnie nationale Air France/Comisión de las Comunidades Europeas, EU:T:1996:194, apartado 56. 
(35) Asunto 248/84, República Federal de Alemania/Comisión de las Comunidades Europeas, EU:C:1987:437, apartado 17; y asuntos 

acumulados T-92/00 y T-103/00, Territorio Histórico de Álava — Diputación Foral de Álava (T-92/00), Ramondín, SA, y Ramondín 
Cápsulas, SA (T-103/00)/Comisión de las Comunidades Europeas, EU:T:2002:61, apartado 57. 

(36) Asuntos acumulados C-180/98 a C-184/98, Pavel Pavlov y otros/Stichting Pensioenfonds Medische Specialisten, EU:C:2000:428, 
apartado 74. 

(37) Asunto C-41/90, Höfner & Fritz Elser/Macrotron GmbH, ECLI:EU:C:1991:161, apartado 21, y asuntos acumulados C-180/98 a C- 
184/98, Pavel Pavlov y otros/Stichting Pensioenfonds Medische Specialisten, EU:C:2000:428, apartado 74. 



mercado (38). Una entidad que realiza actividades económicas y no económicas se considerará una empresa 
únicamente en lo referente a las primeras (39). El mero hecho de que una entidad no persiga un fin lucrativo no 
significa necesariamente que sus actividades no tengan un carácter económico (40). 

(162)  En el caso de autos, Correos ofrece servicios postales a cambio de remuneración en el mercado español y en 
competencia con otros proveedores. La oferta de servicios postales en este mercado supone, por tanto, una 
actividad económica. Las compensaciones por la OSU compensan a Correos por la prestación de algunos de 
estos servicios postales y, por ende, compensan una actividad económica. En consecuencia, por lo que respecta 
a las actividades financiadas por las medidas en cuestión, Correos debe considerarse una empresa. 

C. Ventaja económica 

(163)  Una ventaja a efectos del artículo 107, apartado 1, del Tratado es todo beneficio económico que una empresa no 
habría obtenido en condiciones normales de mercado, es decir, sin la intervención estatal (41). Solo es relevante el 
efecto de la medida en la empresa, no la causa ni el objetivo de la intervención estatal (42). Siempre que la 
situación financiera de una empresa mejore como resultado de la intervención estatal, hay una ventaja. 

(164)  Las compensaciones por la OSU están destinadas a cubrir la totalidad o una parte de los costes netos soportados 
por Correos en el desempeño de la OSU. Sin la intervención del Estado, Correos debería soportar estos costes 
por sí mismo. La medida examinada libera a Correos de una parte de los costes de sus actividades económicas, 
mejorando de esta forma su situación financiera. En consecuencia, y sin perjuicio de la cuestión de si la medida 
cumple las condiciones fijadas por la sentencia Altmark, la medida concede, prima facie, una ventaja a Correos. 

D. Cumplimiento de los criterios Altmark 

(165)  Se considera que la compensación por servicio público concedida a una empresa que cumple las cuatro 
condiciones establecidas por el Tribunal de Justicia en su sentencia Altmark no concede ninguna ventaja 
económica y, por consiguiente, no constituye ayuda estatal (43). Esas cuatro condiciones son las siguientes: 

a)  «[…] En primer lugar, la empresa beneficiaria debe estar efectivamente encargada de la ejecución de 
obligaciones de servicio público y estas deben estar claramente definidas […]. 

b)  […] En segundo lugar, los parámetros para el cálculo de la compensación deben establecerse previamente de 
forma objetiva y transparente […]. 

c)  […] En tercer lugar, la compensación no puede superar el nivel necesario para cubrir total o parcialmente los 
gastos ocasionados por la ejecución de las obligaciones de servicio público, teniendo en cuenta los ingresos 
correspondientes y un beneficio razonable relativo a la ejecución de estas obligaciones […]. 

d)  […] En cuarto lugar, cuando la elección de la empresa encargada de ejecutar obligaciones de servicio público, 
en un caso concreto, no se haya realizado en el marco de un procedimiento de licitación pública que permita 
seleccionar al candidato capaz de prestar estos servicios originando el menor coste para la colectividad, el 
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(38) Asunto C-118/85, Comisión de las Comunidades Europeas/República Italiana, EU:C:1987:283, apartado 7. 
(39) Asunto C-82/01 P Aéroports de Paris/Comisión de las Comunidades Europeas, EU:C:2002:617, apartado 74, y asunto C-49/07 

Motosykletistiki Omospondia Ellados NPID (MOTOE)/Elliniko Dimosio, EU:C:2008:376, apartado 25. Véase asimismo la 
Comunicación de la Comisión relativa a la aplicación de las normas de la Unión Europea en materia de ayudas estatales a las compensa­
ciones concedidas por la prestación de servicios de interés económico general (DO C 8 de 11.1.2012, p. 4), apartado 9. 

(40) Asunto C-49/07 Motosykletistiki Omospondia Ellados NPID (MOTOE)/Elliniko Dimosio, EU:C:2008:376, apartado 27, y asunto C- 
244/94 Fédération Française des Sociétés d'Assurance, Société Paternelle-Vie, Union des Assurances de Paris-Vie and Caisse d'Assurance 
et de Prévoyance Mutuelle des Agriculteurs/Ministère de l'Agriculture et de la Pêche EU:C:1995:392, apartado 21. 

(41) Asunto C-39/94, Syndicat français de l'Express international (SFEI) y otros/La Poste y otros, EU:C:1996:285, apartado 60, y asunto C- 
342/96, Reino de España/Comisión de las Comunidades Europeas, EU:C:1999:210, apartado 41. 

(42) Asunto C-173/73, República Italiana/Comisión de las Comunidades Europeas, EU:C:1974:71, apartado 13. 
(43) Asunto C-280/00, Altmark Trans GmbH y Regierungspräsidium Magdeburg/Nahverkehrsgesellschaft Altmark GmbH, EU:C:2003:415. 



nivel de la compensación necesaria debe calcularse sobre la base de un análisis de los costes que una empresa 
media, bien gestionada y adecuadamente equipada en medios de transporte para poder satisfacer las exigencias 
de servicio público requeridas, habría soportado para ejecutar estas obligaciones, teniendo en cuenta los 
ingresos correspondientes y un beneficio razonable por la ejecución de estas obligaciones». 

(166)  En relación con la compensación otorgada a Correos durante el período examinado, la Comisión confirma las 
opiniones expresadas en la Decisión de incoación de 2016 (44) de que no se cumplen las condiciones tercera y 
cuarta de la sentencia Altmark. 

El tercer criterio Altmark 

(167)  En su Decisión de 25 de enero de 2012 relativa a bpost (45), la Comisión determinó un rango de beneficio 
razonable de referencia aplicable a todos los operadores postales de la Unión. La Comisión determinó ese nivel de 
beneficio de referencia sobre la base de tres estudios de expertos (realizados, respectivamente, por WIK Consult, 
Deloitte y Charles River Associates). El nivel de beneficio de referencia aplicable a todos los operadores postales 
de la Unión (expresado como ROS) se basa en la rentabilidad observada de conjuntos de empresas comparables 
en el sector postal y de paquetería de varios países. En particular, en los casos en que un operador postal está 
expuesto a un grado significativo de riesgo se aplica el rango [ROS 5,4-7,4 %], mientras que en los casos en que 
solo existe un riesgo limitado se utiliza el rango [ROS 3,6-4,8 %] (46). 

(168)  En la Decisión de incoación de 2016, la Comisión había expresado sus dudas sobre la posibilidad de que Correos 
hubiera recibido compensación excesiva basándose en el siguiente cálculo (véase el cuadro 10), utilizando el ROS 
de referencia más elevado fijado en el asunto bpost. 

Cuadro 11 

Posible sobrecompensación de Correos 

(en millones EUR)  

2004 2005 2006 2007 2008 2009 2010 Total 

Ingresos OSU […] […] […] […] […] […] […] […] 

Costes OSU […] […] […] […] […] […] […] […] 

Coste neto = Costes-Ingresos […] […] […] […] […] […] […] […] 

Beneficio razonable (hipótesis de 
7,4 % ROS) 

[…] […] […] […] […] […] […] […] 

Coste neto + beneficio razonable […] […] […] […] […] […] […] […] 

Compensación máxima susceptible 
de otorgarse a Correos 

[…] […] […] […] […] […] […] […] 

Compensación otorgada a Correos 91,030 87,729 94,757 120,264 142,646 222,478 196,333 955,237 

Posible sobrecompensación = 
compensación otorgada – com­
pensación máxima 

[…] […] […] […] […] […] […] […]  
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(44) Véanse los apartados 71-82 de la Decisión de incoación de 2016. 
(45) Véanse los considerandos 296 a 320 de la Decisión 2012/321/UE. 
(46) En el caso de bpost, se aplicó un margen de beneficio razonable del 4,8 % en 2004 y 2005 y del 7,4 % ROS para el período 2006-2010. 

Sobre la base de estos niveles de beneficio razonable, la Comisión concluyó que bpost había recibido una compensación excesiva que 
dio lugar a la recuperación de un importe de 417 millones EUR (véase http://europa.eu/rapid/press-release_IP-12-45_en.htm). 

http://europa.eu/rapid/press-release_IP-12-45_en.htm


(169)  Las autoridades españolas y/o Correos (47) han formulado algunas observaciones sobre las dudas expresadas por 
la Comisión (véanse las secciones 4.1.1 y 5.1.1): 

a)  El método del coste evitado neto puede emplearse para verificar si se cumple el tercer criterio Altmark. 

b)  La metodología española es una aplicación válida del método del coste evitado neto. 

c)  Las compensaciones otorgadas a Correos corresponden al coste evitado neto de la OSU, por lo que no puede 
haber una compensación excesiva y el tercer criterio Altmark debe considerarse cumplido. 

d)  El principio de confianza legítima se aplicaría por lo que se refiere al cumplimiento del tercer criterio Altmark 
mediante el uso del método del coste evitado neto y, por ende, mediante el uso de la metodología española. 

e)  Las autoridades españolas también han propuesto una alternativa para la aplicación del método de asignación 
de costes, lo que lleva a un resultado diferente al de la Comisión. 

(170)  Estas alegaciones se analizan a continuación. 

— El método del coste evitado neto puede emplearse para verificar si se cumple el tercer criterio Altmark. 

(171)  Las autoridades españolas y/o Correos consideran que el tercer criterio Altmark puede verificarse mediante el 
método del coste evitado neto (es decir, que la ausencia de sobrecompensación que exige el tercer criterio 
Altmark puede comprobarse comparando el coste evitado neto del SIEG y la compensación concedida al 
proveedor del SIEG). 

(172)  La Comisión recuerda que la sentencia Altmark se adoptó el 29 de julio de 2003. No hay duda de que en el 
momento de la adopción de dicha sentencia, el único método aplicable para el cálculo del coste neto de los SIEG 
era el método de asignación de costes. La propia sentencia Altmark se refiere a los gastos incurridos y a los 
ingresos, lo que identifica sin ninguna duda el método de asignación de costes, mientras que el coste evitado neto 
se basa fundamentalmente en el concepto de «costes evitados» (que, por definición, son costes no realizados). 

(173)  El método de asignación de costes se incluyó en el Marco SIEG de 2005 (48), aplicable desde el 29 de noviembre 
de 2005 hasta el 31 de enero de 2012, y sirvió de base para varias decisiones de la Comisión sobre 
compensación por OSU en ese período (49). Es también el método que debe utilizarse en virtud del Marco SIEG 
de 2012 en caso de que no pueda aplicarse el método del coste evitado neto (50). Este método solo fue 
introducido formalmente por la Comisión, como método válido para calcular el coste neto de la OSU, en la 
Directiva 2008/6/CE (que entró en vigor el 1 de enero de 2011) y el Marco SIEG de 2012 (que entró en vigor el 
31 de enero de 2012). 

(174)  El Tribunal de Justicia de la Unión Europea ha aclarado que el concepto de ayuda estatal es un concepto objetivo 
y jurídico definido directamente por el Tratado (51). Por tanto, parece erróneo modificar a lo largo del tiempo el 
método utilizado para valorar la presencia de ayuda de conformidad con la sentencia Altmark para armonizarlo 
con las opciones elegidas por la Comisión en el Marco SIEG de 2012, que describe las condiciones para la 
compatibilidad de algunas compensaciones por SIEG. En cualquier caso, como se explica en el considerando 172, 
tal interpretación se opone al tenor de la sentencia. 

(175)  Por consiguiente, la Comisión no está de acuerdo en que el método del coste evitado neto pueda utilizarse para 
comprobar la conformidad con el tercer criterio de la sentencia Altmark. 

— La metodología española es una aplicación válida del método del coste evitado neto 

(176)  Las autoridades españolas y/o Correos defienden que la metodología española es una aplicación válida del citado 
método del coste evitado neto, reconocido como método adecuado para calcular el coste neto de la OSU en la 
Directiva 2008/6/CE y el Marco SIEG de 2012. 
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(47) Habida cuenta de que las observaciones del Estado español y Correos son muy convergentes, a partir de ahora en el documento la 
Comisión se referirá a ellas como observaciones realizadas por las autoridades españolas y/o Correos. En la mayoría de los casos, ambas 
partes formulan la misma observación. En algunos casos, solo una de ellas presenta la observación. 

(48) Comunicación de la Comisión: Marco de la Unión Europea sobre ayudas estatales en forma de compensación por servicio público 
(2005) (DO C 297 de 29.11.2005, p. 4). 

(49) Véanse, en particular, las Decisiónes 2012/321/UE y 2012/636/UE. 
(50) Véase la nota a pie de página del punto 21 del Marco SIEG de 2012. Este método de asignación de costes se describe en los puntos 28 y 

siguientes del Marco SIEG de 2012. 
(51) Véase la sentencia del Tribunal de Justicia, de 22 de diciembre de 2008, British Aggregates/Comisión, C-487/06 P, ECLI:EU:C:2008:757, 

apartado 111. 



(177)  La Comisión considera que, aunque dicho método podría utilizarse para comprobar el cumplimiento del tercer 
criterio Altmark, quod non, la metodología española claramente no puede considerarse una aplicación válida del 
método del coste evitado neto. 

(178)  En primer lugar, cabe observar que, tal como han reconocido las propias autoridades españolas, el método 
español aplica el método de asignación de costes al sector reservado de la OSU (véase el considerando 139). 
Según las autoridades españolas, solo el enfoque aplicado al sector no reservado de la OSU (donde el coste neto 
es igual a la suma de las pérdidas de los segmentos beneficiarios del sector no reservado de la OSU) podría 
compararse a un coste evitado neto (véase el considerando 139). Este doble enfoque parece en sí mismo contra­
dictorio con el método del coste evitado neto descrito (52) y aplicado por la Comisión en su práctica decisoria (53), 
que implica comparar la situación de la compañía en su conjunto con y sin la obligación de servicio público (en 
este caso, la OSU). 

(179)  Aun tomando solo en consideración el sector no reservado de la OSU, la metodología española presenta una 
serie de diferencias con el método del coste evitado neto descrito y aplicado por la Comisión en su práctica de 
toma de decisiones. 

(180)  En primer lugar, la metodología española no parece basarse en un escenario contrafactual realista, aspecto que 
constituye un importante elemento del método del coste evitado neto. De hecho, se limita a considerar las 
pérdidas ex post de los centros de costes deficitarios. Las autoridades españolas aducen que se basa en un 
escenario contrafactual implícito: cualquier operador privado discontinuaría estos centros deficitarios de no estar 
sujeto a obligaciones de servicio público (véase el considerando 139) Sin embargo, este enfoque no parece 
describir una verdadera estrategia de negocio, que requeriría determinar ex ante los centros de costes para la 
discontinuación de los servicios, ya que no cabe esperar que el operador sepa de antemano exactamente qué 
centros de costes serán deficitarios. Por otra parte, la metodología española parece implicar que los centros 
podrían discontinuarse y volverse a crear a voluntad de un año a otro durante el período de evaluación, lo que 
no es un escenario contrafactual realista. 

(181)  Tampoco corrige el impacto de la interrupción de la entrega de los flujos de tráfico no rentables sobre la 
rentabilidad de otros productos y servicios (incluidos o no incluidos en la OSU), como también exige el método 
del coste evitado neto. 

(182)  Por último, la metodología española no tiene en cuenta los beneficios inmateriales y de mercado ni contiene 
incentivos para la eficiencia de costes, tal y como exige el método del coste evitado neto. 

(183)  A tenor de lo anterior, la Comisión no considera que la metodología española sea una aplicación válida del 
método del coste evitado neto. 

— Las compensaciones otorgadas a Correos corresponden al coste evitado neto de la OSU, por lo que no puede 
haber una compensación excesiva y el tercer criterio Altmark debe considerarse cumplido. 

(184)  Como se explica en los considerandos 172-175, la Comisión no considera adecuado el método del coste evitado 
neto para comprobar si se cumple el tercer criterio Altmark, y, además, como se explicó en los considerandos 
176-183, la Comisión no considera que la metodología española sea una aplicación válida del citado método. 

(185)  En consecuencia, la Comisión considera que las compensaciones otorgadas a Correos de acuerdo con la 
metodología española no se corresponden con el coste evitado neto de la OSU y que, incluso si así fuera, ello no 
bastaría para garantizar el cumplimiento del tercer criterio Altmark. 
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(52) Como se describe, por ejemplo, en el documento de trabajo de los servicios de la Comisión que acompaña al Informe de la Comisión al 
Parlamento Europeo y al Consejo sobre la aplicación de la Directiva de servicios postales, y, en particular, el anexo relativo al cálculo del 
coste neto de la obligación de servicio postal universal. Pueden encontrarse más orientaciones en la práctica de toma de decisiones de la 
Comisión en materia de ayudas estatales desde 2012. 

(53) Véanse, por ejemplo, la Decisión de la Comisión, de 4 de diciembre de 2015, en el asunto SA.43243 (2015/N) – Compensaciones del 
Estado concedidas a Poste Italiane SpA por la prestación del servicio postal universal durante los períodos 2012-2015 y 2016-2019 
(DO C 104 de 18.3.2016, p. 1), la Decisión de la Comisión, de 1 de agosto de 2014, en el asunto SA.35608 (2014/C) ejecutada por 
Grecia a favor del servicio de correos griego (ELTA) (DO C 348 de 3.10.2014, p. 48), y la Decisión de la Comisión, de 5 de agosto de 
2016, en el asunto SA.38869 (2014/N) – Compensación de Poczta Polska por el coste neto de la OSU 2013-2015 (DO C 284 de 
5.8.2016, p. 1). 



— El principio de confianza legítima se aplicaría por lo que se refiere al cumplimiento del tercer criterio Altmark 
mediante el uso del método del coste evitado neto y, por ende, mediante el uso de la metodología española. 

(186)  Las autoridades españolas y/o Correos alegan que las autoridades españolas podían tener confianza legítima por 
lo que se refiere al cumplimiento del tercer criterio Altmark mediante el uso del método del coste evitado neto y 
de la metodología española. 

(187)  El Tribunal de Justicia ha declarado (54), respecto de las ayudas estatales, que, cuando una ayuda no ha sido 
notificada a la Comisión y constituye, por tanto, una ayuda ilegal, no se puede recurrir al principio de protección 
de la confianza legítima. En consecuencia, la confianza legítima en la legalidad de una ayuda, salvo circunstancias 
excepcionales, solo puede invocarse si la ayuda fue notificada a la Comisión. 

(188)  España nunca notificó a la Comisión las compensaciones por la OSU a pesar de la publicidad que la Comisión 
hizo en su práctica decisoria en materia de ayudas estatales en el sector postal (55). En particular, varias decisiones 
sobre ayudas estatales de la Comisión en el sector postal que se han publicado evalúan el cumplimiento de los 
requisitos Altmark y ninguna de ellas ha aceptado el método del coste evitado neto como medio adecuado para 
comprobar si se cumplía el tercer criterio Altmark. Por otra parte, varias decisiones ofrecen orientación sobre el 
enfoque de la Comisión en relación con el método del coste evitado neto (56), y sobre esta base, está claro que la 
metodología española no coincide con el método del coste evitado neto aplicado por la Comisión (como se ha 
explicado en los considerandos 177 a 183). 

(189)  La Comisión considera que el informe NERA publicado en 1998 (que no tenía efecto vinculante) no puede 
generar confianza legítima en lo que respecta a la apreciación de la existencia de ayuda en las compensaciones 
por servicio público, que estaba claramente delimitada por la sentencia Altmark de 2003 y por la práctica 
decisoria de la Comisión desde dicha sentencia. 

— Las autoridades españolas también han propuesto una alternativa para la aplicación del método de asignación 
de costes, lo que lleva a un resultado diferente al de la Comisión. 

(190)  Las autoridades españolas sugieren diferentes enfoques para calcular el exceso de compensación de la OSU (véase 
la sección 5.3.1). 

(191)  Sin pronunciarse en este momento sobre esos enfoques alternativos, la Comisión observa que también llevan a la 
conclusión de que se ha sobrecompensado a Correos por la prestación de los servicios universales no 
reservados. Sobre esta base, el tercer criterio Altmark no se cumple. 

El cuarto criterio Altmark 

(192)  En relación con el cuarto criterio Altmark, es indiscutible que la OSU no se atribuyó mediante un procedimiento 
abierto de contratación pública, sino que fue encomendada directamente a Correos por las autoridades españolas. 

(193)  No obstante, estas alegaron que Correos se compensa con arreglo a los costes de una empresa media, bien 
gestionada. En apoyo de esta alegación, las autoridades españolas facilitaron a la Comisión un estudio elaborado 
por Frontier Economics. 

(194)  El objetivo del estudio es ofrecer un análisis comparativo de los costes de Correos con respecto a los costes de 
otros operadores postales europeos responsables de desempeñar la OSU, a fin de demostrar que las compensa­
ciones por la OSU otorgadas a Correos cumplen el cuarto criterio Altmark. El estudio utiliza un modelo 
econométrico para la estimación de los costes de una hipotética empresa media, bien gestionada, sobre la base de 
información procedente de varios prestadores europeos del servicio postal universal. Los costes reales de Correos 
se comparan con los costes que esta hipotética empresa media, bien gestionada, habría soportado si se hallara en 
una situación (por ejemplo, en relación con la densidad de red) similar a la de Correos. Los resultados del estudio 
sugieren que los costes de Correos en el período 2005-2010 fueron inferiores a los de la hipotética empresa 
media, bien gestionada, según las estimaciones del modelo econométrico. 
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(54) Asunto C-471/09 P, Diputación Foral de Vizcaya y otros/Comisión, ECLI:EU:C:2011:521, apartado 65. 
(55) Comunicados de prensa, publicación de decisiones en su página web. 
(56) Véase la nota a pie de página 53. 



(195)  En la Decisión de incoación de 2016, la Comisión expresó sus dudas sobre que la hipotética empresa media, bien 
gestionada que se define en el estudio sea, de hecho, un operador postal eficiente. En efecto, no se ha demostrado 
que los proveedores de la OSU utilizados para determinar este valor de referencia sean ellos mismos operadores 
eficientes. El estudio solo indica que esos operadores postales se consideran «bien gestionados y adecuadamente 
equipados, porque no existe ninguna prueba que demuestre su ineficiencia o que indique que tienen incentivos 
para operar de forma ineficiente». Sin embargo, este argumento es tanto más difícil de aceptar cuanto que el 
conjunto incluye proveedores del servicio postal universal (57) que han recibido compensación por ello, y respecto 
de los cuales la Comisión ya ha adoptado decisiones en las que concluyó que sus costes no podían considerarse 
costes eficientes (58). 

(196)  Las autoridades españolas y/o Correos alegan que la Comisión no indicó de manera formal en las Decisiones 
sobre las compensaciones por la OSU otorgadas al servicio de correos griego y Poste Italiane que el operador no 
fuera eficiente (véanse los considerandos 62 y 95). Cabe señalar que la Comisión ha rechazado un enfoque 
similar en la Decisión de 2012 Poste Italiane (59) basándose en una comparación con un conjunto de operadores 
postales, debido a que no podía deducirse de la información disponible que estos operadores fueran eficientes. La 
Comisión mantiene su opinión de que no se puede simplemente asumir que los operadores postales son, por 
término medio, rentables, en particular a la luz de la continua reestructuración que afecta a este sector. 

(197)  Además, la compensación de Correos por la OSU se ha determinado sobre la base de la metodología española, 
que, según las autoridades españolas, es una aplicación del método del coste evitado neto. Esto parece contradecir 
el tenor del cuarto criterio Altmark, que hace referencia a los costes de una empresa bien gestionada. 

(198)  Por último, como se ha explicado en los considerandos 167 y 168, la Comisión considera que el tercer criterio 
Altmark no se cumple, ya que parece que, como resultado del método utilizado por las autoridades españolas, los 
importes de la compensación superan el coste neto de la OSU de Correos (incluido un beneficio razonable), lo 
que significa que, incluso si se admitiera que los costes de Correos corresponden a los de una empresa bien 
gestionada, aún no podría considerarse que la compensación concedida a Correos se fijó sobre la base de esos 
costes. 

(199)  Por consiguiente, no puede concluirse que el nivel de la compensación concedida a Correos se determinó sobre la 
base de un análisis de los costes que una empresa media, bien gestionada y adecuadamente equipada dentro del 
mismo sector habría soportado, teniendo en cuenta los ingresos correspondientes y un beneficio razonable por la 
ejecución de las obligaciones. 

Conclusión 

(200)  La Comisión concluye que dos de los cuatro requisitos acumulativos enunciados en la sentencia Altmark no se 
cumplen en el presente caso, de modo que debe considerarse que las compensaciones conceden una ventaja 
a Correos. 

7.1.1.3. Falseamiento de la competencia e impacto sobre los intercambios comerciales 

(201)  Las subvenciones públicas a las empresas solo equivalen a ayuda estatal a tenor del artículo 107, apartado 1, del 
Tratado en la medida en que «falseen o amenacen falsear la competencia» y «afecten a los intercambios 
comerciales entre Estados miembros». 

(202)  Por lo que respecta al principio de falseamiento de la competencia, una medida de ayuda otorgada por un Estado 
se considera que falsea o amenaza falsear la competencia cuando es probable que mejore la posición competitiva 
del beneficiario frente a las empresas que compiten con ella (60). A todos los efectos prácticos, se presupone la 
existencia de un falseamiento de la competencia en cuanto un Estado confiere una ventaja económica a una 
empresa en un sector liberalizado en el que hay o podría haber competencia. 

25.1.2019 L 23/70 Diario Oficial de la Unión Europea ES    

(57) Por ejemplo, servicio de correos griego, Poste Italiane. 
(58) Véase la Decisión de la Comisión, de 20 de noviembre de 2012, en el asunto SA.33989 (2012/NN) ejecutada por Italia en favor de Poste 

Italiane (DO C 77 de 15.3.2013, p. 12) y la Decisión de la Comisión en el asunto SA.35608 (2014/C) ejecutada por Grecia en favor del 
servicio de correos griego (ELTA). 

(59) Véase el apartado 50 de la Decisión de la Comisión en el asunto SA.33989 (2012/NN) ejecutada por Italia en favor de Poste Italiane. 
(60) Asunto 730/79, Philip Morris Holland BV/Comisión de las Comunidades Europeas, EU:C:1980:209, apartado 11; y asuntos 

acumulados T-298/97, T-312/97, T-313/97, T-315/97, T-600/97 a 607/97, T-1/98, T-3/98 a T-6/98 y T-23/98, Alzetta Mauro y 
otros/Comisión de las Comunidades Europeas, EU:T:2000:151, apartado 80. 



(203)  En cuanto al principio de los efectos en los intercambios comerciales, la jurisprudencia del Tribunal de Justicia ha 
establecido que toda concesión de ayudas a una empresa que ejerza sus actividades en el mercado interior puede 
afectar a los intercambios comerciales entre los Estados miembros (61). En el ámbito de las normas sobre ayudas 
estatales, los efectos en los intercambios comerciales no quedan excluidos a priori por el carácter local o regional 
de los servicios prestados. Si bien no existe un umbral o porcentaje estricto por debajo del cual pueda 
considerarse que los intercambios entre Estados miembros no se ven afectados, el alcance limitado de la actividad 
económica, como puede poner de manifiesto un volumen de negocios muy bajo, hace menos probable la 
existencia de efectos en los intercambios comerciales. 

(204)  En lo que respecta al presente asunto, la Comisión observa que las actividades de Correos se han desarrollado en 
los mercados de envíos postales y paquetería, que se caracterizan por una fuerte competencia con otros 
prestadores de distintos Estados miembros (por ejemplo, Deutsche Post, TNT, La Poste, UPS, CTT Correios de 
Portugal y Royal Mail). En consecuencia, no hay duda de que cualquier medida adoptada en favor de Correos 
puede afectar a la competencia y a los intercambios entre los Estados miembros. 

7.1.1.4. Conclusión 

(205)  Sobre la base de las consideraciones expuestas, la Comisión considera que las compensaciones por la OSU 
otorgadas a Correos en virtud de la Ley Postal de 1998 cumplen los criterios acumulativos de las ayudas estatales, 
por lo que la medida constituye ayuda estatal a tenor del artículo 107, apartado 1, del Tratado. 

7.1.2. AYUDA EXISTENTE O NUEVA 

(206)  De acuerdo con el artículo 1, letra b), del Reglamento (UE) 2015/1589 del Consejo (62), se entiende por ayuda 
existente «toda ayuda que existiese antes de la entrada en vigor del TFUE en el Estado miembro respectivo». De ello se 
desprende que todo régimen de ayudas existente en España antes de su adhesión a la CEE el 1 de enero de 1986 
debe considerarse ayuda existente. 

(207)  A tenor del artículo 1, letra c), de ese Reglamento, se entiende por nueva ayuda «toda ayuda, es decir, los 
regímenes de ayudas y ayudas individuales, que no sea ayuda existente, incluidas las modificaciones de ayudas 
existentes». Según el Tribunal de Justicia, para determinar si una ayuda ha sido modificada, es fundamental 
examinar si las disposiciones que la establecieron han sido modificadas (63). En sentencias posteriores, el Tribunal 
de Justicia y el Tribunal General han explicado qué tipo de modificación de las disposiciones por las que se 
concedió la ayuda convierte una ayuda existente en ayuda nueva. Según el Tribunal General, «solo en el supuesto 
de que la modificación afecte al régimen inicial en su propia esencia resulta dicho régimen transformado en un 
régimen de ayudas nuevas. Pues bien, no existe una tal modificación sustancial cuando el elemento nuevo puede 
disociarse claramente del régimen inicial» (64). 

(208)  A este respecto, cabe mencionar que, antes de la entrada en vigor de la Ley Postal de 1998, las pérdidas globales 
netas de Correos (independientemente de si estas pérdidas habían sido causadas por actividades incluidas o no 
incluidas en la OSU) eran compensadas directamente con cargo a los Presupuestos Generales del Estado español. 
Tras la adopción de la Ley Postal de 1998, el Estado limitó la financiación pública de Correos a la compensación 
por la prestación de actividades de la OSU nuevamente definidas y circunscritas y dejó de compensar las pérdidas 
netas globales de la compañía. 

(209)  La Comisión considera que la naturaleza de la compensación por la OSU cambió esencialmente de dos 
maneras. En primer lugar, la Ley Postal de 1998 redujo el ámbito de aplicación de la compensación, limitándolo 
a las actividades incluidas en la OSU, mientras que antes todas las actividades de Correos (incluidas las no 
relacionadas con la OSU) podían beneficiarse de la compensación. Cabe señalar que esta reducción se considera 
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(61) Asunto 730/79, Philip Morris Holland BV/Comisión de las Comunidades Europeas, EU:C:1980:209, apartados 11 y 12; y asunto T- 
214/95, Het Vlaamse Gewest (Región Flamenca)/Comisión de las Comunidades Europeas, EU:T:1998:77, apartados 48-50. 

(62) Reglamento (UE) 2015/1589 del Consejo, de 13 de julio de 2015, por el que se establecen normas detalladas para la aplicación del 
artículo 108 del Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea (DO L 248 de 24.9.2015, p. 9). 

(63) Asunto C-44/93, Namur-Les assurances, EU:C:1994:311, apartados 28 y 35. 
(64) Véanse los asuntos acumulados T-195/01 y T-207/01, Gobierno de Gibraltar/contra Comisión,:EU:T:2002:111, apartado 111. 



una modificación fundamental y no una mera disminución de la compensación (65). En efecto, en función de las 
respectivas situaciones financieras de los servicios incluidos y no incluidos en la OSU, la modificación podía dar 
lugar a un aumento o a una disminución de la compensación (66). En segundo lugar, el método para determinar el 
importe de la compensación fue también modificado mediante el Plan de Prestación de 2000 (véase el 
considerando 26). En efecto, mientras que en un primer momento la compensación por la OSU se basaba en las 
pérdidas netas sufridas por Correos, el Plan de Prestación exigió la utilización de una metodología específica 
(véanse los considerandos 27 y 28) para determinar el importe de esa compensación. 

(210)  La Comisión considera, por tanto, que el régimen ha sido modificado de forma significativa desde la adhesión de 
España a la CEE en 1986. Así pues, la Comisión concluye que las compensaciones por la OSU otorgadas 
a Correos en virtud de la Ley Postal de 1998 no pueden considerarse ayuda existente a efectos de las ayudas 
estatales y, por tanto, deben considerarse nuevas ayudas, al menos desde la entrada en vigor de la Ley Postal de 
1998 en el año 1998. 

7.1.3. LEGALIDAD DE LA MEDIDA DE AYUDA 

(211)  La Comisión observa que las compensaciones por la OSU cubiertas por la presente Decisión, en la medida en que 
constituyan ayudas estatales a tenor del artículo 107, apartado 1, del Tratado, no han sido notificadas con arreglo 
al artículo 108, apartado 3, del Tratado. Por lo tanto, las compensaciones por la OSU constituyen ayudas ilegales 
a tenor del artículo 1, letra f), del Reglamento (UE) 2015/1589. 

7.1.4. COMPATIBILIDAD CON EL MERCADO INTERIOR 

7.1.4.1. Base jurídica 

A. Compatibilidad del régimen a tenor del artículo 106, apartado 2, del Tratado. 

(212)  En la medida en que las compensaciones otorgadas a Correos por la OSU constituyan ayudas estatales a tenor del 
artículo 107, apartado 1, del Tratado, procede examinar su compatibilidad con el mercado interior. Las razones 
por las que una medida de ayuda estatal puede o debe ser declarada compatible con el mercado interior se 
enumeran en el artículo 106, apartado 2, y en el artículo 107, apartados 2 y 3, del Tratado. 

(213)  Teniendo en cuenta que las autoridades españolas han afirmado reiteradamente que las compensaciones por la 
OSU otorgadas a Correos en virtud de la Ley Postal de 1998 constituyen una compensación por la prestación de 
servicios de interés económico general (en lo sucesivo, «SIEG»), la compatibilidad de esas compensaciones con el 
mercado interior debe evaluarse sobre la base del artículo 106, apartado 2, del Tratado. Este artículo establece lo 
siguiente: 

«Las empresas encargadas de la gestión de servicios de interés económico general o que tengan el carácter de 
monopolio fiscal quedarán sometidas a las normas de los Tratados, en especial a las normas sobre competencia, 
en la medida en que la aplicación de dichas normas no impida, de hecho o de derecho, el cumplimiento de la 
misión específica a ellas confiada. El desarrollo de los intercambios comerciales no deberá quedar afectado en 
forma tal que sea contraria al interés de la Unión». 

B. Aplicación temporal del paquete SIEG de 2012 

(214)  La Comisión ha establecido las condiciones con arreglo a las cuales aplica el artículo 106, apartado 2, del Tratado 
en una serie de instrumentos; de ellos, los más recientes son el Marco SIEG de 2012 y la Decisión SIEG de 
2012 (67) (en lo sucesivo, denominados conjuntamente «el paquete SIEG de 2012»). Anteriormente, la Comisión 
había publicado y aplicado las condiciones para evaluar la compatibilidad con arreglo al artículo 106, apartado 2, 
del Tratado en el Marco SIEG de 2005 (68) y en la Decisión SIEG de 2005 (69). 
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(65) De conformidad con el artículo 4 del Reglamento (CE) n.o 794/2004 de la Comisión, de 21 de abril de 2004, por el que se establecen 
disposiciones de aplicación del Reglamento (UE) 2015/1589 del Consejo por el que se establecen disposiciones de aplicación del 
artículo 108 del Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea (DO L 140 de 30.4.2004, p. 1), las modificaciones de naturaleza 
puramente formal o administrativa sin repercusiones para la evaluación de la compatibilidad de la medida de ayuda con el mercado 
común, así como un aumento con respecto al presupuesto inicial de un régimen de ayudas de hasta el 20 %, no se considerarán 
modificación de ayudas existentes. 

(66) Por ejemplo, si los servicios incluidos en la OSU registraban pérdidas pero, en conjunto, la empresa era rentable, no se concedía 
compensación alguna, mientras que, después de la modificación, sí que era posible conceder cierta compensación. En cambio, si la 
empresa era deficitaria en general, pero los servicios de la OSU eran muy rentables, podía recibir compensación. 

(67) Decisión 2012/21/UE. 
(68) Marco comunitario sobre ayudas estatales en forma de compensación por servicio público (DO C 297 de 29.11.2005, p. 4). 
(69) Decisión 2005/842/CE de la Comisión, de 28 de noviembre de 2005, relativa a la aplicación de las disposiciones del artículo 86, 

apartado 2, del Tratado CE a las ayudas estatales en forma de compensación por servicio público concedidas a algunas empresas 
encargadas de la gestión de servicios de interés económico general (DO L 312 de 29.11.2005, p. 67). 



(215)  Por lo que se refiere a la Decisión SIEG de 2012, dado que el importe de las compensaciones por la OSU 
otorgadas a Correos durante el período 2004-2010 son superiores a 15 millones EUR al año, esas compensa­
ciones no entran en el ámbito de aplicación de la Decisión SIEG de 2012, conforme a lo dispuesto en su artículo 
2. Tampoco entran en el ámbito de aplicación de la Decisión SIEG de 2005, conforme a lo dispuesto en su 
artículo 2. 

(216)  En la fase actual de desarrollo del mercado interior, las ayudas estatales no incluidas en el ámbito de aplicación de 
la Decisión SIEG de 2012 pueden declararse compatibles con el artículo 106, apartado 2, del Tratado cuando 
sean necesarias para el funcionamiento del servicio de interés económico general y no afecten al desarrollo de los 
intercambios en forma tal que sea contraria al interés de la Unión (70). 

(217)  El Marco SIEG de 2012 describe las condiciones en las que se puede lograr ese equilibrio. No obstante, de 
conformidad con el punto 69 del Marco SIEG de 2012, puesto que las compensaciones por la OSU durante el 
período 2004-2010 constituyen ayudas estatales ilegales, no serán aplicables en la evaluación por la Comisión de 
la compatibilidad con arreglo al artículo 106, apartado 2, del Tratado las condiciones establecidas en los puntos 
siguientes del Marco SIEG de 2012: 

—  Punto 14: considerar debidamente las necesidades de servicio público al encomendar al prestador un SIEG 
particular. 

—  Punto 19: respeto de las normas de la Unión sobre contratación pública al encomendar un SIEG. 

—  Punto 20: ausencia de discriminación. 

—  Punto 24 (y siguientes): aplicación del método del coste evitado neto para calcular el coste neto. 

—  Punto 39 (y siguientes): incentivos de eficiencia. 

—  Punto 60: transparencia. 

(218)  Por lo tanto, en la sección siguiente la Comisión evaluará las compensaciones por la OSU con arreglo al Marco 
SIEG de 2012, excluidos los puntos citados, y determinará si esas compensaciones cumplen las demás 
condiciones establecidas en dicho marco. 

7.1.4.2. Compatibilidad con arreglo al Marco SIEG de 2012 

A. Servicio de interés económico general efectivo según el artículo 106 del Tratado 

(219)  El servicio encomendado a Correos por el Estado español es el servicio postal universal conforme a lo establecido 
por el artículo 3, apartado 1, de la Directiva 2008/6/CE, que dice así: «Los Estados miembros garantizarán a los 
usuarios el derecho a un servicio universal que corresponda a una oferta de servicios postales de calidad determinada prestados 
de forma permanente en todos los puntos del territorio a precios asequibles a todos los usuarios». Como se indica en los 
considerandos 4 a 8 de la Directiva 2008/6/CE, por la que se modifica la Directiva 97/67/CE, las obligaciones de 
servicio universal, tal como se definen en la Directiva relativa a los servicios postales, ya son reconocidas por la 
Unión como auténticos servicios de interés económico general a tenor del artículo 106, apartado 2, del Tratado. 

B. Necesidad de un acto de atribución que concrete las obligaciones de servicio público y los métodos 
de cálculo de la compensación 

(220)  Como se indica en la sección 2.3 del Marco SIEG de 2012, el concepto de servicio de interés económico general 
a tenor del artículo 106 del Tratado significa que a la empresa en cuestión se le ha encomendado la responsa­
bilidad del funcionamiento del servicio de interés económico general por medio de uno o varios actos oficiales. 

(221)  Esos actos deberán indicar concretamente:  

(1) el contenido y la duración de las obligaciones de servicio público;  

(2) las empresas afectadas y el territorio afectado; 
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(70) Véase el punto 11 del Marco SIEG de 2012. 



(3) la naturaleza de cualesquiera derechos exclusivos atribuidos al operador;  

(4) la descripción del mecanismo de compensación y los parámetros aplicados al cálculo, control y revisión de la 
compensación;  

(5) las modalidades para evitar y recuperar las posibles compensaciones excesivas. 

(222)  La Ley Postal de 1998 y el Plan de Prestación de 2000, que fueron los actos pertinentes de atribución para el 
período 2004-2010, definen y encomiendan claramente a Correos la OSU. El territorio afectado es todo el 
territorio nacional español. 

(223)  La Ley Postal española de 1998 indica además, en su artículo 19, los derechos exclusivos asignados 
a Correos. Esos derechos incluyen, por ejemplo, el uso del término «España», la denominación «Correos» y los 
signos correspondientes. 

(224)  El Plan de Prestación de 2000 prevé un mecanismo para calcular el coste neto de la OSU (la metodología 
española), que se utiliza como base para el importe de la compensación (71). El mecanismo de compensación y 
los parámetros para calcular la compensación pueden considerarse, por tanto, definidos. 

(225)  Habida cuenta de que la metodología española preveía que el importe de las compensaciones por la OSU debían 
corresponder a un cálculo ex post del coste neto, puede admitirse que el sistema se concibió para evitar una 
compensación excesiva en la medida en que el método de cálculo se hubiera considerado fiable. Aunque la 
Comisión cuestiona la aplicabilidad de la metodología española, se considera que ello no afecta a la conformidad 
con el requisito de prever mecanismos para evitar la compensación excesiva. 

(226)  La Comisión considera, por tanto, que la atribución a Correos puede considerarse conforme con el marco SIEG 
de 2012. 

C. Duración del período de atribución 

(227)  Como se indica en la sección 2.4 del Marco SIEG de 2012, «la duración del período de atribución deberá justificarse por 
referencia a criterios objetivos tales como la necesidad de amortizar activos fijos no transferibles. En principio, la duración del 
período de atribución no deberá exceder el período requerido para la amortización de los activos más importantes necesarios 
para gestionar el SIEG». 

(228)  La Ley Postal de 1998 no especificaba la duración del período de atribución de la OSU a Correos. No obstante, la 
atribución concluyó en 2011, cuando la nueva Ley Postal española de 2010 entró en vigor, por lo que la 
duración real de la atribución fue de doce años. 

(229)  En primer lugar, la Comisión no considera que este requisito del Marco SIEG de 2012 pueda dar lugar a la 
incompatibilidad de una ayuda que es anterior a la entrada en vigor de ese Marco. En efecto, los objetivos de la 
disposición del Marco SIEG de 2012 relativa a la limitación de la duración son garantizar que el Estado examine 
la situación del mercado periódicamente para verificar que se sigue justificando el mantenimiento de un servicio 
y posibilitar la competencia para la concesión de ese servicio público mediante la aplicación de las normas de 
contratación pública. Esos objetivos no pueden alcanzarse en el caso de una medida que se ha ejecutado en el 
pasado y, por consiguiente, no pueden dar lugar a la incompatibilidad de las compensaciones por la OSU 
concedidas hasta 2010 (72). 

(230)  Además, la Comisión observa que un período de atribución de doce años no parece excesivo y es similar a los 
períodos de atribución que se aplican a otros proveedores de la OSU en la Unión (73). 

(231)  Por consiguiente, puede aceptarse que un período de atribución de doce años no excede del período necesario 
para la amortización de los activos más importantes utilizados por Correos para la prestación de la OSU, como 
requiere el Marco SIEG de 2012. 
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(71) Véase el considerando 28. 
(72) El precepto podría aplicarse a una medida iniciada en el pasado y aún vigente. En tal caso, podría solicitarse una modificación o, incluso, 

el cese de la atribución. 
(73) Véase, por ejemplo, La Poste (Francia), Poste Italiane (Italia) y ELTA (Grecia): quince años en todos los casos. 



D. Respeto de la Directiva 2006/111/CE de la Comisión (74) 

(232)  De acuerdo con el punto 18 del Marco SIEG de 2012, «una ayuda se considerará compatible con el mercado 
interior con arreglo al artículo 106, apartado 2, del Tratado solo cuando la empresa respete, cuando sea aplicable, 
la Directiva 2006/111/CE, relativa a la transparencia de las relaciones financieras entre los Estados miembros y 
las empresas públicas, así como a la transparencia financiera de determinadas empresas». 

(233)  El artículo 29 de la Ley Postal de 1998 impone la obligación de separación de cuentas en el sistema contable 
interno del proveedor del servicio universal. 

(234)  Esta obligación se aplica, en particular, a través de la Orden FOM/2447/2004, de 12 de julio, sobre «contabilidad 
analítica y separación de cuentas». La Comisión ha comprobado que los principios establecidos en dicha 
disposición están en consonancia, en términos de asignación de costes directos e indirectos, con los principios 
establecidos en el Marco SIEG de 2012 (75). 

(235)  Por otra parte, a raíz de la petición de la Comisión en la Decisión de incoación de 2016, las autoridades 
españolas facilitaron a la Comisión una descripción detallada del sistema de contabilidad analítica de Correos, que 
se resume en la figura. 

Sistema de asignación de costes de Correos 

(236)  Como se ha explicado en el considerando 235, el sistema de contabilidad analítica de Correos se basa en el 
método de contabilidad de costes denominado de costes por actividades. El sistema de costes por actividades es 
un método especial del método de asignación de costes plenamente distribuidos, que se ajusta a las disposiciones 
aplicables del Marco SIEG de 2012 (76) y también está en consonancia con los requisitos específicos del sector 
sobre separación contable, establecidos en el artículo 14 de la Directiva de servicios postales. 

(237)  El modelo analítico de Correos consta básicamente de las siguientes fases:  

1) Determinación de los costes que se imputan a partir de la cuenta de resultados: en 2005, los costes 
imputables ascendieron a 1 769 millones EUR aproximadamente. 
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(74) Directiva 2006/111/CE, de 16 de noviembre de 2006, relativa a la transparencia de las relaciones financieras entre los Estados 
miembros y las empresas públicas, así como a la transparencia financiera de determinadas empresas (DO L 318 de 17.11.2006, p. 17). 

(75) Véase el punto 31 del Marco SIEG de 2012. 
(76) Véase el punto 44 del Marco SIEG de 2012. 



2) Imputación de costes a los centros de costes: 

a)  un pequeño porcentaje de los costes ([…] % - aprox. […] millones EUR en 2005) se imputa directamente 
a los productos finales. 

b)  La mayor parte de los costes imputables ([…]% - […]millones EUR) se imputa a los centros de costes 
(CeCos). 

Los CeCos (había […]CeCos en 2005) son la unidad básica del sistema de contabilidad analítica. Se definen 
como unidades de consumo de recursos que son relevantes desde el punto de vista de la contabilidad 
analítica. 

El sistema de contabilidad analítica de Correos distingue entre: 

—  CeCos operativos: que consumen recursos que están directamente relacionados con los productos y 
servicios finales (por ejemplo, una oficina de correos). Había […] CeCos operativos en el sistema de 
contabilidad analítica de Correos en 2005. En 2005 se imputó un importe de […] millones EUR 
a CeCos operativos. 

—  CeCos estructurales: que concentran los costes estructurales que no están directamente relacionados 
con productos y servicios finales. Estos corresponden fundamentalmente a la ayuda, administración, 
gestión de recursos humanos y servicios informáticos. Había […] CeCos estructurales en el sistema de 
contabilidad analítica de Correos en 2005. En 2005 se imputó un importe de […] millones EUR 
a CeCos estructurales. 

c)  Los costes imputados a CeCos estructurales se distribuyen seguidamente a CeCos operativos en función de 
una relación de causalidad entre ambos tipos de CeCos.  

3) Imputación a actividades de los costes imputados a CeCos: 

Las actividades son grupos de tareas homogéneas destinadas a prestar servicios finales o a apoyar su 
prestación (por ejemplo, clasificación manual, clasificación automática, transporte, etc.). En el sistema de 
contabilidad analítica de Correos en 2005 se distinguen dieciséis actividades. 

Los costes imputados a CeCos operativos se distribuyen a actividades en función del consumo por estas de los 
recursos de los CeCos.  

4) Imputación a cada uno de los productos y servicios finales de los costes de actividades: 

Los costes se imputan a productos y servicios finales en función de su nexo causal con las actividades.  

5) Determinación de los ingresos para cada uno de los productos y servicios finales: 

Para determinar los ingresos, se siguen las etapas siguientes: 

a)  En primer lugar, el importe de los ingresos que debe distribuirse se determina a partir de la cuenta de 
resultados: en 2005, los ingresos imputables ascendieron a […] millones EUR. 

b)  Parte de esos ingresos ([…] % - […] millones EUR en 2005) corresponde a las ventas directas registradas 
en el sistema de facturación de Correos y pueden imputarse directamente a productos y servicios finales. 

c)  El resto de los ingresos ([…] % - […] millones EUR en 2005), que no están registrados en el sistema de 
facturación pero que tienen diferentes orígenes, se imputan a productos y servicios finales sobre la base de 
un cuadro de porcentajes resultante de estudios realizados por Correos sobre la relación causal entre los 
ingresos registrados y los productos y servicios que han generado esos ingresos.  

6) El margen por producto y servicio final puede, por tanto, calcularse. 

(238)  La Comisión concluye que el sistema de contabilidad analítica aplicado por Correos es adecuado para separar las 
actividades incluidas en la OSU de las actividades no incluidas en la OSU, así como, dentro de la OSU, las 
actividades reservadas de las actividades no reservadas. 

(239)  La Comisión concluye que Correos ha cumplido con la Directiva 2006/111/CE. 
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A. Importe de la compensación 

Método de cálculo adecuado 

(240)  El punto 21 del Marco SIEG de 2012 establece que «[…] el importe de la compensación no debe superar lo necesario 
para cubrir el coste neto de la ejecución de las obligaciones de servicio público, incluido un beneficio razonable». También 
indica que «[…] cuando la empresa realiza también actividades ajenas al SIEG, los costes a tener en cuenta pueden cubrir 
todos los costes directos necesarios para la ejecución de las obligaciones de servicio público y una contribución adecuada a los 
costes indirectos que sean comunes al SIEG y a otras actividades. Los costes asignados a posibles actividades ajenas al SIEG 
deben incluir todos los costes directos y una contribución adecuada a los costes comunes». 

(241)  El punto 24 del Marco SIEG de 2012 establece que «el coste neto necesario, o que se prevé será necesario, para ejecutar 
las obligaciones de servicio público deberá calcularse utilizando el método del coste evitado neto, cuando lo exija la legislación 
nacional o de la Unión y en otros casos en los que sea posible». 

(242)  En la Decisión de incoación de 2016, la Comisión estimó que, dado que las compensaciones por la OSU 
concedidas en virtud de la Ley Postal de 1998 se habían concedido como ayudas ilegales antes de la entrada en 
vigor del Marco SIEG de 2012 el 31 de enero de 2012, el punto 69 de dicho Marco excluía expresamente la 
aplicación del punto 24 del Marco y, por ende, la aplicación del método del coste evitado neto a las ayudas 
ilegales. 

(243)  En efecto, la nota a pie de página 2 del punto 21 del Marco SIEG de 2012 aclara que, cuando el método del 
coste evitado neto no se pueda aplicar (o, como en el presente caso, no sea aplicable), el coste neto de la 
ejecución de las obligaciones de servicio público será la diferencia entre los costes y los ingresos. Este «método de 
asignación de costes» se describe en los puntos 28 y siguientes del Marco SIEG de 2012. Se consideró que era el 
método adecuado para calcular la compensación por SIEG en virtud del Marco SIEG de 2005, aplicable desde el 
29 de noviembre de 2005 hasta el 31 de enero de 2012, y sirvió de base para varias decisiones de la Comisión 
sobre la compensación por OSU en ese período (77). 

(244)  Las autoridades españolas y/o Correos manifestaron su desacuerdo con dicho argumento en sus observaciones, 
alegando que el Marco SIEG de 2012 no impedía el uso del coste evitado neto, sino que simplemente permitía 
que no se utilizara antes de su entrada en vigor (véase, en particular, el considerando 98). 

(245)  La Comisión considera que aceptar la utilización del método del coste evitado neto en el caso de las ayudas 
ilegales concedidas antes de la entrada en vigor del Marco SIEG de 2012 permitiría a algunos Estados miembros 
beneficiarse de la no notificación de dicha medida de ayuda ilegal, puesto que podrían elegir entre el método de 
asignación de costes y el método del coste evitado neto, mientras que los Estados miembros que hubieran 
comunicado las compensaciones por SIEG, según lo previsto por las normas sobre ayudas estatales, estaban 
obligados a utilizar un único método, es decir, el método de asignación de costes. Tal enfoque permitiría, por 
tanto, a España obtener la ventaja de vulnerar las obligaciones de notificación e implicaría una posible violación 
del principio de igualdad de trato. Por consiguiente, la Comisión considera que solo el método contable puede 
utilizarse en este caso. 

(246)  De todas formas, incluso si se admitiese la posibilidad de utilizar el método prescrito por el Marco SIEG de 2012 
y la Directiva 2008/6/CE en este caso, tal como se explica en los considerandos 176 a 183, la Comisión 
considera que la metodología española no puede considerarse una aplicación válida del método del coste evitado 
neto, contrariamente a lo que afirman las autoridades españolas y/o Correos. 

(247)  Así pues, la metodología española, con independencia de sus posibles ventajas intrínsecas, no es un método 
reconocido por la Comisión, ni antes ni después de la entrada en vigor del Marco SIEG de 2012. 

(248)  En tales circunstancias, la Comisión estima que el único método que puede utilizarse es el método contable, que 
era el único método de referencia en el momento en que se concedieron las compensaciones por la OSU y que 
constituyó la base de varias decisiones de la Comisión relativas a la compensación por OSU en ese período. 

25.1.2019 L 23/77 Diario Oficial de la Unión Europea ES    

(77) Véanse, en particular, las Decisiónes 2012/321/UE y 2012/636/UE. 



Valores de referencia adecuados para el beneficio razonable 

(249)  Como se explica en el considerando 167, la Comisión, en su Decisión de 25 de enero de 2012, bpost, determinó 
un rango de beneficio razonable de referencia aplicable a todos los operadores postales de la Unión. 

(250)  Las autoridades españolas han cuestionado la aplicabilidad de estas referencias a Correos, aduciendo que cada 
caso debe evaluarse en función de sus propias características. La Comisión invitó a las autoridades españolas 
a proporcionar información detallada sobre el mercado postal español que permitiera evaluar la oportunidad de 
contar con valores de referencia diferentes para Correos. Sin embargo, esa información no se ha facilitado. En 
consecuencia, la Comisión aplicará el rango de beneficio razonable de referencia establecido en el asunto bpost al 
caso que nos ocupa. 

Evaluación de la solución alternativa propuesta por las autoridades españolas 

(251)  En caso de que la Comisión aplicara el método contable a las compensaciones por la OSU otorgadas a Correos 
en virtud de la Ley Postal de 1998, las autoridades españolas sugirieron que se tomaran en consideración los 
siguientes elementos (véase el apartado 5.3.1): 

—  Una evaluación separada de las compensaciones concedidas al sector reservado de la OSU y al sector no 
reservado de la OSU 

—  Una reducción de la compensación excesiva por los dividendos abonados por Correos. 

(252)  Estas propuestas se analizan en los considerandos 253 a 263. 

— Una evaluación separada de las compensaciones concedidas al sector reservado de la OSU y al sector no 
reservado de la OSU 

(253)  Las autoridades españolas han alegado que las compensaciones por la OSU recibidas por Correos por la 
prestación de servicios reservados y no reservados deben evaluarse separadamente. 

(254) Tras analizar los argumentos esgrimidos por las autoridades españolas en el marco del procedimiento de investi­
gación formal, la Comisión considera que cabe aceptar la separación entre los sectores reservado y no reservado 
por las siguientes razones: 

—  Los argumentos en apoyo de la diferenciación de los dos distintos SIEG parecen razonables (en particular, el 
contexto del desempeño de las obligaciones es distinto en el sector reservado y en el sector no reservado de la 
OSU). 

—  La diferenciación es plenamente coherente con la forma en que se calculó la compensación por la OSU, que 
distingue claramente los servicios reservados de los no reservados y que difiere significativamente de un 
sector al otro. Tal como explicaron las autoridades españolas, mientras que el método de asignación de costes 
se aplicó a los servicios reservados de la OSU, a los servicios no reservados se le aplicó un método distinto, 
que las autoridades españolas identifican como el método del coste evitado neto. Si bien la Comisión discrepa 
de tal calificación, está de acuerdo en que el método de cálculo aplicado al sector reservado de la OSU es 
fundamentalmente diferente del aplicado al sector no reservado. 

(255)  La Comisión desea subrayar que aceptar esta diferenciación implica que las compensaciones por la OSU al sector 
reservado y las compensaciones por la OSU al sector no reservado tienen que evaluarse por separado sin una 
ulterior conciliación de ambas evaluaciones. 

Con la separación, la Comisión confirma que los resultados presentados en el apartado 5.3.1 son correctos: 

—  ausencia de compensación excesiva de Correos por la prestación de los servicios reservados de la OSU, ya que 
la compensación por estos servicios equivale exactamente al coste contable neto de Correos; 

—  compensación excesiva de Correos por la prestación de los servicios no reservados de la OSU, equivalente al 
importe de las compensaciones por la OSU asignadas al sector no reservado de la OSU, ya que el nivel de 
beneficios de los servicios no reservados de la OSU estuvo siempre por encima del nivel máximo de beneficio 
de referencia considerado en el asunto bpost. 
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(256)  La compensación excesiva de Correos por la prestación de los servicios no reservados se cifra, por tanto, en 
317,387 millones EUR (en valor nominal). 

— Una reducción de la compensación excesiva por los dividendos abonados por Correos. 

(257)  Las autoridades españolas han alegado que la sobrecompensación de Correos debe reducirse por los dividendos 
abonados por Correos en el período 2004-2010 (aproximadamente 151 millones EUR). 

(258)  Por principio, la Comisión no considera que los dividendos sean un medio adecuado para reducir la 
compensación excesiva, como se menciona en el asunto Dansk Statsbaner (78). Sin embargo, en el presente caso, 
la Comisión entiende que, por sus circunstancias específicas, el pago de dividendos era probablemente la única 
manera de limitar, en la práctica, los efectos de una compensación excesiva de Correos derivada de sus elevados 
beneficios en el sector no reservado. 

(259)  En primer lugar, la Comisión considera que España ha proporcionado pruebas suficientes de que la decisión de 
pagar dividendos procede del Estado español (en su calidad de único accionista de Correos) y no de la dirección 
de la propia sociedad Correos. 

(260)  Además de la inclusión por el Estado de tales dividendos en su presupuesto mucho antes de su pago efectivo, lo 
que contribuye a demostrar que el Estado ejercía el control de la decisión, también es difícil identificar el interés 
económico para Correos, como empresa, de pagar dividendos al Estado en ese período. Los incentivos que suele 
tener una empresa para remunerar a sus accionistas (atraer a inversores, asegurarse futura financiación, demostrar 
la buena salud financiera de la empresa) no parecen ser pertinentes en el caso que nos ocupa, en el que el Estado 
es el único accionista y la empresa tenía la certeza de recibir del Estado financiación continua hasta 2010. Por 
estas razones, teniendo en cuenta el marco jurídico específico que estaba en vigor, puede aceptarse que la 
decisión de abonar dividendos procede básicamente del Estado, que utilizó esta herramienta para sacar fondos de 
la compañía. 

(261)  Por lo que respecta al Estado español, pagar compensaciones significativas por la OSU y, al mismo tiempo, 
percibir dividendos podría parecer contradictorio, pero puede entenderse en un contexto en el que los dividendos 
constituyen en realidad un modo de reducir un posible exceso de financiación, que, de todas formas, tenía que 
abonarse a Correos según el Plan de Prestación de 2000. En efecto, dado que España había firmado un contrato 
de servicio público en el que se definía automáticamente el importe de la indemnización que debía pagarse 
a Correos, independientemente del nivel de beneficio de la compañía, cabe entender que los dividendos pueden 
desempeñar de facto en ese caso el papel de mecanismo de reembolso. 

(262)  La Comisión también tiene en cuenta que dichos dividendos procedían fundamentalmente de los servicios no 
reservados de la OSU con un exceso de compensación, fuente de los beneficios de Correos. Además, Correos, que 
fue muy rentable en los años correspondientes, no parece haber obtenido ningún beneficio particular de los 
fondos mantenidos temporalmente: concretamente, no tomó préstamos bancarios, que podrían haberse 
beneficiado de su mejor grado de solvencia, ni procedió a adquisiciones. 

(263)  En tales circunstancias, la Comisión acepta reducir la compensación excesiva abonada a Correos con los 
dividendos abonados por Correos en el período 2004-2010. 

(264)  En el cuadro 11 se resume el cálculo del importe nominal de la recuperación: 

Cuadro 12 

Cálculo de la sobrecompensación 

(en millones EUR) 

Sector no reservado de la OSU 2004 2005 2006 2007 2008 2009 2010 Total 

Ingresos […] […] […] […] […] […] […] […] 

Costes […] […] […] […] […] […] […] […] 
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(78) Véase la nota a pie de página 31. Incluso si tuvieran en cuenta los dividendos en ese asunto, la Comisión señaló, además, en el apartado 
345 de la Decisión que «la política de dividendos no puede asimilarse a una cláusula de restitución que permita ajustar las compensaciones por 
prestación de servicio público y evitar las sobrecompensaciones». 



(en millones EUR) 

Sector no reservado de la OSU 2004 2005 2006 2007 2008 2009 2010 Total 

Coste neto = Costes-Ingresos […] […] […] […] […] […] […] […] 

Beneficio razonable (hipótesis de 
7,4 % ROS) 

[…] […] […] […] […] […] […] […] 

Coste neto + beneficio razonable […] […] […] […] […] […] […] […] 

Compensación máxima susceptible 
de otorgarse a Correos 

0,000 0,000 0,000 0,000 0,000 0,000 0,000 0,000 

Compensación otorgada a Correos 44,859 47,294 55,199 39,441 40,863 45,919 43,812 317,387 

Sobrecompensación = compensa­
ción otorgada – compensación má­
xima 

44,859 47,294 55,199 39,441 40,863 45,919 43,812 317,387 

Importe de los dividendos 29,775 30,576 51,958 38,966 0,000 0,000 0,000 151,275 

Sobrecompensación ajustada = 
compensación excesiva – divi­
dendos 

15,084 16,718 3,241 0,475 40,863 45,919 43,812 166,112  

7.1.5. CONCLUSIÓN 

(265)  La Comisión concluye, en primer lugar, que las compensaciones por la OSU otorgadas a Correos en virtud de la 
Ley Postal de 1998 constituyen una ayuda estatal ilegal. 

(266)  Por otra parte, dichas compensaciones por la OSU constituyen ayudas incompatibles con arreglo al artículo 106, 
apartado 2, del Tratado en la medida en que hubo compensación excesiva a Correos. 

(267)  Previa deducción del dividendo, el exceso de compensación asciende a 166,112 millones de EUR. 

(268)  El importe real que debe recuperarse podrá tener en cuenta el ajuste fiscal (79) previsto en la Comunicación sobre 
recuperación (80), que, en su apartado 50, establece que «las autoridades nacionales están autorizadas a tener en cuenta 
la incidencia del sistema impositivo al determinar la cantidad que debe reembolsarse. En los casos en que un beneficiario de 
la ayuda ilegal e incompatible haya pagado impuestos sobre la ayuda recibida, las autoridades nacionales pueden, de 
conformidad con sus normas fiscales nacionales, tener en cuenta los impuestos previamente abonados recuperando solo el 
importe neto recibido por el beneficiario. La Comisión considera que, en esos casos, las autoridades nacionales necesitarán 
asegurarse de que el beneficiario no pueda disfrutar de otra deducción de impuestos alegando que el reembolso ha disminuido 
su renta imponible, puesto que ello significaría que el importe neto de la recuperación sería inferior al importe neto 
inicialmente recibido». 

(269)  El importe real que debe recuperarse podrá tener en cuenta, por tanto, un ajuste fiscal en el supuesto de que 
España respete las condiciones establecidas en el apartado 50 de la Comunicación sobre recuperación. También 
incluirá los intereses desde la fecha en que la compensación por la OSU se puso a disposición de Correos hasta 
su recuperación. 
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(79) Las autoridades españolas han manifestado su intención de solicitar un ajuste fiscal para el cálculo del importe de la recuperación. 
(80) Comunicación de la Comisión – Hacia una aplicación efectiva de las decisiones de la Comisión por la que se ordena a los Estados 

miembros que recuperen las ayudas estatales ilegales e incompatibles (DO C 272 de 15.11.2007, p. 4). 



7.2. EXENCIONES TRIBUTARIAS OBTENIDAS POR CORREOS: IMPUESTO SOBRE BIENES INMUEBLES (IBI) 
E IMPUESTO SOBRE ACTIVIDADES ECONÓMICAS (IAE) 

7.2.1. AYUDA ESTATAL A TENOR DE ARTÍCULO 107, APARTADO 1, DEL TRATADO 

7.2.1.1. Medida imputable al Estado y concedida mediante fondos estatales 

(270)  El artículo 107, apartado 1, del Tratado exige que la ayuda sea otorgada por un Estado miembro o mediante 
fondos estatales, bajo cualquier forma. Una pérdida de ingresos fiscales equivale al consumo de fondos estatales 
en forma de gasto fiscal. 

(271)  Como el Tribunal de Justicia sostuvo en el asunto Banco Exterior de España, una medida mediante la cual las 
autoridades públicas conceden a determinadas empresas una exención tributaria que, aunque no implique una 
transferencia de efectivo de fondos estatales, coloque a los beneficiarios en una situación financiera más favorable 
que a los restantes contribuyentes, constituye una ayuda estatal en el sentido del artículo 107, apartado 1, del 
Tratado (81). 

(272)  Al eximir a Correos del IBI y del IAE, las autoridades españolas renuncian a ingresos que constituyen recursos 
estatales. 

(273)  Así pues, la Comisión considera que esas exenciones tributarias implican una pérdida de recursos estatales y, por 
consiguiente, son concedidas por el Estado mediante recursos estatales. 

(274)  Las autoridades españolas y/o Correos han alegado en sus observaciones que la exención del IBI no es imputable 
al Estado, ya que resulta de las resoluciones de un órgano jurisdiccional nacional y no del propio Estado (véanse 
los considerandos 67 y 102). 

(275)  La Comisión no está de acuerdo con este argumento: en los casos en que una autoridad pública concede una 
ventaja a un beneficiario, la medida es por definición imputable al Estado, aun cuando la autoridad en cuestión 
goce de autonomía jurídica respecto de otras autoridades públicas (82). Por consiguiente, las ayudas concedidas 
a través de sentencias resultantes de los órganos jurisdiccionales nacionales son imputables al Estado y pueden, 
por tanto, calificarse de ayudas estatales. 

7.2.1.2. Ventaja económica selectiva conferida a una empresa 

A. Concepto de empresa 

(276)  Como se indica en el considerando 162, Correos debe considerarse una empresa que presta servicios de la OSU, 
los cuales son objeto de la exención tributaria. 

B. Ventaja económica 

(277)  La forma precisa de una medida es irrelevante para determinar si confiere una ventaja económica a la 
empresa (83). El concepto de ventaja no solo se refiere a los beneficios positivos, sino también a intervenciones 
que, de diversas maneras, aligeran las cargas que normalmente gravan el presupuesto de una empresa (84). Por 
tanto, una exoneración de las cargas económicas (como las obligaciones fiscales) también puede constituir una 
ventaja. 

(278)  Correos ha estado total o parcialmente exento de determinados tributos, como el IBI y el IAE, mientras que otras 
empresas, que también desarrollan actividades económicas, (incluyendo la prestación de servicios postales) están, 
en principio, plenamente sujetas a dichos impuestos. Por lo tanto, Correos se beneficia de una ventaja económica 
a efectos del artículo 107, apartado 1, del Tratado. 

(279)  Las exenciones tributarias otorgadas a Correos reducen las cargas que normalmente se incluyen en sus costes de 
explotación. Por consiguiente, benefician a Correos frente a otras empresas sujetas al IBI o al IAE, que no pueden 
beneficiarse de estas ventajas. 

25.1.2019 L 23/81 Diario Oficial de la Unión Europea ES    

(81) Asunto C-387/92, Banco Exterior de España, EU:C:1994:100, apartado 14. 
(82) Sentencia del Tribunal General de 12 de diciembre de 1996, Air France/Comisión T-358/94, ECLI:EU:T:1996:194, apartado 62. 
(83) Asunto C-280/00, Altmark Trans, EU:C:2003:415, apartado 84. 
(84) Asunto 30/59, De Gezamenlijke Steenkolenmijnen in Limburg/Alta Autoridad de la Comunidad Europea del Carbón y del Acero, EU: 

C:1961:2, p. 19; y asunto C-143/99, Adria-Wien Pipeline, EU:C:2001:598, apartado 38. 



C. Selectividad 

(280)  Una medida es selectiva en el sentido del artículo 107, apartado 1, del Tratado, en la medida en que favorece 
a determinadas empresas o producciones. 

(281)  La diferencia de tributación debe examinarse atendiendo a la jurisprudencia relativa al concepto de 
selectividad (85). Una medida fiscal es, prima facie, selectiva si constituye una desviación del marco fiscal general 
(o de referencia). A este respecto, es preciso evaluar si la medida favorece a determinadas empresas en 
comparación con otras que se encuentren en una situación fáctica y jurídica comparable, habida cuenta del 
objetivo perseguido por el sistema fiscal de referencia. Según la jurisprudencia del Tribunal, una medida selectiva 
prima facie puede estar justificada por la lógica del sistema fiscal. Sin embargo, a este respecto, solo se pueden 
tener en cuenta razones intrínsecas inherentes al sistema fiscal y no razones políticas externas. Si la medida 
selectiva prima facie no puede justificarse por la lógica del sistema fiscal, equivaldría a una ventaja selectiva y, si se 
cumple el resto de las condiciones establecidas en el artículo 107, apartado 1, del Tratado, sería ayuda estatal 
a tenor de dicha disposición (86). 

Impuesto sobre Bienes Inmuebles (IBI) 

Marc o d e  re feren cia  

(282)  La determinación del régimen fiscal de referencia (o marco de referencia) reviste especial importancia en el caso 
de las medidas fiscales, puesto que la propia existencia de una ventaja solo puede apreciarse en relación con el 
«régimen fiscal normal» (87). 

(283)  En el presente caso, el marco de referencia debe definirse como el IBI, de acuerdo con lo establecido en el Real 
Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo. De esta ley se desprende que, conforme a las disposiciones normales, 
las empresas (entre otras personas físicas y jurídicas) están sujetas al IBI por la titularidad de los derechos sobre 
los bienes inmuebles rústicos y urbanos y sobre los inmuebles de características especiales, establecidos en el 
artículo 61 del Real Decreto Legislativo 2/2004. 

Ex c epción a l  marc o  de  re fe re ncia  

(284)  Según el artículo 60 del Real Decreto Legislativo 2/2004, el IBI «es un tributo directo de carácter real que grava el valor 
de los bienes inmuebles en los términos establecidos en esta ley». El hecho imponible del IBI es la titularidad de 
cualquiera de los derechos previstos en el artículo 61 del Real Decreto Legislativo 2/2004 (88) sobre los bienes 
inmuebles rústicos y urbanos y sobre los inmuebles de características especiales. El IBI no grava una actividad, 
sino el valor de la propiedad. 

(285)  Con arreglo al artículo 19, apartado 1, letra b), de la Ley Postal de 1998, y al artículo 22, apartado 2, de la Ley 
Postal de 2010, Correos está, en principio, exento de los impuestos sobre las actividades económicas relacionadas 
con sus servicios reservados (en virtud de la Ley Postal de 1998) o incluidas en el ámbito de aplicación de la OSU 
(en virtud de la Ley Postal de 2010). Aunque las autoridades españolas alegan que el IBI no está directamente 
vinculado a una actividad económica determinada y que, por tanto, Correos no podía acogerse a la exención, en 
la práctica Correos reclamó ante los tribunales al considerar que tenía derecho a la exención del IBI en el caso de 
las oficinas de correos de determinados municipios. 

(286)  La exención del IBI aplicable a Correos constituye una excepción al régimen fiscal general del IBI aplicable en 
España y concede una ventaja selectiva a Correos. En efecto, al aplicar la exención tributaria, Correos, que 
participa en operaciones inmobiliarias al igual que otras empresas, disfruta de una ventaja a la que no tienen 
derecho otras empresas. Por consiguiente, la medida constituye una excepción al régimen fiscal general del IBI en 
la medida en que establece una diferencia entre operadores económicos que, a la luz del objetivo de ese régimen 
fiscal (que es gravar la titularidad de cualquiera de los derechos previstos en el artículo 61 del Real Decreto 
Legislativo 2/2004 sobre los bienes inmuebles rústicos y urbanos), se encuentran en una situación fáctica y 
jurídica comparable (89). 
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(85) Asuntos acumulados C-78/08 a C-80/08, Paint Graphos y otros, EU:C:2011:550, apartados 49 y ss. 
(86) Véase el asunto C-143/99, Adria-Wien Pipeline, EU:C:2001:598. 
(87) Asuntos T-211/04 y T-215/04, Comisión y España/Government of Gibraltar y Reino Unido, EU:T:2008:595, apartado 80. 
(88) Concesión administrativa sobre los propios inmuebles o sobre los servicios públicos a que se hallen afectos, derecho real de superficie, 

derecho real de usufructo y derecho de propiedad. 
(89) Véanse, entre otros, el asunto C-88/03, Portugal/Comisión, EU:C:2006:511, apartado 56; y los asuntos acumulados C-78/08 a C-80/08, 

Paint Graphos y otros, EU:C:2011:550, apartado 49. 



Ló gica  intr ín seca  de l  ré g i m en f i sca l  

(287)  La Comisión ha llegado a la conclusión preliminar de que la exención del IBI aplicable a Correos es prima facie 
selectiva. Sin embargo, todavía es necesario determinar (como se ha mencionado en el considerando 281), si esta 
exención puede estar justificada por la naturaleza o la estructura general del régimen fiscal del IBI, demostrando 
que la medida se deriva directamente de los principios fundadores o rectores de dicho régimen fiscal. 

(288)  Las autoridades españolas y/o Correos no han facilitado, antes de la adopción de la Decisión de incoación de 
2016 o en el marco del procedimiento de investigación formal, ningún argumento que demuestre que la 
exención del IBI resulta de la aplicación de un principio rector del régimen fiscal del IBI. La Comisión tampoco 
ha podido encontrar tal justificación. La lógica inherente al régimen fiscal del IBI es gravar los derechos de 
propiedad establecidos en el artículo 61 del Real Decreto Legislativo 2/2004 sobre los bienes inmuebles rústicos 
y urbanos y sobre los inmuebles de características especiales. La aplicación de una exención total del IBI exclusi­
vamente a Correos no se ajusta a la lógica del régimen fiscal del IBI. 

Conclus ión 

(289)  Puesto que, en el marco del procedimiento de investigación formal, las autoridades españolas no han aportado 
ningún argumento que contradiga la apreciación de la Comisión, la Comisión confirma la conclusión preliminar 
reflejada en la Decisión de incoación de 2016 de que la exención del IBI otorgada a Correos constituye una 
ventaja selectiva que no puede justificarse por la naturaleza y la lógica del régimen fiscal del IBI. 

Impuesto sobre Actividades Económicas (IAE) 

M ar co de  r e fere nci a  

(290)  Del artículo 78 del Real Decreto Legislativo 2/2004 se desprende que las empresas que ejerzan actividades 
empresariales, profesionales o artísticas están sujetas al Impuesto sobre Actividades Económicas (IAE). El IAE 
aplicado a los servicios postales y de telecomunicaciones se establece en el grupo de tarifas 847, «Servicios 
integrales de Correos y Telecomunicaciones», del Real Decreto Legislativo 1175/1990, de 28 de septiembre. En 
consecuencia, el marco de referencia es el IAE, según lo establecido en el Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 
de marzo. 

E xcepci ón a l  m arc o  de  re fe r encia  

(291)  La nota tercera del grupo de tarifas 847 del Real Decreto Legislativo 1175/1990 establece que la entidad pública 
empresarial Correos tiene derecho a satisfacer solo el 50 % de la cuota señalada para las empresas sujetas a dicho 
grupo 847, «Servicios integrales de Correos y Telecomunicaciones». 

(292)  La exención parcial del IAE aplicable a Correos constituye una excepción al régimen fiscal del IAE aplicable a las 
actividades empresariales, profesionales y artísticas, en general, y a los servicios postales y de telecomunicaciones, 
en particular. Puede, por tanto, considerarse que esa exención otorga una ventaja selectiva a Correos. En efecto, al 
aplicar la exención fiscal del 50 %, Correos, que desarrolla actividades económicas en general y servicios postales 
en particular, disfruta de una ventaja fiscal a la que no tienen derecho otras empresas en general y otros 
operadores postales en particular. Así pues, la medida constituye una excepción al régimen fiscal común en 
materia de IAE aplicable a todas las empresas en general y a los operadores de los servicios postales y de teleco­
municaciones en particular, en la medida en que establece una diferencia entre operadores económicos que, a la 
luz del objetivo del régimen fiscal del IAE (que es gravar el desempeño de una actividad económica), se 
encuentran en una situación fáctica y jurídica comparable (90). La Comisión concluye, por tanto, que la exención 
del IAE aplicable a Correos es, prima facie, selectiva. 

Lóg ica  in tr ínseca  de l  rég imen f i sca l  

(293)  Así pues, es necesario determinar, de conformidad con la jurisprudencia del Tribunal de Justicia, si la exención 
del IAE concedida a Correos puede estar justificada por la naturaleza o la estructura general del régimen fiscal del 
IAE, demostrando que la medida se deriva directamente de los principios fundadores o rectores de dicho régimen 
fiscal. 
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(90) Véanse, entre otros, el asunto C-88/03, Portugal/Comisión, EU:C:2006:511, apartado 56; y los asuntos acumulados C-78/08 a C-80/08, 
Paint Graphos, EU:C:2011:550, apartado 49. 



(294)  Correos alega que la exención del IAE estaría justificada por la lógica del régimen fiscal del IAE, ya que la lógica 
intrínseca del IAE es gravar las actividades económicas con la finalidad de intervenir en la producción 
o distribución de bienes y servicios y Correos realiza no solo actividades económicas que consisten en la 
producción de bienes y servicios, sino que también presta otros servicios públicos como la OSU, que no 
responden a dicha finalidad (véase el considerando 70). 

(295)  La Comisión no puede aceptar ese argumento. La prestación de la OSU es una actividad económica y una 
exención tributaria aplicada a la OSU debe considerarse ayuda estatal, que podría ser compatible si cumpliera las 
normas de compatibilidad de los SIEG. Este argumento parece contradecir la petición de Correos de que las 
exenciones del IAE y el IBI no se evalúen a la luz de la Ley Postal de 1998 o de 2010, que encomienda a Correos 
la OSU, sino con referencia directa a la normativa reguladora de cada tributo (véase el considerando 66). A este 
respecto, la Comisión señala que Correos no ha alegado que las exenciones del IAE constituyan compensaciones 
por la OSU. 

(296)  En consecuencia, la Comisión considera que no se ha demostrado que la exención del IAE pudiera estar 
justificada por la lógica del régimen fiscal del IAE. 

Con clus ió n 

(297)  La Comisión confirma la conclusión preliminar reflejada en la Decisión de incoación de 2016 de que la exención 
parcial del IAE otorgada a Correos constituye una ventaja selectiva que no puede justificarse por la naturaleza y la 
lógica del régimen fiscal del IAE. 

7.2.1.3. Falseamiento de la competencia e impacto sobre los intercambios comerciales 

(298)  Tal como se explica en el considerando 204, cualquier medida adoptada en favor de Correos puede afectar a la 
competencia y a los intercambios entre los Estados miembros. 

7.2.1.4. Conclusión 

(299)  Sobre la base de las consideraciones expuestas, la Comisión confirma su conclusión preliminar de que las 
exenciones del IBI y del IAE otorgadas a Correos cumplen los criterios acumulativos de las ayudas estatales, por 
lo que constituyen ayudas estatales a tenor del artículo 107, apartado 1, del Tratado. 

7.2.2. AYUDA EXISTENTE O NUEVA 

(300)  Por lo que se refiere a la exención del IBI, Correos se benefició de las exenciones tributarias entre 2008 y 2013, 
esto es, tras la adhesión de España a la CEE en 1986. Por lo tanto, la exención del IBI no puede considerarse 
ayuda existente. 

(301)  En lo que respecta a la exención del IAE, el impuesto fue introducido por los artículos 79 a 92 de la Ley 
39/1988, de 28 de diciembre, reguladora de las Haciendas Locales. El impuesto se introdujo después de la 
adhesión de España a la CEE. Por lo tanto, la exención del IAE no puede considerarse ayuda existente. 

(302)  Cabe señalar que las autoridades españolas y/o Correos sostienen que la exención del IAE constituye ayuda 
existente, ya que la exención se deriva de la denominada Cuota de Licencia, modalidad del Impuesto sobre 
Actividades y Beneficios Comerciales e Industriales, que fue adoptada mediante el Decreto 3313/1966, de 29 de 
diciembre (véanse los considerandos 71 y 103). 

(303)  Las autoridades españolas no han facilitado a la Comisión información que demuestre la continuidad entre el 
Impuesto sobre Actividades y Beneficios Comerciales e Industriales de 1966 y el IAE de 1988, que introdujo un 
régimen muy específico (véanse los considerandos 42 a 44). Por otra parte, aun suponiendo que el IAE 
introducido en 1988 se derivara del Impuesto sobre Actividades y Beneficios Comerciales e Industriales de 1966, 
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la Comisión señala que las autoridades españolas también reconocen que Correos disfrutó de una exención 
completa del Impuesto sobre Actividades y Beneficios Comerciales e Industriales de 1966, cuando era un órgano 
administrativo debido a su naturaleza (véase el considerando 103). Correos ha sido un órgano administrativo 
hasta 1990 (véase el considerando 22), de modo que, a priori, nunca ha estado sometido al Impuesto sobre 
Actividades y Beneficios Comerciales e Industriales de 1966, mientras que el régimen del IAE ha clasificado 
claramente a Correos en una categoría imponible específica y Correos se ha beneficiado de una reducción del 
50 % de la cuota a pagar en el marco de dicha categoría. 

(304)  La Comisión mantiene, por tanto, su opinión de que la exención del IAE no constituye ayuda existente. 

7.2.3. LEGALIDAD DE LA MEDIDA DE AYUDA 

(305)  La Comisión observa que las exenciones del IBI y del IAE no han sido objeto de notificación con arreglo a lo 
dispuesto en el artículo 108, apartado 3, del Tratado. 

(306)  Así pues, las exenciones tributarias concedidas a Correos constituyen ayudas ilegales a tenor del artículo 1, letra 
f), del Reglamento (UE) 2015/1589. 

7.2.4. COMPATIBILIDAD CON EL MERCADO INTERIOR 

(307)  La ayuda estatal se considerará compatible con el mercado interior si entra dentro de alguna de las categorías 
enumeradas en el artículo 107, apartado 2, del Tratado (91) y podrá considerarse compatible con el mercado 
interior si la Comisión determina que se engloba en alguna de las categorías enumeradas en el artículo 107, 
apartado 3, del Tratado (92). Sin embargo, es el Estado miembro que concede la ayuda el que soporta la carga de 
demostrar que la ayuda estatal concedida es compatible con el mercado interior en virtud del artículo 107, 
apartado 2 o 3, del Tratado. 

(308)  La Comisión observa que las exenciones del IBI y del IAE eximen a Correos de costes que normalmente habría 
debido asumir en el marco de su gestión corriente o de sus actividades habituales. En otras palabras, las 
exenciones constituyen ayudas de funcionamiento, sin ninguna limitación en el tiempo. Por regla general, una 
ayuda de funcionamiento no puede considerarse compatible con el mercado interior con arreglo al artículo 107, 
apartado 2 o 3, del Tratado. 

(309)  Por otra parte, las autoridades españolas no han presentado, antes de la adopción de la Decisión de incoación de 
2016 o en el marco del procedimiento de investigación formal, argumentos que demuestren que las exenciones 
del IBI y del IAE otorgadas a Correos pueden acogerse a alguna de las excepciones enumeradas en el artículo 
107, apartado 2 o 3, del Tratado. 

(310)  Las autoridades españolas tampoco han proporcionado ninguna justificación, antes de la adopción de la Decisión 
de incoación de 2016 o en el marco del procedimiento de investigación formal, de que las exenciones del IBI e 
IAE (que se aplican en cualquier caso no solo a los SIEG, sino también a las actividades puramente mercantiles) 
puedan ser compatibles con el artículo 106, apartado 2. 

7.2.5. CONCLUSIÓN 

(311)  A tenor de lo anterior, la Comisión considera que las exenciones del IBI y del IAE constituyen ayuda estatal 
incompatible y los importes correspondientes deben recuperarse. 

(312)  Correos alega a este respecto que, incluso si la Comisión considerase incompatibles las exenciones del IBI, estas 
no podrían recuperarse debido al principio de cosa juzgada, que supondría, según Correos, que la sentencia del 
Tribunal Supremo español ya no podría cuestionarse (véase el considerando 69). 

(313)  La Comisión no comparte el parecer de Correos sobre este punto. 
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(91) Las excepciones previstas en el artículo 107, apartado 2, del Tratado se refieren a: a) las ayudas de carácter social concedidas a los 
consumidores individuales; b) las ayudas destinadas a reparar los perjuicios causados por desastres naturales o por otros acontecimientos 
de carácter excepcional; y c) las ayudas concedidas a determinadas regiones de la República Federal de Alemania. 

(92) Las excepciones previstas en el artículo 107, apartado 3, del Tratado se refieren a: a) las ayudas destinadas a favorecer el desarrollo 
económico de determinadas regiones; b) las ayudas destinadas a fomentar la realización de un proyecto importante de interés común 
europeo o destinadas a poner remedio a una grave perturbación en la economía de un Estado miembro; c) las ayudas destinadas 
a facilitar el desarrollo de determinadas actividades o de determinadas regiones económicas; d) las ayudas destinadas a promover la 
cultura y la conservación del patrimonio; y e) las demás categorías de ayudas que determine el Consejo por decisión. 



(314)  En primer lugar, el Tribunal Supremo español no se pronunció sobre la existencia o inexistencia de ayuda en las 
exenciones del IBI concedidas por los órganos jurisdiccionales locales (véanse los considerandos 40 y 41). La 
única conclusión del Tribunal Supremo fue que las exenciones del IBI no estaban justificadas. Como han 
explicado las autoridades españolas, el Tribunal tampoco estaba facultado para ordenar la recuperación. El 
principio de cosa juzgada no puede, por tanto, invocarse en este contexto, dado que, en realidad, no hay una 
sentencia que determine que Correos no debe reembolsar los importes correspondientes. 

(315)  En segundo lugar, la evaluación de la compatibilidad de las ayudas es competencia exclusiva de la Comisión y, en 
la medida en que exista ayuda estatal, los órganos jurisdiccionales nacionales no pueden pronunciarse sobre la 
compatibilidad y la recuperación. 

(316)  El importe de la recuperación por la exención del IBI en términos nominales corresponde a la suma de las 
exenciones otorgadas a Correos por órganos jurisdiccionales locales entre 2008 y 2013 y asciende a 752 840,50 
EUR. El importe real que debe recuperarse incluirá intereses a partir de la fecha en que se abonó a Correos cada 
devolución del impuesto hasta su recuperación efectiva. 

(317)  El importe de la recuperación por la exención parcial del IAE en términos nominales corresponde al importe 
total de la reducción del IAE concedida a Correos entre 2004 y 2017: 113 591,24 EUR El importe real que debe 
recuperarse incluirá intereses a partir de la fecha en que Correos abonó el IAE reducido hasta su recuperación 
efectiva. 

7.3. LAS TRES AMPLIACIONES DE CAPITAL CONCEDIDAS, RESPECTIVAMENTE, EN 2004, 2005 Y 2006 

7.3.1. AYUDA ESTATAL A TENOR DE ARTÍCULO 107, APARTADO 1, DEL TRATADO 

(318)  Las autoridades españolas han alegado que las tres ampliaciones de capital concedidas a Correos en 2004 (16 
millones EUR), 2005 (16 millones EUR) y 2006 (16 millones EUR) respetaban el principio del inversor privado, 
no constituyendo, por tanto, ayuda estatal. 

(319)  Según las autoridades españolas, esas ampliaciones de capital formaban parte del plan estratégico de Correos para 
el período 2001-2006, a fin de compensar la desaceleración del mercado postal. Se incluían inversiones en la 
infraestructura, la estructura organizativa y la automatización de procesos de Correos. 

(320)  A raíz de las dudas expresadas por la Comisión en la Decisión de incoación de 2016, las autoridades españolas 
facilitaron a la Comisión argumentos adicionales en favor del cumplimiento del PIEM (véase el apartado 4.1.3), 
a saber: 

—  Las perspectivas de Correos eran buenas en el momento de la inversión, sobre la base de planes plurianuales 
ex ante. En particular, los planes plurianuales 2004-2006 preveían una mejora en la rentabilidad de Correos 
frente a la estabilidad de los beneficios en caso de ausencia de actividad de inversión. En ese sentido, las 
ampliaciones de capital fueron un elemento clave para el logro de la rentabilidad prevista ex ante de la 
compañía. 

—  La modernización de la compañía fue una decisión empresarial coherente que cualquier accionista habría 
tomado, específicamente porque durante el período 2004-2006 la actividad de inversión fue superior a la 
media de 1994-2004, por lo que las ampliaciones de capital formaban parte de la respuesta a la necesidad de 
financiación adicional. 

—  La empresa obtuvo beneficios tras las inversiones (incluso si se excluye la compensación percibida por 
Correos por la OSU). 

—  Un estudio independiente ex post (de Ernst-Young), basado en datos ex ante, concluyó que la rentabilidad 
esperada de la inversión del Estado español en Correos era superior a su coste de capital en el momento de la 
inversión. 

(321)  La Comisión está de acuerdo en que las inversiones financiadas parcialmente por el Estado español en Correos 
son medidas típicas de modernización adoptadas en el sector postal en respuesta a la ralentización del mercado 
de la correspondencia postal. Las decisiones del Estado se basaron en planes plurianuales, que preveían 
claramente una mejora de la rentabilidad de Correos, algo que se vio confirmado por los hechos. El estudio de 
Ernst-Young también confirma que la inversión fue una decisión económica racional en aquel momento. 
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7.3.2. CONCLUSIÓN 

(322)  La Comisión opina que las ampliaciones de capital de 2004-2006 pueden considerarse conformes con el PIEM y, 
por tanto, no constituyen ayuda estatal a tenor del artículo 107, apartado 1, del Tratado. 

7.4. COMPENSACIONES OTORGADAS A CORREOS POR LA ORGANIZACIÓN DE ELECCIONES 

7.4.1. AYUDA ESTATAL A TENOR DE ARTÍCULO 107, APARTADO 1, DEL TRATADO 

7.4.1.1. Medida imputable al Estado y concedida mediante fondos estatales 

(323)  La compensación se paga con cargo directamente a los Presupuestos Generales del Estado y es imputable al 
Estado y concedida mediante fondos estatales. 

7.4.1.2. Ventaja económica selectiva conferida a una empresa 

A. Concepto de empresa 

(324)  De la jurisprudencia se desprende que el artículo 107 del Tratado no se aplica cuando el Estado actúa «ejerciendo 
la autoridad pública» (93) o cuando los entes públicos actúan «en calidad de Administraciones públicas» (94). Puede 
considerarse que una entidad actúa ejerciendo la autoridad pública cuando la actividad en cuestión sea una tarea 
que forme parte de las funciones esenciales del Estado o esté relacionada con dichas funciones por su naturaleza, 
por su objeto y por las normas a las que está sujeta (95). En términos generales, salvo que el Estado miembro en 
cuestión haya decidido introducir mecanismos de mercado, las actividades que forman parte intrínsecamente de 
las prerrogativas de la autoridad oficial y las desempeña el Estado no constituyen actividades económicas. 

(325)  En el presente asunto, los servicios prestados por Correos forman parte de la obligación del Estado de regular y 
organizar el procedimiento electoral, que reconoce el derecho de voto ya sea personalmente o a través del voto 
por correo. Las autoridades españolas y/o Correos alegan que todas las actividades desarrolladas por Correos en 
el contexto de la organización de elecciones deben considerarse parte de las prerrogativas del Estado, por lo que 
Correos no debe considerarse una empresa al realizar estas actividades (véanse los considerandos 79-81 y 118 y 
119). 

(326)  La Comisión considera que las actividades que están directamente relacionadas con el procedimiento de votación, 
como la gestión del voto por correo, el envío de material por parte de la Oficina del Censo Electoral (por 
ejemplo, el envío de las tarjetas censales) y la recogida de la documentación electoral una vez concluido el 
escrutinio, forman parte de las funciones esenciales del Estado. Como consecuencia de ello, la Comisión está de 
acuerdo con las autoridades españolas en que dichas actividades no pueden considerarse actividades económicas 
y que su financiación no supone una ayuda estatal. Por lo tanto, Correos no puede considerarse una empresa al 
realizar dichas actividades. 

(327)  No obstante, con respecto a la gestión del material electoral enviado por los candidatos políticos, la situación es 
diferente. En su Decisión sobre Poste Italiane (96), la Comisión consideró que la distribución de material electoral 
por Poste Italiane a una tarifa subvencionada reducida era una actividad económica, por lo que la compensación 
por este servicio constituía una ayuda estatal. Esta medida es muy similar al sistema italiano (los candidatos 
pueden enviar folletos a los electores a tarifas reducidas con sujeción a determinadas condiciones y el Estado 
compensa al operador postal por el coste residual) y es claramente diferenciable de las demás actividades no 
económicas directamente relacionadas con el procedimiento de votación llevado a cabo por Correos. En 
consecuencia, con respecto a la gestión del material electoral enviado por los candidatos políticos, Correos debe 
considerarse empresa a efectos del artículo 107, apartado 1, del Tratado. 
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(93) Asunto 118/85, Comisión/Italia, EU:C:1987:283, apartados 7 y 8. 
(94) Asunto C-30/87, Bodson, EU:C:1988:225, apartado 18. 
(95) Véanse, en particular, el asunto C-364/92, SAT, EU:C:1994:7, apartado 30, y el asunto C-343/95, Calì & Figli EU:C:1997:160, apartados 

22 a 23. 
(96) Véase la Decisión de la Comisión en el asunto SA.33989 (2012/NN) ejecutada por Italia en favor de Poste Italiane. 



(328)  A la vista del contenido del servicio, otros operadores postales también podrían estar en condiciones de prestarlo 
a cambio de una compensación pública (97). Ello se demuestra por el hecho de que, en la actualidad, los 
candidatos electorales utilizan el sistema creado por el Estado (y, por tanto, eligen a Correos) para enviar su 
propaganda, ya que solo han de pagar un precio reducido por envío. No obstante, si desean realizar más de un 
envío por ciudadano, tienen que pagar el precio íntegro y, en tal caso, pueden libremente optar por utilizar 
Correos u otros operadores postales (especialmente en las zonas urbanas). 

B. Ventaja económica 

(329)  La compensación otorgada a Correos por la gestión del material electoral enviado por los candidatos políticos 
está destinada a cubrir la totalidad o una parte de los costes netos en que incurre Correos al prestar el servicio en 
cuestión. Sin esa compensación, Correos debería soportar esos costes por sí mismo. La compensación constituye, 
por tanto, una ventaja para Correos, ya que le exime de una carga que normalmente debería soportar en ausencia 
de dicha compensación. 

C. Selectividad 

(330)  La medida es claramente selectiva, ya que solo beneficia a una empresa: Correos. 

7.4.1.3. Falseamiento de la competencia e impacto sobre los intercambios comerciales 

(331)  Tal como se explica en el considerando 204, cualquier medida adoptada en favor de Correos puede afectar a la 
competencia y a los intercambios entre los Estados miembros. 

7.4.1.4. Conclusión 

(332)  La Comisión considera que la financiación de la distribución de material electoral de los candidatos electorales 
constituye ayuda estatal a tenor del artículo 107, apartado 1, del Tratado. 

7.4.2. AYUDA EXISTENTE O NUEVA 

(333)  Según las autoridades españolas y Correos (véanse los considerandos 83-85 y 121), aun cuando se considerase 
que la financiación de la distribución de material electoral de los candidatos constituye ayuda, sería ayuda 
existente, ya que es anterior a la adhesión de España a la Comunidad Económica Europea en 1986. 

(334)  Las autoridades españolas explican, en particular, que la compensación concedida a los candidatos electorales por 
la distribución de material electoral está en vigor desde 1977 sin que haya sufrido ningún tipo de modificación 
sustancial. 

(335)  Sobre la base de la información presentada por las autoridades españolas, la Comisión observa que el régimen 
que data de 1977 preveía tarifas reducidas que eran aplicables a todas las elecciones (locales, autonómicas, 
nacionales y de la Unión). Para cada elección, Correos también recibió financiación parcial del coste de entrega 
íntegro durante todo el período. 

(336)  La Comisión concluye que la financiación de la distribución de material electoral de los candidatos constituye 
ayuda existente a tenor del artículo 1, letra b), del Reglamento (UE) 2015/1589. 

7.4.3. CONCLUSIÓN 

(337)  La compensación otorgada a Correos por la distribución de material electoral enviado por los candidatos 
políticos constituye ayuda existente y se tratará por separado de conformidad con los artículos 17, 18 y 19 del 
Reglamento (CE) n.o 659/1999 del Consejo (98). 
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(97) En efecto, de acuerdo con el punto 13 de la Comunicación SIEG de la Comisión: «La decisión de una autoridad de no permitir a terceros prestar 
determinado servicio (por ejemplo, porque desea prestarlo de forma interna) no excluye la existencia de una actividad económica». 

(98) Reglamento (CE) n.o 659/1999 del Consejo, de 22 de marzo de 1999, por el que se establecen disposiciones de aplicación del artículo 
108 del Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea (DO L 83 de 27.3.1999, p. 1). 



8. RESUMEN DE LAS CONCLUSIONES 

(338)  Las compensaciones por la OSU otorgadas a Correos en virtud de la Ley Postal de 1998, las exenciones 
tributarias del Impuesto sobre Bienes Inmuebles (IBI) y del Impuesto sobre Actividades Económicas (IAE) y la 
compensación otorgada a Correos por la distribución de material electoral constituyen medidas de ayuda a tenor 
del artículo 107, apartado 1, del Tratado, al eximir a Correos de costes que las empresas privadas deben 
normalmente asumir. 

(339)  Las tres ampliaciones de capital concedidas en 2004, 2005 y 2006 no constituyen ayuda estatal a tenor del 
artículo 107, apartado 1, del Tratado, ya que el Estado actuó de conformidad con el PIEM. 

(340)  La Comisión concluye que España concedió ilegalmente las ayudas mencionadas en el considerando 338, 
infringiendo lo dispuesto en el artículo 108, apartado 3, del Tratado, a excepción de la compensación concedida 
a Correos por la distribución de material electoral enviado por los candidatos políticos, que constituye ayuda 
existente. 

(341)  Las compensaciones por la OSU otorgadas a Correos en virtud de la Ley Postal de 1998 constituyen ayudas 
incompatibles con arreglo al artículo 106, apartado 2, del Tratado en la medida en que hubo compensación 
excesiva a Correos. 

(342)  Las exenciones tributarias del Impuesto sobre Bienes Inmuebles (IBI) y del Impuesto sobre Actividades 
Económicas (IAE) constituyen ayudas incompatibles. 

(343)  La compensación otorgada a Correos por la distribución de material electoral enviado por los candidatos 
políticos constituye ayuda existente y se tratará por separado de conformidad con los artículos 17, 18 y 19 del 
Reglamento (CE) n.o 659/1999. 

9. RECUPERACIÓN 

(344)  De conformidad con el Tratado y con la jurisprudencia consolidada del Tribunal, la Comisión es competente para 
decidir si el Estado miembro de que se trate debe suprimir o modificar la ayuda cuando se haya comprobado que 
resulta incompatible con el mercado interior (99). El Tribunal también ha sostenido de manera reiterada que la 
obligación de un Estado miembro de suprimir una ayuda que la Comisión considere incompatible con el 
mercado interior tiene como finalidad restablecer la situación que existía anteriormente (100). 

(345)  En este contexto, el Tribunal ha establecido que este objetivo se alcanza una vez que el beneficiario ha 
reembolsado los importes concedidos en concepto de ayuda ilegal, perdiendo así la ventaja de que había 
disfrutado sobre sus competidores en el mercado, y se restaura la situación anterior a la concesión de la 
ayuda (101). 

(346)  En línea con la jurisprudencia, el artículo 16, apartado 1, del Reglamento (UE) 2015/1589 estableció que «cuando 
se adopten decisiones negativas en casos de ayuda ilegal, la Comisión decidirá que el Estado miembro interesado tome todas 
las medidas necesarias para obtener del beneficiario la recuperación de la ayuda[…]». 

(347)  Así pues, dado que las compensaciones por la OSU otorgadas a Correos en virtud de la Ley Postal de 1998 (en la 
medida en que hubo compensación excesiva a Correos) y las exenciones tributarias del Impuesto sobre Bienes 
Inmuebles (IBI) y del Impuesto sobre Actividades Económicas (IAE) se ejecutaron incumpliendo el artículo 108 
del Tratado y deben considerarse ayudas ilegales e incompatibles, deberán recuperarse con el fin de restablecer la 
situación que existía en el mercado antes de su concesión. 

(348) El valor nominal de los importes de la recuperación correspondientes a las distintas medidas de ayuda incompa­
tibles asciende a 166,112 millones EUR por las compensaciones por la OSU otorgadas a Correos en virtud de la 
Ley Postal de 1998 (véase el considerando 267), 752 840,50 EUR por las exenciones del IBI (véase el 
considerando 316) y 113 591,24 EUR por las exenciones parciales del IAE (véase el considerando 317). 
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(99) Véase el asunto C-70/72, Comisión/Alemania, Rec. [1973], p. 813, apartado 13. 
(100) Véanse los asuntos acumulados C-278/92, C-279/92 y C-280/92, Reino de España/Comisión, Rec. [1994], p. I-4103, apartado 75. 
(101) Véase el asunto C-75/97, Bélgica/Comisión, Rec. [1999], p. I-030671, apartados 64 y 65. 



(349)  La recuperación debe abarcar desde el momento en que se generó la ventaja para el beneficiario, es decir, cuando 
se puso la ayuda a disposición del beneficiario, y los importes que deben recuperarse deben devengar intereses 
hasta su recuperación efectiva. Asimismo, podrá tener en cuenta un ajuste fiscal, tal como se menciona en los 
considerandos 268 y 269. 

HA ADOPTADO LA PRESENTE DECISIÓN: 

Artículo 1 

El importe correspondiente a 317,387 millones EUR, concedido a Correos en forma de compensaciones por la 
obligación de servicio universal en virtud de la Ley Postal de 1998, ejecutado por España infringiendo lo dispuesto en el 
artículo 108, apartado 3, del Tratado, constituye ayuda estatal a tenor del artículo 107, apartado 1, del Tratado. 

Del importe a que se refiere el párrafo anterior, el importe de 166,112 millones EUR es incompatible con el mercado 
interior, en la medida en que constituye una compensación excesiva a Correos. 

Artículo 2 

La ayuda estatal, por importe de 752 840,50 EUR, concedida a Correos en forma de exención del Impuesto sobre 
Bienes Inmuebles, ejecutada ilegalmente por España infringiendo el artículo 108, apartado 3, del Tratado, es 
incompatible con el mercado interior. 

Artículo 3 

La ayuda estatal, por importe de 113 591,24 EUR, concedida a Correos en forma de exención parcial del Impuesto de 
Actividades Económicas, ejecutada ilegalmente por España infringiendo el artículo 108, apartado 3, del Tratado, es 
incompatible con el mercado interior. 

Artículo 4 

Las ampliaciones de capital de Correos realizadas por España en 2004, 2005 y 2006 no constituyen ayuda a tenor del 
artículo 107, apartado 1, del Tratado. 

Artículo 5 

La ayuda estatal en forma de compensación otorgada a Correos por la distribución de material electoral constituye ayuda 
existente, a tenor del artículo 1, letra b), del Reglamento (UE) 2015/1589. 

Artículo 6 

1. España deberá recuperar las ayudas incompatibles concedidas en virtud de las medidas contempladas en los 
artículos 1, 2 y 3. 

2. El importe de la ayuda estatal a que se refiere el artículo 1, párrafo segundo, podrá reducirse mediante la 
deducción del impuesto que se haya pagado sobre la ayuda recibida, a condición de que el beneficiario no pueda 
disfrutar de otra deducción de impuestos, según se establece en el apartado 50 de la Comunicación sobre recuperación. 

3. Las cantidades pendientes de recuperación devengarán intereses desde la fecha en que se pusieron a disposición del 
beneficiario hasta la de su recuperación. 

4. Los intereses se calcularán sobre una base compuesta de conformidad con el capítulo V del Reglamento de la 
Comisión (CE) n.o 794/2004. 

5. España cancelará todos los pagos pendientes de las ayudas mencionadas en los artículos 1, 2 y 3, con efecto 
a partir de la fecha de adopción de la presente Decisión. 

Artículo 7 

1. La recuperación de las ayudas mencionadas en los artículos 1, 2 y 3 será inmediata y efectiva. 

2. España garantizará que la presente Decisión se aplique en el plazo de cuatro meses a partir de la fecha de su 
notificación. 
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Artículo 8 

1. En el plazo de dos meses a partir de la notificación de la presente Decisión, España presentará la siguiente 
información a la Comisión: 

a)  el importe total (principal e intereses) que debe recuperarse del beneficiario; 

b)  una descripción detallada de las medidas ya adoptadas y previstas para el cumplimiento de la presente Decisión; 

c)  documentos que acrediten que se ha ordenado al beneficiario que reembolse la ayuda. 

2. España mantendrá informada a la Comisión del avance de las medidas nacionales adoptadas en aplicación de la 
presente Decisión hasta la finalización de la recuperación de las ayudas a que se refieren los artículos 1, 2 y 3. Presentará 
inmediatamente, a petición de la Comisión, información sobre las medidas ya adoptadas y previstas para el 
cumplimiento de la presente Decisión. Asimismo, proporcionará información detallada sobre los importes de la ayuda y 
los intereses ya recuperados del beneficiario. 

Artículo 9 

El destinatario de la presente Decisión es el Reino de España. 

Hecho en Bruselas, el 10 de julio de 2018. 

Por la Comisión 
Margrethe VESTAGER 

Miembro de la Comisión  
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